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DE LOS PROCeDIMiENTOS EN HATERU CIVIL. 


TITULO PRIMERO. 

DE LOS PROCEDIMIENTOS EN GENERAL. 

1. Dijimos que el tercer objeto del de- 
recho civil eran los procedimientos, de los 
que ahora pasamos á ocuparnos. Las leyes 
que los establecen, deben ser miradas co- 
mo la garantía y suplemento de las otras, 
que sin ellas serian ineficaces. Tienen por 
objeto el orden y ritualidad de los juicios, 
y por fin la seguridad de los derechos que 
la legislación consagra. 
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2. A estos procedimientos comunmente 
denominamos juicio, por el que entende- 
mos la serie de actuaciones judiciales para la 
aplicación de las leyes en los negocios, que son 
objeto del derecho civil ó penal. La definición 
manificsia que el juicio puede ser civil ó 
criminal: nosotros en este libro debemos 
limitarnos al primero. 

3. Por razón del fin, el juicio civil pue- 
de ser declarativo ó ejecutivo: versa el de- 
clarativo acerca de derechos dudosos y 
controvertidos, que es necesario que deter- 
mine la autoridad publica: el ejecutivo 
trata solo de llevar á efecto lo ya determi- 
nado ó lo que consta de un título á que la 
ley dá tanta fuerza como á la decisión ju- 
dicial. 

4. El juicio ademas por razón de sus 
formas puede ser ordinario ó sumario: al 
pri mero, que podemos llamar también ple- 
nario, le han dado las leves trámites mas 
largos y solemnes: el sumario está circuns- 
crito á mas eslreclios límites, ó bien por 
no reierirse á derechos perpétuos, ó por 
la necesidad urgente de no dilatar ciertas 
resoluciones. A esta última clase pertene- 
cen muchos de los juicios posesorios, esto 
es, aquellos que versan acerca de la tenen- 
cia de la cosa, llamados asi en contraposi- 
ción á los petitorios, es decir, los en que 
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se trata de la condición de las personas, 
de la propiedad de las cosasp ó del cumpli- 
miento de las obligaciones. 

5. Por razón de los litigantes se divi- 
den también los juicios en sencillos ó do- 
bles. Reciben la primera denominación 
aquellos en que por su naturaleza están 
deslindados los caracteres de demandante 

Y demandado: lo contrario sucede en los 
%/ 

dobles , en que es considerado como de- 
mandante el primero que se adelanta á en- 
tablar la acción. 

6. En todos los juicios debemos consi- 
derar la persona del juez, la del demandan- 
te ó actor, y la del demandado ó reo. Los 
tres son indispensables en ellos, y ademas 
intervienen otros agentes para auxiliar la ac- 
ción de la autoridad judicial ó el interés 
lejítimo de los litigantes. 

TÍTULO SEGUNDO. 

« 

De los jueces 

SECCíOX PPJMEÍIA. 

De la autoridad é independencia judicial, 

1. Por juez entendemos 7a persona cons- 
tituida con autoridad pública para determinar 
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los lüigios, Al ejercicio legal de sus funcio- 
nes denominan comunmente jurisdicción, 
que es la facultad de conocer de que se 
halla revestido ; pero cuando consideran su 
autoridad estensiva á la ejecución de la 
sentencia, le llaman imperio ó poderío (1). 

2. Toda jurisdicción dimana del rey, 
fuente del poder judicial y de la justicia. 
Asi es que se administra en su nom- 
bre (2), que en su nombre también se en- 
cabezan las ejecutorias y provisiones de los 
tribunales superiores (3), que le está co- 
metida la pronta y cumplida acción del 
poder judicial (4), que indulta á los delin- 
cuentes (5), que elije á los jueces y magis- 
trados (6), y que los somete al fallo de los 
tribunales (7). 

3. La jurisdicción es ó voluntaria ó 


(O Poco íitil es la división de la autoridad judicial 
en Jurisdicción é imperio, y menos la de imperio misto 
y mero, esto es la de admiiilslrar’la justicia en lo civil ó 
en lo criminal. (Ley 8 , tít. 4 í l^art, 3.) La jurisdicción 
y el imperio están unidos en nuestra magistratura. 

(2) Art. 68 de la Const. de 1 SS?. 

(3) Art. 257 de la Const, de I8l5. 

(4) Atribución 2, del art. 4*? la Const. de 1837* 

(5) Atrib. 3,® 

(6) Atrib. 9.a 

(T) Art. 06 de la Const. de 1837. 
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contenciosa. Voluntaria es el ejercido de las 
fundones judiciales de oficio, ó á insianda de 
una parte y sin contradicción de otra, como el 
acto de dar tutor ^ el de adoptar y otros 
semejantes. La contenciosa que es la de 
que en este lugar principalmente nos ocupa- 
mos^ supone contradicción ó voluntad de al- 
guna persona (1). 

4. Puede ser ademas propia, delegada 
y prorogada. La propia, que también se 
denomina ordinaria, si bien esta palabra no 
solo se usa en contraposición á la delega- 
da y prorogada, sino á la especial ó pri- 
yilegiada , es la inherente á las funciones de 
un cargo pibtico, 

5. La jurisdicción delegada proviene de 
comisión del que la tiene propia (2). Esta co- 
misión en nuestro concepto solo puede es- 
tenderse á la práctica de las dilijencias de 
sustanciacion , porque de lo contrario que- 
daría destruido el principio que garantiza á 
los españoles que no serán juzgados en cau- 
sas civiles ni criminales por ninguna co- 
misión , sino por el tribunal competente 
determinado con anterioridad por la ley (3): 


(t) Ley 32 , tít. 2 , Part 3. 

(2) Ley í , tít. 2 , Part. 3. 

(3) Art. 24"^ de la Consl. de 1812. 
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♦loclrina que hace inútil muchas de las dis- 
posiciones que las ífeyes de Partida esta- 
blecieron acerca de la delegación, y que de 
( onsiguiente omitimos. Esta puede ser con- 
siderada como una especie de mandato, y 
(le aqui proviene que se eslinga de la mis- 
ma manera que él (1). 

6. Jurisdicción prorogada es la . que de 
incompetente se hace competente por la vo- 
luntad de los litigantes. La prorogacion es 
espresa ó tácita: tiene lugar la primera por 
acuerdo esplícito de las partes, y es la se- 
gunda la que se induce de los hechos, como 
cuando se contesta el pleito ante juez incom- 
petente sin declinar la jurisdicción (2), ó la 
(}Lie se presume por la reconvención (3) de 
que oportunamente tratarem.os. 

í.os legos no pueden prorogar la juris- 
dicción de los jueces eclesiásticos, bajo se- 
veras penas y la privación de oficio al escri- 
bano que autorizare estas sumisiones (4). 

(I) Ley 21, til. 3, Part. 4* 

(i) Ley 7, til. 29, lib. ll de la Nov. Reo. y 32, 
fíl. 2 ParL 3. De la doíuxicioii se infiere que solo repu- 
f .unos la jtirisdiccioii corno prorogable de persona á per- 
sona y de causa á causa. La de lugar á lugar, y de liem- 
j)o a tiempo la consideramos inadmisible , porque no pue- 
de prorogar.se mía jurisdicción que no existe. 

(3) Dicba ley 32. 

(4) Li v 7, til. I, lib. 4 y 6, til, l, lib, lOdc la N. R. 
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7. Los jueces constituyen im poder pií- 
blico, que si bien dimana dcl ejecutivo, es 
independiente de él en el ejercicio de sus 
atribuciones. Estas se limitan á juzgar y 
hacer ejecutar lo juzgado, aplicando las 
leyes en los negocios civiles y crimina- 
les (1). 

8. Una vez nombrados por el Rey son 
inamovibles, y asi no pueden ser depues- 
tos de su destino temporal ó perpétuo si- 
no por sentencia ejecutoriada, ni suspendi- 
dos sino por auto judicial, ó en virtud de 
orden del Rey, cuando con motivos funda- 
dos les mande juzgar por el tribunal com- 
petente (2). 


SECCION SEGCNBA. 

De la escala gradual del orden judicial, 

1. Con el objeto de satisfacer á la ne- 
cesidad moral, que tiene la sociedad de 
descansar en que se administre rectamen- 
te la justicia, se ha introducido el orden 
«gradual de jueces, que suplan la ignoran- 


(1) Art. 63 de la Const. de 1837 , y 242 y ^45 de 
la de 1812. 

(3) Art. 66 de la Conslituí^oii de 183 7 . 
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cia , los errores, las omisiones y la mala 
fé ó prevención de los inferiores. En la ju- 
risdicción ordinaria como en las privilegia- 
das, existe esta gradación; nosotros nos li- 
mitamos aqui por nuestro instituto á la 
primera. 

2. En ella hay jueces de primera ins- 
tancia para decidir los negocios que á su 
examen se presentan, entendiendo en al- 
guna ocasión preventivamente con los al- 
caldes que á su vez son también jueces 
ordinarios (1). 

3. Superiores á los jueces de primera 
instancia son las audiencias, que entienden 
en las apelaciones y súplicas , esto es en 
la segunda y tercera instancia, en los re- 
cursos de nulidad contra las providencias 
de los jueces de primera instancia, y en 
las competencias suscitadas entre jueces su- 
balternos de sus respectivos territorios, que 
les están subordinados, y ordinariamente 
en los recursos de fuerza (2). 

4. El tribunal supremo de justicia es el 
último grado del orden judicial : conoce 
de los recursos de nulidad entablados con- 


(1) Art. 973 de la Const. de 1812, y 3^1 y 36 del 
reglamento provisional. 

(S) Arl. 58 del mismo. 
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tra los fallos de las audiencias, de los cíe 
füerza que pueden cometer los jueces ecle- 
siásticos superiores de la córte, y estos y 
los demas contra las prerogativas del^ real 
patronato, y de las contiencías de compe- 
tencia que en su lugar espondremos (1). 

SECCION TERCERA. 

De fa competencia de los jueces. 

Competencia en general. 

No solo necesita el juez nombramien- 
to lejítimo y posesión en su cargo, sino 
que ademas debe tener competencia, esto 
es, atribución para conocer del negocio y 
en el territorio á que se refiera el litigio: 
en este caso su tribunal se llama fuero 
competente. Un artículo de la Constitu- 
ción (2) previene que unos mismos códigos 
regirán en toda la monarquía, y que en 
ellos no se establecerá mas que un solo 


(t) Art* 90 del mismo. 

(5) Art. 4 Consl. de 183 7. 
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fuero para todos los españoles en los jui- 
cios civiles y criminales. Si estuviera for- 
mado el código de procedimientos civiles, 
nlaS|l^encilla seria la doctrina que debemos 
esponer en esta sección: pero existiendo 
aun jurisdicciones privilegiadas á pesar de 
la razón que las condena, y de la ley cons- 
titucional que quiere destruirlas^ indispen- 
sable es tratar de la estension de la juris- 
dicción ordinaria en los asuntos civiles, 
antes de manifestar los títulos que llaman 
á cada uno de sus agentes al conocimien- 
to de los negocios judiciales. 



Estension de la, jiirisdiccion ordinaria con rela- 
ción á las privilegiadas. 


1. La jurisdicción ordinaria es por re- 
gla general la competente en los negocios 
civiles. Limitados hoy en gran parte los 
privilegios que para eximirse de ella antes 
existían, han quedado sin embargo algunos 
fueros estensivos á los asuntos comunes, 
civiles meramente. Estos fueros son el ecle- 
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siástico (1), el militar (2), el de marina (3), 

(í) A pesar de las innovaciones recientes , el fuero 
eclesiástico es no solo eslensivo á las cansas espirituales, 
sino á muchas meramente civiles. En él deberao» co'nside*- 
rar , 1 .<> las personas aforadas, 2. o los negocios civiles á 
que se estiende. 

Gozan del fuero eclesiástico l.o Eos ordenados in 
sacris ; 2.0 Los c!éri;»os de ordenes menores que traen 

corona abierta , visten hábito clerical , y tienen bene- 
ficio eclesiástico ó en su defecto sirven en miiiisterío ú 

« 

oficio ordinario y necesario en alj^una iglesia con anlori- 
zacion y mandato del prelado ; 3.o Los tonsurados que. 
están en estudio público aprobado con licencia del obis- 
po para ser promovidos á órdenes mayores usando há- 
bito y tonsura clerical. 

Tanto la adscripción á una iglesia como la licencia 
para estudios se ha de acreditar con formal título espe- 
dido por el prelado ; la asistencia al culto por dos testi- 
gos de entre los capitulares si es en catedral , y de entre 
los vecinos si es en parroquia ; la circunstancia de estar 
estudiando con certificación de los profesores. (Ley 6, 
tít. 10 , lib, 1 de la N» H.) 

La regla general que debemos señalar por base para sa- 
ber cuándo los aforados gozan del fuero eclesiástico es la 
siguiente : cuando en el punto de que se trata se atien- 
de mas á las personas que á las cosas, hay lucro , pero 
no le hay cuando por el contrario se atiende mas á las 
cosas que á las personas. Consecuencia de este principio 
es que les corresponde el fuero en las acciones personales, 
esto es, en aquellas en que se trata del cumplimiento de 
las obligaciones, pero no’ en las reales , es decir , en las 
que versan acerca del dominio ó de derechos en la cosa. 
Aun en las mismas acciones [)ér.sonales no tientii fuero 
cuando la cosa por su índole debe e.star sujeta á la cauáa 

T. III. 2 
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fl de artillería (4), el de ingenieros (o), el de 

ordinaria de la justicia, como sucede en los inquilinatos, 
en los concursos de acreedores, y en los juicios do- 
bles que , participen de la naturaleza de reales y perso- 
nales. 

(9) Gozan del fuero militar i.° Los individuos, del 
ejí^rcilo. 2.® Los huérfanos de los militares si son varo- 
nes hasta 16 años, y si hembras hasta q?ie lomen es- 
tr.do. 3.^ Los criados domésticos de los militares con sa- 
lario , pero no los destinados á las labores del campo, 
fábricas , ú otros artefactos ó negociaciones agenás de la 
milicia. Leyes 1 , I 4 7 > ***• 4 » Noví- 

sima Recop. , notas 17, 18 y 19 del mismo título 
4-*^ Los que ejercen cargos ó empleos subalternos en el 
tribunal especial de guerra y marina , que están decla- 
rados militares (art, 27 , ley 7 , tít. 5 , lib, 6 , Noví- 
.sima Recop.) 5,** Los secretarios de las capitanías y co- 
mandancias generales que gocen sueldo, aunque estén re- 
tirados ó jubilados , y sus familias y dependientes, (real 
Orden de 2 2 de agosto de 1788) 6.^ El auditor ó ase- 
sor , el fiscal , el escribano priqcipal y un escribiente, 
el procurador de pobres y el alguacil mayor en todas las 
auditorias de guerra. (Real Orden de 2 5 de setiembre de 
1765). 7.° Los cirujanos de ejército y de hospitales mi- 
litares (art. 9.<J, tit. 22, tratado 2.® de la ordenanza del 
ejército), 8.® Los dependientes del ramo de hacienda mi- 
litar (ley 1.*, til. 4‘®> l'b. 6 del suplemento de la N. R.) 
Los asentistas de víveres y provisiones del ejército y 
armada, y los empleados en este servicio en la parte re- 
lativa á sus contratos. (Reglamento de 25 de julio de 
1800 y real Orden de 10 de oclubi'e de 1830). .9.^ Los 
dependientes eclesiásticos ó seglares de los juzgados cas- 
trenses. (Real Orden de 1 4 marzo de 1808). ÍO. Los 
individuos de cuerpos formados en. casos de guerra ^ ó 
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milicias provinciales (6), el de estrangería (7), 

en estraordiiiarios y urjentes , pero no en ningún otro 
sin real aprobación. (Nota 15 del tit. 4 » lib, 6 , -N. K.l 
í l. Los individuos de las maestranzas de caballería. (Real 
orden comunicada en 10 de noviembre de 181^9). 

El fuero militar en los negocios civiles se estiende á 
todos los asuntos en que sean demandados los aforados, 
escepliiándose ios de mayorazgos- en poWsion y propiedad, 
y los de particiones de herencias , como no provengan 
de disposición teslamenlai'ia de io.s mismos militares. (Lev 
21 , tit. 4í líb* N. R.) 

(3) Gozan dei fuero de marina: ! .o Todos Jos ma- 
triculados de cualquier clase que- sean , los dependien- 
tes de sus juzgados, comandancias y ayudantías de dis- 
trito , y los asesores y escribanos de las subdelegaciones 
(Ley 7 , y nota 5 del tit. 7 , lib. 6 , N. R.) 2. o Los 
empleados en las diferentes ccupaciones necesarias á la 
construcción y armamento de los buques nacionales, 
la jente de mar, y los obreros matriculados. (Ley 2 
y 9.) 3.^ Los hijos de los matriculados que sin la edad 
necesaria para matricularse se emplean en el ejercicio de 
mar , y los que en las escuelas establecidas se. dedican al 
estudio de la náutica. (Ley 7 cit.) 

El fuero de marina es ostensivo á todos los nego- 
cios civiles, á escepcion de los de mayorazgos en pose- 
sión y en propiedad , y los de particiones de herencias, 
que no provengan de los aforados. (Art. 2 de la ley 7 
y ley 11, tit. 7 , lib. 6 de la N. R.) 

(4) Gozan del fuero militar de artillería; 1.® Los 
individuos del cuerpo. 2.o Los empleados del cuerpo de 
cuenta y razón. 3.® Las mugeres , hijos y criados do- 
mésticos con sueldo de los referidos. 4-® dependien- 
tes de las maestranzas , fábricas y almacenes que estau 
bajo la dirección del cuerpo , aunque los manejen asen- 
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listas. (Lf*y 3, lít. 4 » ^ siip!. á la Nov, Roe.) 5.® 

Los paisanos qno en la isla do Mallorca y costa do Can- 
tabria están dísl inados al servicio de la arlilloría, y los 
.soldados eJo^ido.s do otro.s ruí cpos para el servicio de 
la rpisrna en la plaxa do C(*uta (art. 7 do la real cédula 
de 56 do lebrero do l7h? , reales órdenes de I l de ma- 
yo do 1779 y de 13 do mayo do 17 85.^ 

. La e.stonsion de esto IVu'ro en los nofiocios civiles es la 
ini.sma quo la ordinaria militar ,• á la que están sujetas las 
viudas do.sdo la muerto de sus maridos. 

(5) Gozan dol fuero militar de injenieros: 1.^ Los 
individuos dol cuerpo 2 .^ Los empleados y dopondiontes 
de él , los hijos , mn^eres y criados asalariados. 3. o Los 
alumnos y dopondiontes de su academia. 4-^ asentis- 
tas empleados y operarlos mientras trabajen en obras de 
fortificación ú otras públicas dirljídas por oficiales dol 
cuerpo^ (Art. 3, o do !a ordenanza do I t de julio de 1803). 

La osloiision do este fuero os i"ual á la dol do árlillí*ria. 

(6) Gozan di‘l fuero de milicias provinciales: 

1.0 Sus individuos , cuando están sobre las armas, y 
sus mujeres, 5.'^ Los oficiales mientras sirven , los sai’r- 
jrntos y cabos primeros , los cabos segundos de granade- 
ros y cazadores, y los’ tambores y pífanos. 

Este fuero es tan ostensivo en los casos en que com- 
pete como e! militar, y en las sucesiones lo e.s á todos 
Io.s individuos que corresponden á los cuerpos y á sus 
mujeres {Tn.stitncton de I.® de enero de 1856.) 

(7) Los oslranieros fran.seun'es acerca do los males 
han de guardarse con oscrnpiilosidad los tratados viden- 
tes , ^ozan e'ii los asuntos civiles el fuero militar. (Ley 
8 til. 36 , lib. 15 Nov. Recop.) 

(8) El fuero de comercio, en el Qual no del>emos 
detenernos en este lugar, es eslensívo á lós negocios mer- 



correos y caminos (tO), y el de la hacienda 
pública (11). 

^ ^l|» ^1 ■ ■■■IIMMM ■■■ ■ I» I ■■ • m ll^ II 

cantiles , debieiulo tener para sei\clasiíicados como tales 
la.s circunstancias que el cíSdi^o señala. 

(9) Los juzgados privativos de minas entienden en 
todos los negocios contenciosos civiles del ramo , pero 
no en los de, los empleados. (Real orden de 9 de junto 
(le 1837.) 

(10) Los juzgados de correos y caminos y sus jun- 
tas de apelaciones conocen también de los asnillos con- 
tenciosos del ramo , y no son estensivos á las cosas pu- 
ramente personales á ios empleados, (Art, .36 del regla- 
mento provisional para la administración de justicia. Rea- 
les órdenes de 5 y 6 de setiembre de 1 835 y de 22 de 
octubre de 1839,) 

(<1) Rtvslaiios solo hablar del fuero de la hacienda 
publica en los negocios civiles. A él están sujetos todos 
los empleados de la hacienda en los negocios que proce- 
dan de sus cargos ú oficios, ó por cíjiisecuencia de ellos, 
pero no en los suyos particulares, (Ley 6 , tit. 9 , lib. 6 
de la Nov. Rccop. y Real orden de 29 de octubre de 
18 í 4)» y de su competencia es el conocirrnenlo de los 
asuntos de contribuciones cuando llegan á tomar un ca- 
rácter contencioso. (Reales órdenes de. 2 de agosto de 
1 8 t 9 , 31 de julio de 18 2 8 y 3 de agosto de 18 31), Los 
tribunales superiores en esta línea son los mismos ordi- 
narios. No creemos hoy estensiva la jurisdicción de la ha- 
cienda á avocar los autos de los juicios uní ver.sa les , cuan- 
do es acreedora , pues enlonces en los tribunales ordina- 
rios deberá deducir y liacer valer oportunamente sus ac- 
cione.s, (Reales ó rdent'S <lc í 7 de julio y de 9 de diciembre 
de 1836). 

Baste esta iijera resefia de, los lm-ix)s privilegiados, 
que no podemos hacer mas cstensa sin salir de nuestro 
instituto. 
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2. Los Tueros de que acabamos de ha- 
cer mención, compelen en parte por razón 
de la cosa que es objeto del litigio, y en 
parte por corresponder la persona que es 
demandada, á la clase de aquellas á quienes 
compete el privilegio. Deber es, pues, de 
los encargados de la administraccion de 
justicia, limitarse en el ejercicio de sus 
funciones á las personas y a las cosas que 
están sujetas á su autoridad, evitando cues- 
tiones siempre peligrosas y poco litiles al 
servicio publico, y sosteniendo cuando lo 
exige su deber, con dignidad y con mesu- 
ra las atribiiciones que las leyes les con- 
ceden 


§• íll* 

Esíension de la jurisdicción relativamente á la 

división íerriíoriaL 

1. La división territorial circunscribe a 
localidades determinadas la jurisdicción de 
cada uno de los ajenies de la autoridad 
judicial. Asi pues, deben estos cuidar de 
no escederse de los límites que les están 
señalados, Aqui vamos, á desenvolver la 
doctrina que fija esta materia. 

2. La regla cardinal sobre que gira, es 
que el actor debe seguir el fuero, ó lo que 



es lo mismo, el tribunal competente deí 
reo. CoDStitiiyenle en los negocios civiles 
el domicilio , la situación de la cosa ó el 
contrato, 

3. El domicilio (1), principal motivo de 
la competencia del fuero, no ha de ser pre- 
cisamente el del tiempo de entablarse la 
acción, sino que puede ser también el que 
se tenia al tiempo en que tuvo origen. El 
vago, por carecer de domicilio, puede ser 
demandado donde se halle. 

4. El sitio en que está la cosa objeto 
del litigio constituye también fuero (2). Por 
esta razón en las acciones reales que ver- 
san acerca de cosas raices, es tribunal 
€ornpete.nte el del territorio en que se ha- 
llen situadas (3); doctrina estensiva á las 
cosas muebles que alguno úeue en un pun- 
to, si no dá íiadores de estar á derecho, en 
cuyo caso podrán ser depositadas (4). De 
aquí se infiere la razón qqe hay para que 
sea tribunal competente el del lugar en 
que radica una testamentaría , ó en que se 
ejerció el cargo de tutor ó curador, por h> 


(O Ley 32 , tít. 2 , Parí. 3. 

(2) Ley 32 citada, 

(3) Dicha ley 32. 

( 4 ) misma. 



fjue respecta á ios asuntos que sean reíe- 
r en tes (1). 

Kn ía petición de legados es fuero com- 
petente el lugar del domicilio del herede- 
ro, en el que se hallare la mayor parte de 
los bienes del testador, y ademas, si el 
legado es de especie, el punto en .donde se 
halle la cosa legada, mas si es de jénero 
ó de cantidad, en donde el heredero co- 
menzare á pagar las mandas. Si el testador 
señala sitio en que hacer el pago en el de- 
be realizarse (2). 

5. Por ultimo, el contrato hace compe- 
tente al juez del territorio en que se cele- 
bró, ó á aquel que en el convenio‘ se pac- 
tase (3). Los autores limitan el primer ca- 
so con la circunstancia de que es necesa- 
rio que al entablarse la acción esté alli el 
demandado. 


Coinpeíencias ■ y dectmaíorias de jurisdicción- 

1. La diversidad de fueros y los distin- 
tos límites á que esta circunscrita la juris- 


(1) Lry 32. 

(2) Ley 48 , tit. 9, Part. 6. 

(3) Ley 32 , tít. 2 , Part. 3. 
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dicioii de cada juez, producen competen- 
cias entre las diferentes autoridades encar- 
gadas de la administración de justicia. Es- 
tas cuestiones de competencia deben ser 
consideradas corno puntos perjudiciales, que 
sea indispensable resolver antes que el prin- 
cipal, acerca de que se entabla el litigio. 

2. La contienda de competencia puede 
ser provocada por un litigante, ó por el 
oficio fiscal encargado de ía defensa dé la 
jurisdicción y de sus prerogativas. En uno 
y otro caso el tribunal á quien en concep- 
to de competente se reclama, debe mani- 
festar al que ha tomado conocimiento, las 
razones en que se funda, y anunciarle la 
competencia si se obstina en seguir en el 
conocimiento de la causa. El juez invitado 
debe oir al fiscal, y contestar, bien desis- 
tiendo del conocimiento y remitiéndolo al 
exortante, ó bien uegdnclose manifestando 
las causas y aceptando la co!npetencia. Si 
el juez que la provoca no se satisface con 
esta contestácion, debe noticiarlo al que 
rehúsa inhibirse y dirigir ambos sus respec- 
tivas actuaciones con una esposicion razo- 
nada, al tribunal que ha de decidir la com- 
petencia (1). Este pasa los autos al fiscal, 
suele oir á las partes si se personan, y 

( ) Art. 11 de la ley de 19 de abril de l8l3 resta- 
blecida en 30 de agosto de 1836. 
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delje decidir en el término de odio dias i I). 

Manifestado el modo de seguirse las 
competencias, pasemos á hacerlo de los tri- 
hu nales á que corresponde su resolución* 
listos son las audiencias y el tribunal su- 
{>remo de justicia. 

i. Las audiencias deciden las competen- 
cias que se suscitan entre los jueces infe- 
riores de su demarcación, bien sean ordi- 
iiaHos, ó bien especiales, de cuyas provi- 
dencias haya apelación á aquellas (2). 

5. El tribunal supremo decide las com- 
petencias entre las audiencias, las de las 
audiencias con los tribunales especiales, las 
<jue ocurren en u!i mismo territorio entre 
los tribunales ordinarios y ios especiales que 
no están sujetos á la jurisdicción de la au- 
diencia, las de los tribunales especiales de 
distintos territorios ó de uno mismo, si ejer- 
cen disiinta ciase de jurisdicción ó no tienen 
un superior común que pueda decidirlas, y 
las suscitadas entre una audiencia y im juez 
ordinario de distinto territorio ó entre jueces 
ordinarios siibaí temos de audiencias dife- 
rentes (31. 

(t) Art. 15 de la misma ley* 

(5) Arti 565 de la Constitución de 1812 ; art. 5.^ 
y 6.0 de la ley de 19 de abril ya citada* 

(8) Art. 5Gl de la Constitución de^t812 y art. 1.® 
5 ,®, 3.0 y ^ o ¿p Ipy jp ji ^ jp abril ya citada. 
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6. Pero no solo el que se siente agra- 
viado por entender en un negoció el jue/. 
incompetente , puede acudir al que verda- 
deramente corresponde el conocimiento del 
litigio, para la formación de la competen- 
cia en los términos que dejamos espues- 
tos, sino que ademas tiene espedito el ca- 
mino de declinar la jurisdicción oponien- 
do una escepcion (1). Por ella solicita que 
en virtud de las razones que espone, se in- 
hiba el juez del conocimiento de la causa, 
y que mande al actor use de su derecho 
en tribunal competente, y cuidando de no 
contestar á la demanda formando artículo 
de prévio y especial pronunciamiento; Si 
alguna de las partes se creyere agraviada 
de la determinación del juez, puede usar 
del remedio ordinario de la apelación. Pen- 
diente esta cuestión está suspenso el curso 
de la principal. 

7. Hasta aqui hemos tratado de las com- 
petencias que entre sí tienen ios tribunales 
laicales. Las que estos suscitan con los- ecle- 
siásticos son de índole diferente. En ellas 
los jueces civiles invitados por un litigante 


(1) De las escepciones hablaremos en el lu^ar opor- 
tuno. 
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ó por el fiscal , ó procediendo de oficio es- 
polien á los eclesiásticos que si no se des- 
prenden del conocimiento y les remiten los 
autos, interpondrán recurso de fuerza, como 
en su l esisiencia lo hacen siguiendo este ne- 
gocio los trámites de que hablaremos en su 
lugar. 

Sección cuarta. 

üe la imparcialidad de los jueces. 


I. El juez no solo debe ser competen- 
te sino íambien imparcial. La imparciali- 
<lad consiste en que no tenga interes pro- 
pio en la causa , ni afección, ni odio por al- 
guno de los litigantes. 

2^ Se cree que el juez tiene ínteres pro- 
pio en la causa cuando las consecuencias 
del juicio pueden interesarle directa ó iii- 
direcUimenle , ó cuando hubiere sido aboga- 
do de una de las partes (1), 

d. . La afección puede nacer de parentes- 
co, de amistad ó de gratitud: y el odio 
do daños causados, de pleitos civiles y cri- 
minales, y de otras causas análogas. 

i. Para evitar el litigante la parcialidad 


(0 I ty 10 , tit. 4.® Pan. 3. 
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que teme en el juez , tiene el remedio de la 
recusación, derecho cumplido que debe ser 
considerado como una medida preventiva 
que se anticipa al daño. Diferentes son las 
reglas que se observan en la récusacion de 
los jueces inferiores y superiores, de que 
nos hacemos cargo con separación. 

5. Recusación de los jueces inferiores. 
— La recusación de los jueces inferiores pue- 
de hacerse en cualquier estado del pleito; 
y desde el momento en que se propone, de- 
be el recusado abstenerse de proceder en el 
negocio principal hasta que se haya provis- 
to acerca de su admisión, 

6. La recusación ó es in totum , esto es 
para que el juez se inhiba absolutamente 
del conocimiento de la causa , ó es solo pa- 
ra que se acompañe de Otro. 

En el primer caso debe el litigante ale- 
gar justa causa y probarla, y verificado que 
sea, el juez ha de pasar los autos a aquel á 
quien corresponda su conocimiento á conse- 
cuencia de su inhabilidad. En el segundo, he- 
cha la recusación sin espresion de causa y 
solo con el juramento ordinario de no pro- 
ceder de malicia, previene la ley que tomo 
por acompañado á un hombre bueno (1), pero 


(I) Ley í, h't# 2, lib. 1 í N. R* 



30 

on la práctica se elige á otro juez de un par- 
üdo ¡miiediato , 6 á un letrado que no ten- 
ga tal investidura. El acompañado puede 
iamhieii ser recusado, y en nuestro concep- 
to sin necesidad de espresar la causa; en 
cuyo caso queda totalmente separado del co- 
noduiionto del negocio. En la práctica cada 
litigante puede recusar tres acompañados. 

f. Si hubiere discordancia entre el juez , 
ordinario y el acompañado en algún acto, 
aunque solo tenga carácter de interlocuto- 
rio , el pleito se remite al tribunal superior, 
para su decisión: doctrina que aunque no 
establecida en la lev es la que se observa 
en la práctica. 

8. Recusación de los jueces superiores. 
— La recusación de los ministros de los tri- 
bunales superiores debe hacerse antes de los 
mi ince dias iiimediaíos al que se hubiere 
señalado para la votación, a no ser que ha- 
ya nacido la causa dentro del espresado pla- 
zo. Esto es esíensivo al caso en que se vo- 
tase el negocio y hubiera discordancia (1). 
Se entabla ante la sala que entiende en el 
pleito y paraliza su vista hasta la determi- 
nación del tribunal pleno al que correspon- 
de la sustanciacion y decisión del inciden- 
te (2), 

(!) Leye« 25 , 26 y 28 , tít. 2, lib. 1 1 N. R. 

(2) Arl. 16 (b‘ las onlenaiizas de las aiuliencias. 


31 

9. El escrito en que se .propone la r(‘- 
cusacion ha de espresarcircuiislanciada men- 
te la causa (1), estar firmado por letrado, 
y presentar la fianza de la cantidad á cuyo 
pago queda responsable el que recusa ( 2 ). 
Esta cantidad es de 60,000 maravedís cuan- 
do lio se prueba la. causa, y de 6,000 si no 
es declarada por bastante : suma que por 
piitad debe dividirse entre el recusado y las 
penas de cámara (3). El pobre cumple con 
obligarse á pagar la multa cuando tenga bie- 
nes (4): mas si el recusante se aparta de su 
intento, incurre en la mitad de la pena pe- 
cuniaria , que puede agravar pero no remi- 
tir el tribunal (5j. 

10 . Este incidente puede abrirse a prue- 
ba por un término que no esceda de 40 
dias si se hace de puertos aqüende , y de 
60 si se hiciere de puertos allende, no ad- 
mitiendo mas que seis testigos sobre cada 
pregunta (6), acerca de las cuales, cuando 
se pida , deberá bajo juramento declarar el 


(1) Ley 19 , til. 2 « lib. 1 1 N. IL 

(2) Ley 6, tít. 2, lib. í 1 N. R. 

(3) Ley 7. 

( 4 ) Ley 8. 

(5) Ley 9. 

(6) La misma. 
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ministro recusado (1). Do la providencia 
que se pronuncia hay el recurso de súplica, 
])ero solo son admisibles las causas pri-’ 
mero propuestas, á no haber nacido otras 
con poslerioriiJad , ó jurar el que las pro- 
pone que antes no llegaron á su noticia, en 
cuyo caso no se admitirá otra prueba que la 
confesión del recusado. 

1 1. Esto tiene lugar cuando por falta de 
prueba se ha desestimado la recusación, pero 
cuando han sido declaradas insuficientes las 
causas, entonces al suplicar pueden añadirse 
otros motivos, aunque no sean nacidos con 
anterioridad al tiempo en que se entabló 
la recusación (2) , y no recibiéndose en es- 
ta instancia el hecho á prueba (3). 

Sección quinta. 

De la ciencia de los jueces, 

1. La edad, el sexo, el estado y los co- 
nocimientos son prendas de acierto que las 
leyes exijen en los que han de ejercer car- 
gos de administración de justicia. Por esta 
razón escluyen á las mujeres, á los relijio- 


(t ) Ley 10. 

(2) Ley 19. 

(3) La misma. 
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sos (1), y á los menores de 25 años (2). Pero 
lo que mas garantiza á la sociedad es la 
ciencia que se requiere en el que es nom- 
brado para administrar justicia, que si no 
es letrado debe asesorarse con uno que 
lo sea. 

La diferente organización que moderna- 
mente han recibido los tribunales, hace mu- 
cho menos frecuente y necesario el nom- 
bramiento de asesores, que sin embargo tie- 
ne lugar algunas veces. 

2. Gon respecto á su recusación debe- 
mos advertir, que pueden serlo sin espre- 
sion de causa , y completamente inhibidos 
del conocimiento del negocio, pero no es lí- 
cito á los litigantes hacer recusaciones ge- 
nerales, sino únicamente permitido á cada 
una de las partes (3) recusar tres asesores. 


(t) Ley 4» 4» Parí. 3, y 4» tít. i, lib. tt 

de la N. n. 

(2) Arl. 317 de la Constitución de I8l2 y cédula 
de 27 de enero de 1833. 

(3) Ley 37, tít. 2. lib. 11 de la N. B- 


ni. 


3 
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Seccioín sesta. 

De ios árbitros, 

1 . Los árbitros, hablando rigorosamente, 
no son jueces, porque no están revestidos 
de autoridad pública para decidir los liti- 
gios. La voluntad de las partes los crea, y 
ios arma de poder suficiente para cumplir su 
misión; derecho precioso de que ningún es- 
pañol puede ser despojado (1). Su nombre 
viene del libre arbitrio que para elegirlos tie- 
nen las partes; llámanse también compromi- 
sarios y avenidores por el compromiso y 
avenencia con que se nombran. 

2. Podemos definir á los árbitros perso- 
nas elegidas por los litigantes para terminar sus 
diferencias (2). Son ó de derecho, ó de he- 
cho (3). Los primeros oyen y deciden el plei- 
to según derecho: los segundos, llamados 
también arbitradores y amigables compone- 
dores, fallan solo por la verdad sabida y 
buena fé guardada, sin sujetarse á fórmulas 
ni á leyes de tramitación. 


(t) Art. 980 de la Constitución de l8l9. 

(2) Ley 9 3 , líl. 4, Part. 3. 

(3) La misma ley. 
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3. Pueden nombrar árbitros cuantos tie- 
nen capacidad legal para comparecer en jui- 
cio (1), y el que fuere juez ordinario de la 
misma causa podrá ser arbitrador pero no 
árbitro de derecho (2). La elección podrá 
ser de uno ó muchos, que si discordasen en- 
tre sí decidirán por mayoría; mas si el de- 
sacuerdo es acerca de la cantidad en que 
á alguno se condena, valdrá la condenación 
en la menor suma (3). Si discordando en to- 
do hubiere empate, los litigantes podrán se- 
ñalar á un tercero que le dirima; en su de- 
fecto le nombrarán los árbitros , y si no lo 
hacen, el juez instado por cualquier de las 
partes podrá apremiarlos á que lo elijan (4), 

i. Voluntario es admitir el encargo en 
el que ha sido nombrado árbitro , pero una 
vez que le haya aceptado debe concluirlo 
(5). Podrá dejarlo sin embargo si los litigan- 
tes ó alguno de ellos después de su elección 
llevaron el pleito al tribunal ordinario , si 
se comprometieron en manos de otro , si al- 


(1) Ley 25 , tit, 4» 3. 

(2) Ley 24 , dicho tít. 4 Y tít. 6, lib. 3, ley 5, 

tit. iO, y 17 , tit. 11 del lib. 5 de la N. R. 

(3) Ley 17, tít. 22, Part. 3. 

(4) Leyes 26 y 29, tit. 4» .3, 

(5) La misma ley 29. 
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<^\nv\ de ias partes le cíenoslo , ó por último 
si por amenazas o alguna justa cansa pu- 
diere entender en el negocio (1). Si. los ár- 
bitros no cumplen con su encargo, el juez 
les señala plazo en que lo cumplan á ins- 
tancia de un litigante, y si aun asi no lo 
hicieren, los debe apremiar, y puede en- 
cerrarlos en una casa hasta que lo hagan. 

3. Causas posteriores al nombramiento 
de los árbitros , ó que nacidas antes hayan 
llegado después á noticia de alguno de los 
litigantes, pueden dar lugar á su recusa- 
ción (2). 

6, El oficio de árbitros espira ademas de 
los casos que señale el compromiso, por la 
muerte de alguno de los nombrados ó de 
los litigantes, á no ser que lo, contrario se 
espresase al hacer la elección , é igualmen- 
te si alguno de los árbitros se inhabilitase 
legalmente, ó la cosa objeto del litijio pe- 
reciese , ó fuere por una de las partes ce- 
dida á su contendiente (3). 

7. Aunque por regla general todas las 
diferencias pueden ser confiadas á la deci- 
sión de árbitros y la voluntad de los com- 


(1) Ley 30, til. Parí. 3. 

(2) Dicha ley. 

(3) Ley 28. 
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promitentes es la liaica que señala los lí- 
mites del compromiso (1), no es esta doc- 
trina estensiva á las causas criminales por 
lo que respeta á la imposición de las pe- 
nas, ni á los intereses de los pueblos, ni á 
las causas matrimoniales en lo relativo al 
vínculo (2). 

8. Todos los árbitros han de estar pre- 
sentes al tiempo de pronunciarse la senten- 
cia, aunque alguno conviniera en que los 
demas lo ejecutasen sin su asistencia, á no 
ser que en el compromiso se espresára la 
facultad de sentenciar aun cuando faltasen 
varios (3). Deben pronunciar la sentencia 
en el término marcado en el compromiso, 
y solamente después, cuando se les hubie- 
se facultado para alargar el plazo por ra- 
zón de impedimento, siendo indispensable 
aun entonces la voluntad de ambas par- 
tes (4): mas si los árbitros no quisiesen con- 
sentir en la prorogacion, ó una de las par- 
tes la contradijere, se estinguirá el poder, 
si bien en el último caso caerá el que se 


( 1 ) Leyes23y26. 

(2) Ley 24 de los clt. líl. y lib. y ia 2 , tít. 2Í , tih. 
: de la R. 

(3> Uy 17, lít. 4 , Part. 3. 

(4) L»'y 27 , del mismo líu 
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opone en la pena impuesta en el compro- 
miso. Cuando no hay señalado plazo de- 
ben los árbitros evacuar su cargo con la 
mayor posible presteza, y de modo que no 
se alargue por mas de tres años el negocio, 
pues pasados espiran sus funciones. 

Es de tal fuerza la sentencia pronun- 
ciada por los árbitros, que deberá ser ejecuta- 
da, á no ser que las partes al hacer el 
compromiso se hubiesen reservado el de- 
recho de apelar (1): doctrina reciente que 
deja sin efecto diferentes disposiciones de 
las leyes de partida. 

Sección sétima. 

De los agentes que auxilian el ejércicio de la au^ 

toridad judicial. 

1. El juez necesita de agentes á quie- 
nes esté eonfiada la íntegra conservación y 
la ejecución de los autos judiciales. Entre 
ellos se cuentan principalmente los escri- 
banos y los alguaciles. 

2. Escribano es el oficial publico que 
estiende y autoriza la narración de los au- 
tos judiciales y de las transacciones de los 


(1) Art. 28l tic la Const i lucían de 18Í2. 
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particulares. Su intervención ^ aunque no 
parece indispensable para la esencia del 
juicio, lo es para sus efectos. Encargado 
el escribano de la custodia de las dilijen- 
cias forenses, las pone á cubierto del olvido, 
de la destrucción, y de la mala fé, al 
mismo tiempo que les imprime el carácter 
auténtico que requieren. 

3. Prolija fuera aqui nuestra tarea si 
tuviéramos que recorrer todo lo que acer- 
ca de estos funcionarios hay establecido 
por la ley, ó introducido por la práctica, 
tanto con relación á los instrumentos pú- 
blicos que autorizan, como á los actos ju- 
diciales, pero para no salir de nuestro pro- 
pósito, nos limitaremos á estos últimos, y 
en ellos al. círculo que como á institutis- 
tas nos corresponde. 

4. En los escribanos, del mismo modo 
que en los jueces , se requiere autoriza- 
ción pública, competencia, é imparcialidad. 

5. Los escribanos reciben del rey la 
autorización pública, á cuyo efecto han de 
obtener título real, que solo debe recaer 
en las personas que tienen la edad de 25 
años cumplidos (1), aptitud y probidad (2). 
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Ki agniciado presenta después su título en 
la audiencia respectiva, a la que corres- 
ponde su examen y aprobación (1). De 
consiguiente se infiere que no pueden ser- 
virse las escribanías por sustitutos (2). 

6. Los escribanos también suelen tener 
territorio señalado para el ejercicio de sus 
funciones. Esto es lo que constituye su 
competencia. 

7. Son ó numerarios ó reales. Los pri- 
meros llamados asi por ser fijo y determi- 
nado su numero en cada punto, deben re- 
sidir en los pueblos á que están adictos, y 
solo en ellos pueden actuar. Los reales no 
pueden otorgar contratos y disposiciones 
testamentarias en donde los hav de mime- 
ro, a no ser en la córte y en pueblos en 
que residen las audiencias, debiendo fijar 
su vecindad en un punto, presentar su tí- 
tulo al ayuntamiento (3), y entregar anual- 
mente su protocolo á un escribano de nú- 
mero. Unos y otros remiten á la audiencia, 
dentro de los ocho primeros dias del año, 


t9 fin enoro do No es do mioslro objeto hablar de 

los Irárniles que se si»iien en la provisión de escribanías. 

(1) Real decreto de 1 3 de abril de 1 834- 

(2) bey tít. 15, lib. 1 de la N. R. 

(3) bey 13, tu. 15 , lib. 7 y 7 , til. 23, lib. 10 de 

la N. R. 


41 

testimonio literal del índice de los protoco- 
los que hubieren otorgado en el año ante- 
rior con fé negativa de no existir mas, y 
aquel se archiva en el tribunal (1). 

8. Los escribanos numerarios de los 
pueblos cabeza de partido lo son de sus 
juzgados , pero cuando no llegan á tres, 
la audiencia si lo cree necesario nombra 
con calidad de interino á otro de los nu- 
merarios del mismo partido. La cir«tins- 
tancia de actuar en el tribunal de prime- 
ra instancia no autoriza á los escribanos á 
desempeñar dilijencias en los pueblos en 
que no residen : estas corresponden á los 
de niímero de cada una (2). 

9. Hav ademas escribanos de tribuna- 
les determinados, acerca de los que no es 
nuestro instituto detenernos. 

10. Circunstancia tan esencial es la 
imparcialidad en los escribanos como en 
los jueces; y de aqui dimana que como 
ellos y en iguales términos puedan ser re- 
cusados, Por esto sin duda está prevenido 
también que no pueda despachar como 


(1) Keal orden de ^4 octubre de 1836, 

('á) Artículos I , 2 y 3 de la real orden de < de oc- 
tubre de I 835. 
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oscrihano de un pueblo el pariente del 
juez (1). 

11. Pasemos á los deberes de los es- 
cribanos en los asuntos contenciosos. Las 
leyes y la práctica regulan su conducta; 
según ellas autorizan los autos judiciales, 
cuidan en su ostensión de que la letra sea 
buena y legible (2), escriben por sí las de- 
claraciones (3), cosa que no está en rigo- 
rosa observancia; en los términos fatales 
anotan sin derechos el dia y hora en que 
les presentan y en que dan cuenta de los 
escritos, en que les entregan y se les de- 
vuelven los procesos, y en que los pasan 
al examen del juez (i); y por ultimo hacen 
las notiíicaciónes en los términos que es* 
pondremos. 

12. En primer lugar deben hacer tan- 
to aquellas como los pases de autos al si- 
guiente dia de la providencia que los oca- 
siona (5), debiendo observarse en las no- 
tificaciones las siguientes reglas. 


( I ) Ley 1 4 , li t. 1 1 , lib. 7 de la N. R. 

(5) Ley 73 , tü. 4 i l*t). 3 de la N. R, 

(3) Ley 8 , tít. 1 l , lib. 1 1 de la N. R. 

(4) Art. 52 del re^laineulo provisional para la ad- 

ininislrac.iou de justicia. 



Art. 5 dcd real decreto de 22 de febrero de 1833. 
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1.'' Las notificaciones serán leidas ínte- 
gramente á la persona á quien se hacen, 
en el acto se les ^ dará copia literal aun- 
que no la pidan, y en la dilijencia se ha- 
rá espresion de haberse ejecutado lo uno 
y lo otro (1). 

2/ Las notificaciones se firmarán por 
las personas notificadas , y no sabiendo es- 
tas hacerlo por un testigo á ruego* Si al- 
guno á quien se notifique no quiere firmar, 
ó en el caso de no saber no quiere presen- 
tar el testigo que firme á su ruego, el 
escribano practicará la notificación á pre- 
sencia de dos testigos vecinos de la mis- 
ma casa ó de la mas inmediata si en ella 
se hace la notificación, pero si se ejecu- 
ta en otro lugar, deberán los testigos ser 
vecinos del pueblo, mas nunca servirán los 
^dependientes de la escribanía (2). 

3/ Cuando por no ser hallada la per- 
sona que ha de recibir la notificación se 
practica esta por cédula, se espresará en 
la dilijencia el nombre, calidad y habita- 
ción de la persona á quien se entregue y 
esta firmará el recibo. En el caso de que 
no sepa ó no quiera firmar, se observará lo 


(1 ) Art. 1 de la ley de 4 de jimio de 1837* 
("2) Art. 2 de la misma ley. 
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dicho en la regla anterior. La notificación 
por cédula se hace á la primera dilijencia 
en busca sin necesidad de mandato judi- 
cial, cscepto en los emplazamientos ó tras- 
lados de demanda, v las notificaciones de 
estado y citaciones de remate en los jui- 
cios ejecutivos (1). 

i/ La omisión de las formalidades re- 
feridas deja sin efecto la notificación y pro- 
íluce*] nulidad en los procedimientos ulte- 
riores, que sin ella no podian practicarse, 
a no ser que la persona notificada en es- 
í rito posterior ó en dilijencia judicial prac- 
ticada por ella ó á su instancia, se hubiese 
manifestado sabedora de la providencia, y 
no reclamase la notificación formal, en 
cuyo caso se tendrán por hechas y por 
subsistentes las actuaciones (2). 

5." El escribano que falle á las anterio- 
res disposiciones incurre en la multa de 
500 rs, vn. y es responsable de los perjui- 
cios que se sigan á las partes si se decla- 
ra nula la notificación (3). 

11. Solo nos resta advertir relativamen- 
te á los escribanos, que deben tener fija- 


( 1 ) Arl. 3 d(* la iijisma li>y, 

(2) ^Art. 4 d*‘ lií misma ley. 

(3) Al t, 5 di* la misma iov. 
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(lo en sus oficimis un ejemplar de los aran- 
celes con el sello del ministerio de eracia 
V justicia (l)* 

12. I ^os alguaciles deben tener 20 años 
de edad por lo menos, buíma (Conducta y 
aptitud (2) para el desempeño de su car- 
go, han de prestar obediencia al juez (3), 
hacer las prisiones que les mande, pero sin 
violentar á los presos mas que lo" absolu- 
tamente indispensable (4), solo detener sin 
orden á los cojidos infranganti dando an- 
tes de llevarlos á la cárcel cuenta al juez, 
á no ser de noche, que los podrán llevar 
reservando el parte á la mañana siguien- 
te (5), ejecutar las citaciones, embargos y 
diligencias que les encargue , y ser los au- 
xiliadores de la autoridad judicial en cuan- 
to les prevenga. 


( ) Real orden de 29 de noviembre de 1837, 

(2) Ley 1 4 » líC i ^ » bb. 7 de lá N. R, 

(3) Ley 8 , tít. 30, lib. 4 R» 

(4) Ley 3 , lít, 3 i , lib. 5 y nota 8 , lit. 30 , lib. 4* 

(5) Ley 20, tít. 9 , Part. 3 y 4» tU* bb. S 
de la N. R. 




TITULO TERCERO. 

fíe los liíigantes. 

Sección primera. 

De los lüiganícs en general. 

1. Para litigar es necesario tener capa- 
cidad legal. La tienen por regla jeneral to- 
dos los que pueden contraer, porque las 
leyes dan al juicio el carácter de cuasi 
contrato. Asi es que no pueden litigar: 

Los que padecen enajenación men- 
tal. 

2. ® Los menores de 25 años sin auto- 
ridad de sus tutores ó sin consentimiento 
de sus curadores (1). 

S."" Los hijos do familia, aun mayores 
de 25 años, no siendo por los peculios cas- 
trense ó cuasi-castrense, y por los demas 
solo estando ausente el padre, en cuyo úl- 
timo caso deberá el hijo dar fiador de que 
á su regreso tendrá por válidos los proce- 
dimientos (2), 


(1) Leyes l y 17, tít. 16 , Part* 6. 

(2) lleves 7 , lít. 9 , y 2 , lít 5 , Part. 3. 
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Los hijos con sus padres, porque 
mientras están en el poder paterno se re- 
putan como una persona. Esta prohibición 
cesa en los juicios de linaje, en los de ali- 
mentos, en los casos en que los hijos por 
malos tratamientos, ó perniciosos ejemplos 
de moral pueden pedirla emancipación; en 
los peculios castrense y cuasi-castreiise, y 
por líllimo en el adventicio que el padre 
deteriora (t). Pero en estos casos esté ó no 
en la patria potestad debe obtener venia 
judicial (2). 

5.° La muger casada, sin licencia de 
su marido, ó sin autorización judicial en 
su defecto, á no ser por la dote, por ma- 
los tratamientos ó para pedirle alimen- 
tos (3). 

2. Los litigantes no solo deben de te- 
ner capacidad legal , sino que ademas lian 
de probar la calidad en virtud do la cual 
se presentau en juicio, esto es, la persona- 
lidad y concepto por el que litigan, asi es 
que el que como heredero reclama uii de- 
recho, ha de acreditar que lo es. 


(1) Leyes 5 , til. 2 , y 4^ O't. 7 , Part. 3. 

(2) Ley 3, til. 2 , Part. 3* 

(3) Leyes II , 12 y 13, tíf. 1 , lil>. I d»' la N. P. 
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lían (le tener ademas buena fé no 
solo en lo principal del litigio sino en ca- 
da uno de sus trámites: por esto prestan 
al principio del pleito el juramento lla- 
mado de calumnia : por esto también se 
exige que le presten en algunas ocasio- 
nes especialmente (1). 


SECCION SEGUNDA. 


l)c las personas que auxilian la acción fie los 

litigantes, 

1. Los procuradores y abogados auxL 
lian la acción de los litigantes. 

2. Los procuradores, llamados persone- 
ros por las leyes de Partida, ^ov\ personas 
á quienes se ha conferido mandato para que re- 
presenten á otras en juicio (2). En los tribu- 
nales superiores y en muchos inferiores hay 
número fijo de procuradores, introducción 
que se ha reputado conveniente para en- 
tregar los autos sin peligro, y evitar que 
por falta de instrucción de los litigantes de- 
jen de ordenarse debidamente los procedi- 


(1) I>eycs "23 , tít. I l , Part. 3 v t , y 2 , t/t. 9, li- 

1 I tk la N. K. 

(2) Ley 1, tíi. 5, Parí. 3. 
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mientos judiciales. Valerse de ellos es 
indispensable en los tribunales superio- 
res (1); pero en los. inferiores solo pueden 
ser compelidos á nombrarlos los que no 
residen en el pueblo del juzgado (2). Estos 
procuradores públicos deben tener nombra- 
miento del rey ó de la autoridad, persona, 
ó corporación, á quien se haya concedido esta 
facultad por privilegio ó poi' costumbre, 

3. Pueden elegir procuradores todos 
los que pueden litigar (3), y en los tribu- 
nales en que no los hay de número, pue- 
den ser elegidos todos los que no tienen 
prohibición legal. Esta comprende (4): 

1. "" A los que padecen enagenacion 
mental y á los menores de edad. 

2. ° A los acusados de un delito capital, 
mientras dure la acusación. 

3. ® A las mugeres á no ser por sus as- 
cendientes ó descendientes, en el caso de 
que aquellos sean ancianos, y los unos ó 
los otros enfermos ó impedidos, ó se trate 
de apelación de la pena capital. 

4. ° A los eclesiásticos que han recihido 


(t) Leyes 1 y 3 , lít. 31 , l¡b. 5 de la Is. R. 

(2) Leyes 1 y 2 , tít. 3 , lib. 11 , de la N. R. 

(3) Leyes 2 y 3 , til. 5 , Part. 3. 

(4) Leyes S,6,7,8,9,l’>yl^t til» 5 ^ Part. 3. 

T. III. 4 
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orden mayor á no ser por causa de su igle- 
sia, ó prelado, ó de interés general. 

5. ** A los militares en servicio como no 
sea en favor del que hubiere sido conde- 
nado á muerte. 

6. ° A los jueces y personas poderosas 
por razón de su oficio pero con la limi- 
tación anterior. 

7. ° A los Ausentes de su vecindad por 
el servicio publico. 

i. El poder que reciben los procurado- 
res es ó jeneral ó especial : el^ primero se 
dá para todos los pleitos que tenga el liti- 
gante; el segundo para uno determinado. 
Mas ni uno ni otro habilitan para ciertos 
actos personalísimos que le requieren aun 
mas especial, tales como el juramento de 
calumnia, la petición de restitución, la 
próroga de jurisdicción, la renuncia ó se- 
guimiento de apelación y otros semejantes. 
Todo poder debe ser bastanteado, esto es, 
tenido por bastante por un abogado (1). 

5. Aunque por regla jeneral ninguno 
debe ser admitido á juicio á nombre de 
otro sin poder bastante, hay algunos que 
destituidos de este requisito, pueden pre- 
sentarse como demandantes ó demanda- 


(í) 1 y 3, tít 31 , lib. S, de la N. R. 
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dos. A esta clase pertenecen el marido por 
su mujer, los parientespor sus parientes dentro 
del cuarto grado, los-^íines por el suegro, yer- 
no ó cuñado, y los condueños en la cosa 
común; pero deben dar fiadores de que 
aquel, por quien demandan ó contestan, 
dará por bien hechas sus jestiones; cosa 
que debe exijirles antes de comenzar el 
juicio, porque después es ya improceden- 
te (1). 

6. Mas latitud hay para presentarse en 
juicio como demandado á nombre de otro, 
pues sin poder ni parentesco puede hacer- 
lo cualquiera que afiaiize que el reo lo 
tendrá por bien hecho, y pagará lo juzga- 
do Lo mismo sucede cuando el poder 
es dudoso y el colitigante lo impugna (3). 

. 7. Siendo el cargo de procurador efec- 
to de un mandato, es claro que se estin- 
guirá en todos los casos en que el manda- 
to se estingue (4), y d*e que oportunamen- 
te nos ocupamos, én el lugar correspon- 
diente. 

8. Solo nos resta advertir que en la 


(1) Ley ÍOt lít* 5 , Part. 3. 

(2) Ley 21 , tít. 5 cit. 

(3) La misma ley. 

(4) Leyes 2 3 y 2 4- 
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exacción de derechos deben arreglarse los 
procuradores á los aranceles vijenles, sin 
perjuicio de lo que por las ajencias extra- 
judiciales les corresponda; acerca de esto 
deberán convenirse con los litigantes, y 
en su desacuerdo, el juez de primera ins- 
tancia en el tribunal inferior y el semane- 
ro en el superior harán la regulación (1). 

9. Los procuradores no pueden hacer 
por sí jestiones que comprometan la acción 
y los derechos de sus poderdantes; asi es 
que sin la firma de abogado (2) solo pue- 
den presentar los pedimentos llamados de 
cajón, solicitando términos, acusando re- 
beldías, ó haciendo otros actos de natura- 
leza semejante. 

10. Por abogado, á que llaman vocero 
las leyes de Partida, entendemos la persona 
perita en el derecho que razona el pleito en favor 
de una parte á que defiende (3). Noble es la 
profesión del abogado, que tiene por objeto la 
defensa de la razón y de la inocencia. Los que 
la ejercen deben espresarse con decoro, te- 
ner á los jueces la justa deferencia que a su 


(O Iaí'.'iI órtien de 3 de mayo de í 838. 

(9) Leyes t , tít. 22, y 9 , tít. 3l , lib. 5^ y nota 
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vez han de recibir de ellos ( 1 ), no rehusar la 
defensa justa del desvalido , ni abandonar la 
que hubieren ya tomado bajo sus auspi- 
cios (2) , no pedir ni aconsejar á sus clien- 
tes lo qu6 por medios lícitos no pueda 
conseguirse (3), guardar los secretos que 
divulgados perjudicarian á sus defendi- 
dos (4), no dar consejo á litigantes contra- 
rios, lo que es castigado con la inhabilita- 
ción para ejercer su oficio (5), y por últi- 
nfb defender gratuitamente á los pobres (6). 

11, Los que han obtenido el título de 
abogado, pueden ejercer libremente su pro- 
fesión en el pueblo en que están avecin- 
dados, abren estudio y sufren contribu- 
cionés que por su oficio se les imponen; 
pero donde hay colejio deben incorporarse 
*en su matrícula (7). 


(1) Ley 5 , tít. 9 , lib. t del Fuero Real, y art. 19 
del reglamento provisional para la administración de jus- 
ticia. 

(2) Leyes 6 , tít. 6 , Part. 3 , y 11 * tít. 22 , lib. V, 
y 2 , tít. 6 , lib. 1 1 , de la N. R. 

(3) Ley es 8 y 9, lít- 22 f lib, 5 , de la N. R. 

(4) Ley 9 , tít. 6 , Part. 3, 

(5) Leyes 12 y 1/ , tít. 22 , lib. 5 , de la N. R. 

(6) Nota 7,^ tít, 22 , lib. 5, de la N. R. y art. 2 del 

reglamento provisional. 

(7) Art. 1 de los estatutos de los colejíos de 26 de 
mayo de 1 8 38. 



54 

12. Hay algunas personas, á quienes las 
leyes prohíben absolutamente el ejercicio 
de la abogacía. Estas son los física ó mo- 
ralmente incapacitados, los eclesiásticos an- 
te jueces seglares á no ser pori:,osas déla 
iglesia, por sus padres, por aquellos á quie- 
nes hayan de heredar, ó por personas mi- 
serables (1), y los que por precio lidian 
con fieras (2). Otros hay que solo pueden 
defenderse a sí mismos, a cuya clase per- 
tenecen las mugeres, los ciegos, y los co"n- 
denados a penas severas por delito grave, 
pero si no fueren de esta clase, podrán 
ademas abogar por personas unidas con ellos 
por los vínculos del parentesco, ó por la tu- 
tela (3). 

13. Lugares este oportuno de referirla 
prohibición que tiene el abogado de ejer- 
cer en la cansa que se sigue ante nn juez 
ó escribano con quienes tiene parentesco, 
(4) la de defender en segunda ó tercera ins- 
tancia a la parte contraria patrocinada por 
él en la primera, y por último la de im- 


(1) Ley 5, tít. 6. Part. 3. 

(2) Ley 4 » dirbo tít. 6. 

(3) Ley 3 del mismo título. 

U) I^í^yes 7 y 27, tit. 22, lib. 5 y 6, tit. 3, Ub, ll 
de la N. R. 
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pugnar la sentencia que antes pronuncia- 
re (1). 

14. No pueden los abogados hacer par- 
tido ó iguala con sus defendidos para el ca- 
so en que obtengan sentencia favorable, 
ni asegurar la victoria de las causas por al- 
guna cantidad , ni seguir pleitos á su costa 
por ajuste alzado , prohibición estensiva á 
los procuradores, ni convenir entregar á es- 
tos parte de sus honorarios. Las leyes seña- 
lan penas severas á los que infringen estas 
determinaciones (2). 

15. Debemos en este lugar hablar de los 
fiscales 5 cuya intervención tan indispensable 
en los juicios criminales , es poco común en 
los civiles. Representando el interes publi- 
co son unos abogados encargados de defen- 
derle, y en este concepto intervienen en las 
informaciones de pobreza , en los asuntos 
en que se trata del estado político , ó con- 
dición civil de las personas , en los pleitos 
en que versa interés de algún ausente , en 
las cuestiones de jurisdicción y en todos 
los negocios en que se interesa la causa 
pública. 


(1) Ley 17, lit. 25, lib. 5 de la N. II. 

(5) Leyes 2 2 y 9 7, lit. 2 5 lib. 5.^ de la N* R. 
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TITULO CUARTO. 

DEL JUICIO DE CONCILIACIOPI. 

* 

t. El juicio de conciliación, desconoci- 
do antes entre nosotros, fue introducido en 
la constitución de 1812 y consignado con 
el nombre de juicio de paz en el reglamen- 
to provisional para la administración de jus- 
ticia. De utilidad incontestable, evita con la 
avenencia de las partes costosos litigios y re- 
sentimientos perennes. 

2, Su celebración es absolutamente ne- 
cesaria para entablar cualquier demanda; 
porque sin hacer constar que se ha inten- 
tado y que no ha tenido efecto , ninguna po- 
drá admitirse sea ordinaria , sea ejecutiva 
( 1 ), tratándose de negocios susceptibles de 
ser completamente terminados por avenen- 
cia de las partes (2). Las causas de fuero pri- 


( 1 ) Aunque son también objeto del juicio de concilia- 
ción las querellas sobre ciertas injurias, nada indicamos 
d«i ellas por juzgarlas pertenecieiUes á otro tratado di- 
verso, 

( 2 ) Art, 284 de la constitución de 1812 , y 21 del 
reglamento provisional para la administración de jus- 
ticia» 
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vilegiado están igualmente sometidas á este 
juicio (1). 

3. Los alcaldes de cada pueblo ejercen 
el oficio de conciliadores, y ante ellos de- 
ben presentarse con este objeto los particu- 
lares que hayan de entablar alguna deman- 
da sin que puedan escusarse por razón de 
fuero privilegiado. Si es demandado el alcal- 
de y no hay otro en aquel pueblo , ejerce 
el rejidor primero oficio de juez depaz; si 
lo fueren los alcaldes y el ayuntamiento en 
cuerpo , ha de ejercer este cargo el alcal- 
de del año ultimo; y si se tratare de un asun- 
to de interes común debe acudir el actor al 
de la población mas inmediata (2). 

4. Trámites de este juicio. — Acompaña- 
do el alcalde de dos hombres buenos nom- 
brados cada uno por su parte , cuyo encar- 
go puede ser confiado á los párrocos, ecle- 
siásticos y personas que gozan de fuero pri- 
vilegiado (3) , oye las razones del deman- 
dante y demandado , los exhóría á que tran- 
sijan sus diferencias; si no lo consigue pro- 


(1) Art. 1.® déla ley de 3 de junio de 1821, res- 
tablecida por decreto de las cortes de 25 de enero de 183 7, 

(2) Art. 282 de la constitución , 22 del reglamento 
provisional, 2.® y 11.** de la ley 3 de junio de 1821. 

(3) lieal orden de 3 de marzo de 1839. 


58 

cura que las comprometan en árbitros ó 
amigables componedores , y cuando á iodo 
se niegan; previo el dictamen de los aso- 
ciados, dicta á lo mas en término de cuatro 
dias la providencia que le parece propia pa- 
ra terminar el juicio. La decisión se estien- 
de en un libro que debe llevar el juez, CvS- 
presándose si las parles se conformaron ó 
no, y íirmando él, los hombres buenos y los 
interesados si supieren. A estos deben dár- 
seles con espresion de todo las certificaciones 
que pidan (1). 

5. Todo lo resuelto en juicio de conci- 
liación si hubo avenencia de las partes , de- 
be ser ejecutado por el mismo alcalde, á no 
ser que la persona contra quien ha de pro- 
cederse goce de fuero privilegiado , en cu- 
yo caso lo verificará su juez lejítimo en vis- 
ta de la certificación (2). 

6. Para celebrar el juicio iio es necesa- 
ria petición por escrito basta que se haga 
verbalmente, pues el alcalde debe citar des- 
de luego al demandado, y este tiene obliga- 
ción de asistir el dia y hora que se le seña- 


(t) Art. 283 de la Constitución y 25 del reglamen- 
to provisional. 

(^) Art. 8 de la ley de 3 de junio de 1821. 



59 

le 5 si reside en el pueblo , ó personalmente 
ó por medio de procurador con poder bas- 
tante j especial al efecto. Cuando el citado 
no acudiere, debe citársele segunda vez á 
costa suya, conminándole con una multa de 
20 á 100 rs. según las circunstancias del ca- 
so y de la persona , y si aun asi no obede- 
ciere , ha de dar el alcalde por terminado 
el acto entregando al interesado certilica- 
«cion en que conste que se ha intentado el 
medio de conciliación, y no tenido efecto 
por culpa del demandado, á quien se decla- 
ra incurso en la multa (1). 

7. Pero no siempre se celebra este jui- 
cio. Hay algunas demandas á que no debe 
preceder, por exijirlo asi la utilidad publica 
y la de los mismos particulares. Los nego- 
cios que se determinan con brevísimos trá- 
mites, los urjentes, y aquellos en que no 
cabe avenencia de las partes no son objeto 
de la conciliación. Por consiguiente no están 
sujetos á ella. 

Por sus breves y sencillos trámites. 

Aquellos de que debe conocerse en jui- 
cio verbal (2). 


(1) Artículos 3, 9 y 1 0 fie la ley de 3 de junio y 26 
del reclámenlo provisional. 

(2) Art. 4 de la ley de 3 de junio. 
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Por su urj encía: 

1. " Los interdictos sumarios y sumarísi- 
nios de posesión. 

2. ° Las denuncias de nueva obra. 

3. ® Los recursos de retracto y de tan- 
teo. 

4. ° Los de prevención de una sucesión 
testamentaria ó legítima , y por consiguien- 
te los de inventario y partición de bie- 
nes (1). 

Por no caber avenencia en ellos. 

1. ^ Los juicios de concurso á capellanías 
colativas, V las causas eclesiásticas de la mis- 
ina clase. 

2. ^ Los pertenecientes á la hacienda 
publica , á los pósitos y propios de los pue- 
blos , y á los establecimientos públicos. 

3. ^ Los de los menores y de los privados 
de la administración de aus bienes. 

4. ^ Los de las herencias vacantes (2). 

Los pertenecientes á la exacción de 
impuestos tanto nacionales como munici- 
pales. 

6.'’ Los litijios sobre incorporación de se- 
ñoríos á la corona (3). 


(1) Al t. 6 de la misma ley. 

(2) Al t, 4 de la ley citada. 

(3) Art. 5 de dicha ley , y Í3 de la ley de 25 de 
agosto de 1 83 7. 
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Tampoco están sujetos á conciliación 
los juicios de concurso de acreedores. 

Pero si en los asuntos urgentes hubie- 
re de proponerse después demanda formal 
que produzca juicio contencioso por es- 
crito, será también la conciliación circuns- 
tancia necesaria (1). 

TITULO QUINTO. 

9 

DE L4S COSAS COMUNES A LOS JUICIOS EN CE- 
' NERAL. 


1. La gravedad é importancia de los jui- 
cios, calculada por el valor de las cosas 
que se litigan, los hacen dividir en verba- 
les y en juicios de menor y de mayor cuan- 
tía. Diferencias notables se hallan en su mo- 
do de sustanciar , por lo cual tienen que 
ser objeto de un examen separado; pero como 
hay muchas cosas que les son comunes , de- 
bemos tratar previamente de ellas, según 
el método lo exije. 

2, Son comunes á estos juicios: 

1. ° La demanda. 

2 , "" El emplazamiento. 


(l) Art. 4 de la ley de a de junio, y 21 del regla- 
ineiU©. 
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3. "" La contestación. 

4. ° La prueba. 

5. ° La sentencia. 

Mas aquellas doctrinas, que aunque per- 
tenecientes á estas materias yarian según la 
diversidad de los juicios, no serán exami- 
nadas en este sino en sus títulos correspon- 
dientes. 


Sección primera 


De la demanda. 

1. La demanda es un requisito esencial 
en el juicio , que precede á todas las demas 
actuaciones. Puede ser definida.: petición que 
hace el actor al juez para que la persona con- 
tra quien reclama le entregue alguna cosa, ó 
cumpla una obligación. Aunque las leyes per- 
miten que se haga de palabra, esto solo su- 
cede en los juicios verbales; en los demas 
es necesario entablarla por escrito (t). 

2. lEsta facultad de reclamar la entrega 
de una cosa, ó el cumplimiento de una obli- 
gación, es lo que se denomina comunmente 
acción: y de esto solo se infiere que la ac- 
ción constituye parte de los bienes del que 


(I) Ley 4^1 tit. Part. 3. 
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la tiene , y que en tal sentido corresponde 
al segundo objeto del derecho. Pero consi- 
derada según debemos definirla aqiii como 
el medio de hacer efectivos los derechos 
que nos competen, pertenece al tercero, es- 
to es , á los procedimientos. 

3. Escrupulosa en sus fórmulas la lejis- 
lacion romana, introdujo diferentes clases de 
acciones cuya esplicacion prolija seria aje- 
na de nuestro propósito: asi es que nos li- 
mitaremos á lo que reputamos indispensa- 
ble para el conocimiento de nuestras institu- 
ciones en esta materia. 

4. Las acciones ó son reales ó persona- 
les (1). El derecho en la cosa de que ha- 
blamos en el libro segundo es la base de las 
reales ; el derecho á la cosa la de las perso- 
nales. Por las primeras pretendemos que 
nos pertenece una cosa, ó que en ella te- 
nemos un derecho ; por las segundas recla- 
mamos el cumplimiento de una obligación. 
Las acciones reales se dan contra el que 
posee al menos naturalmente, ó contra el 
que por dolo dejó de poseer (2) : las perso- 
nales contra aquel que está obligado. Pode- 


(1) Ley 5, tit» 8, lib. ll de la N. R. 

(9) Leyes 5, tit. 3, 19, tit. 2, Part. 3, y 4^» tit. 5 
Part. 5. 


^1l • 

i 


X 

r 


r ■ 
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mos decir pues que la acción real es la que 
compete al que tiene un derecho en la cosa 
para reviadicarle del que la posea , y que la 
acción personal es la que compete al que 
tiene un derecho á la cosa para hacerle efec- 
tivo de quien le está obligado (Ij. 

5. Aunque bajo el nombre jenérico de 
acciones reales se comprenden todas las que 
dimanan de un derecho en la cosa , suele 
sin embargo aplicarse por escelencia esta 
denominación alas que nacen del dominio. 
Pero debemos observar que algunos dere- 
chos en la cosa dan acciones que tienen 
denominación propia; asi las servidumbres 
producen la confesoria por la que reclama- 
mos tanto las reales como las personales; 
y la negaío7Íapor la que negamos que nues- 
tro predio deba servidumbre y hacemos ver 
su libertad (2) ; asi también la posesión con 
buena fe y con todos los requisitos que las 
leyes previenen para la prescripción . menos 
la integridad del tiempo, es la causa de la 
acción publiciana^ que se da al que poseia 
en estos términos contra el que la detenta 
sin ser su verdadero dueño (3); y por último 


(t) Ley 42 , til. 5, Part. 5. 

(2) Ley 2l, tit. 22, Part. 3. 

(3) Ley 13 , tít. 11, Part. 3, 
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la hipoteca produce la acción hipotecaria^ 
que compete á aquel á cuyo favor hipotecó 
el deudor que no puede pagar, contra el po- 
seector de la cosa hipotecada. 

6. Entre las acciones personales hay 
también algunas que tienen denominación 
especial : asi vemos que todas las que na- 
cen de los contratos, cuyas formas determi- 
nan las leyes, suelen tomar el nombre de 
aquellos; asi también hay una acción deno- 
minada Püiiliana^ que es la que compete 
á los acreedores para revocar las enajena- 
ciones hechas para perjudicarlos (1). Mas pa- 
ra que tenga lugar, es necesario que sea sa- 
bedor del fraude aquel á quien se hace la 
enajenación si esta fuese por título oneroso, 
no por título lucrativo. Ks también preciso 
que haya habido ánimo de defraudar á los 
acreedores, y que se les haya defraudado 
en efecto : si no concurren ambas circuns- 


tancias no adquiere existencia la acción. La 
intención de perjudicarlos ó consta de he- 
chos, ó se infiere por presunción de la ley 


en todas aquellas ocasiones en que el deu- 
dor hace la enajenación después de conde- 
nado al pago ; y lo mismo deberia decirse 
en el caso en que las enajenaciones fuesen 


(1) Ley 7, lít. 15, Parí. S. 

T. m. 


5 
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por título gratuito , reputándose como tal 
la remisión de la deuda (1). El que cobró 
lo que se le debía antes de entregarse los 
bienes d los demás acreedores, no está su- 
jeto á restitución (2); ni el huérfano que aun- 
que sabedor del engaño adquirió por título 
oneroso , á no ser que le den lo que le cos- 
tó la cosa. El tiempo que tienen los acree- 
dores para intentar la acción , es el de im 
año desde el dia en que supieron la enaje- 
nación (3). 

7. Ademas de la división capital de ac- 
ciones en reales y en personales, debemos 
hablar de las prejudiciales llamadas asi por- 
que deben entablarse con prelacion á otras 
que de ellas dependen : Ilámanse también 
perjudiciales porque contra la regla general 
perjudican á los que no litigan (i). Estas 
dan lugar á juicios dobles , ó lo que es lo 
mismo constituyen actor al primero que las 
intenta , y versan acerca de declaración 
del estado de familia. Toda esta doctrina 
puede aclararse con un ejemplo: la decisión 
de que uno es hijo de otro es un antejuició 


( l ) L«yr‘S 7 y 1 2 del mismo lít. 

( 2 ) Ley 7 citada. 

(3) Ley 20, tíL 22, Part, 3, 
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en el caso de que se trate de su sucesión, 
perjudica á los heraianos qj^e no litigaron, 
y da el carácter de actor indistintamente 
al padre ó al hijo, atendiendo solo al que se 
presentó primero al juicio. 

8. Merece también en este lugar espe- 
cial mención una acción adoptada entre no- 
tros sin denominación castellana , y cono- 
chía entre los romanos con el nombre ad 
exlúbendiim (1). Debe ser considerada como 
preparatoria de otra por la que ha de recla- 
marse un derecho en la cosa. Es estensiva 
al caso en que el testador legase la elec- 
ción de cosas que tenia , y cuando alguno 
hubiere unido una agena á la suya que al 
efecto deberá separaría, á no ser materia- 
les émpleados en un edificio 

9. Otra clase de acciones se refieren 
espresamente en nuestras leyes , que aqui 
no comprendemos por no ser de nuestro 
propósito, ó haber ya caducado su ob- 
jeto (2)- 

■■■■ ^ . «I I 11J M j ■ I TW 

(1) Ley 2, lít. 2 , Parí. Z» 

A esta ciase pertenece la división de ellas en 
persecutorias de la cosa , y persecutorios de la pena ; no 
es Itoy de iiirigun uso, puesto e[ue no se aplican á los li- 
tigantes las penas pecuniarias impuestas á los f|uc delin- 
quen: las llamadas en duplo , triple ó cuadruplo tampoco 
están en práctica, y ia exerciloria é instiloria no corres- 
ponden á nuestro instituto por ser oLjeto del derecho mer- 
cantil. 
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10. Volvamos á la demanda y á sus re- 
quisitos. Debe ser clara, breve y exacta. 
Ha de contener el nombre del actor para 
que pueda saber su contrario si es perso- 
na legítima para comparecer en juicio (1); 
el del demandado por si es de aquellas 
que no pueden serlo por el actor; la cosa 
que se })ide espresándola bien y manifes- 
tando si es mueble ó raíz, y designando 
todas las circunstancias necesarias para 
que no se confunda con otra, pudiéndose 
pedir su exhibición en el caso que exista 
en poder del demandado para cumplir 
aquella formalidad; el título ó razón por- 
que se pide , para cuyo efecto ha de ir 
acompañada de todas las escrituras con 
que el actor pretenda justificar su preten- 
sión, no debiendo serle admitidas después, 
si no se presentasen con el juramento que 
requiere la ley (2). 

11. Por regla general á nadie puede 
obligarse á que se presente como actor: 
sin embargo á veces no se observa este 
principio para evitar perjuicios producidos 
por el fraude, p. e. , si uno tiene precisión 
de hacer un largo viaje, y hay quien lo 


(1) Ley 40, iít, 2 , Parí. 3. 

(2) Idem. 
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está esperando para proponer su deman- 
da; en cuyo caso, el primero podría pe- 
dir al juez que obligase al segundo á pre- 
sentar su acción, ó la suspendiese hasta su 
regreso. Lo mismo sucede en el caso lla- 
mado de jactancia, esto es, si uno manifes- 
tase de otro cosas que podian hacerle per- 
der su reputación y fama, pues entonces 
puede ser obligado á que ponga demanda 
para probarlas ó á que se desdiga judicial- 
mente (1). 

12. Debemos hablar aqui.de la acumu- 
lación de acciones, esto es, de la reunión 
de varias de ellas en un mismo juicio. Su 
objeto es evitar la multiplicación de los 
pleitos, y la resolución separada de cues- 
tiones que forman un mismo todo. Debe 
notarse aqui que hay casos en que las ac- 
ciones han de acumularse precisamente, y 
otros en que pueden acumularse aunque 
no es de necesidad hacerlo. 

13. Han de acumularse precisamente 
sin que puedan ser tratadas en distintos 
juicios. 

l.° Las acciones en que son las misr* 
mas las personas que litigan, las cosas liti- 
jiosas, y el fin de la cuestión. Asi la acción 


(1) Leyes 4^ V 4 -^ » Part. 3* 
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imevamciUe reproducida se acumula a la 
declaración judicial ya ejecutoriada acerca 
de ella; asi se acumulan también las ac- 
ciones do diversos tutores contra el pupi- 
lo, ó de este contra aquellos, y las que 
versan acerca de las mismas cosas co- 
munes. 

2. ° Las acciones en que por uno se 
pide el lodo, y por otro una parte del 
mismo todo. Esto se funda en que no de- 
be dividirse la continencia de la causa. 
El concurso de acreedores y el juicio de 
lesíamentaría pueden ser ejemplos que 
aclaren esta regla. 

3. ° Las acciones que tienen el mismo 
oríjeii auiiTjue su fin sea diferente. Por es- 
ta razón se acumulan, si bien para cesar 
una, las acciones porque se pide que pa- 
gue el enfiteiita las pensiones, atrasadas, y 
que caiga en comiso la cosa. A no esta- 
blecerse esta doctrina se podrian seguir á 
la vez acciones que iniitiiamente sé des- 
truí an. 

14. Pueden ventilarse juntas, aunque no 
sieniprc sea preciso, todas las acciones que 
tengan entre sí los litigantes, susceptibles de 
ser tratadas en el mismo juicio y en el mis- 
nu) ti ibiiiial con tal de que no sean contra- 
dictorias, ni perjudiciales, que como heñios 
visto se deciden previamente á las demas. 
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Asi pues el demandante podra reunir 
en una demanda, y pedir que se yeiitilen 
en un juicio todas las acciones reales y 
personales que tenga contra alguno: peti- 
ción que á su yez podrá usar también el 
demandado, y á las cuales deberá acceder 
el juez. Sin embargo ademas de las escepcio- 
iies, préyiamente enumeradas, no se podrá 
obligar al actor á que pida en un mismo 
juicio propiedad y posesión, por ser esta 
última de mas fácil prueba , y de mas bre- 
ye decisión. 

15. El principio de que durante el juicio 
nada debe innovarse, y la presunción que á 
su favor tiene el demandado, hacen que 
continué en la posesión pacífica de la cosa 
litijiosa. Pero si se advirtiere peligro de 
que trate de frustrar el éxito del pleito, 
habrá lugar al secuestro de la cosa, ó al 
de los bienes en la cantidad necesaria si 
es personal la acción que se deduce, á no 
ser que cou fiadores disipe los fundados ta- 
mores que hiciese concebir (1). 


(1) Principio del lít. y ley t .* , lít. 9 , Parí. S : ley 

90 , líi. 1 1 , rart. 4 1 y ^^'y ^ ^ 

N. R. 



Secciow segunda. 

Del emplazamiento. 

1 . El emplazamiento es un trámite tan 
esencial, que sin él serian nulos todos los 
procedimientos. Podemos definirle : acto por 
el cual se hace saber al demandado la deman- 
da, para que la conteste ó se conforme con 
ella en el término legal (1). 

2. No tan solo debe ser emplazado el 
reo al principio del pleito, sino también 
todas aquellas personas á quienes puede 
perjudicar la demanda del actor; de suer- 
te que si se omitiese esta formalidad se 
podria pretender que se practicase en cual- 
quier estado del juicio. Cuando el pleito se 
entabla con un menor, el emplazamiento de- 
be hacerse á sus guardadores , y si no los 
tuviere se le ha de proveer de un curador 
ad litem. 

3. Puede hacerse el emplazamiento per- 
sonalmente, por cédula, por edictos y por 
exliortos. 

Personalmente se hace cuando es hallado 
el demandado, ó bien inmediatamente, ó 
á las tres dilij encías en su busca. 
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Por cédiíla cuando no se le encuentra 
después de buscado tres Yeces , en cuyo 
caso se deja aquella con espresion á cual- 
quiera individuo de su familia , y en su 
defecto al vecino mas cercano , v con las 
formalidades que al tratar de los escriba- 
nos espusimos. 

Por edictos y pt'egones cuando no podien- 
do ser hallado, ni teniendo morada fija en 
el pueblo, se ignora su paradero. Esta 
clase de citación se inserta regularmente 
en los periódicos oficiales. 

Por exhoríos cuando el emplazado tiene 
su domicilio en un pueblo de otro partido 
judicial , en cuyo caso el juez que conoce 
de la causa exhorta al del otro partido pa- 
ra que le mande hacer la notificación, se- 
ñalándole en el mismo despacho plazo pa- 
ra presentarse. En el exhorto ha de co- 
piarse á la letra la demanda, y hacerse 
ademas relación de los documentos presen- 
tados. 

4. El emplazado debe comparecer 
aunque goce de fuero, para manifestar el 
que tenga en este caso. Si lo fuere para 
pueblo de otra jurisdicción, puede recla- 
mar el despacho después de exhortado pa- 
ra instruirse , y pedir su retención si juz- 
ga que el exhortante no tiene jurisdicción 
sobre él. El juez, oida la parte fiscal, po- 
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drá hacer esta reteacion , y contra-exhor- 
tar a) otro para que se inhiba del conoci- 
iiiieiito del negocio que no le corresponde. 

5. Puede suceder que la persona em- 
plazada sin tener justa causa para ello, no 
comparezxa á la presencia judicial, ni 
aun después de acusada la línica rebeldía 
que las leyes establecen. Dos medios hay 
entonces contra el que ya se reputa con- 
tumaz y rebelde. Es el uno seguir la causa 
en estrados; es el otro emplear la xia de 
asentamiento (1). 

6. Consiste el primero en continuar los 
procedimientos como si estuviera presente 
el demandado, haciéndose las nolificacio- 
nes en los estrados del tribunal, escepto 
la del escrito en que se solicita la prueba 
y la citación para sentencia definitiva, que 
se. han de hacer al interesado. 

7. Consiste el segundo, si la acción que 
se ha entablado es real, en pedir el de- 
mandante ía entrega de. la cosa demanda- 
da; si es personal la de una cosa mueble 
ó raiz en falta suya, cuyo importe sea su- 
ficiente para cubrir toda La deuda. El juez 
la decreta en ambos casos. En las acciones 
reales tiene el reo dos meses para purgar 


( I ) Ley 1 , 3 y 3 , tít. 5, lil?. 1 1 ele la IS. K, 
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la rebeldía, uno en las personales; adqui- 
riendo el actor la verdadera posesión si 
aquel no compareciese en dichos términos, 
aunque conservando el reo el derecho de 
reclamar el dominio. 

8. Procediéndose por acción personal si 
el actor prefiere cobrarse á tener la pose- 
sión de los bienes, puede pedir su eiiage- 
nacion, que se decretará haciéndose á pu- 
blica subasta. La via de asentamiento, de- 
susada hoy, no puede tener lugar en nues- 
tro concepto en los -negocios de menor 
cuantía, y ni la una ni la otra en los jui- 
cios verbales. 

9. Asi como hay estos dos medios con- 
tra el reo, puede también ser reprimida la 
contumacia del actor condenándole en las 
costas, si no se presenta en el plazo seña- 
lado, y no admitiéndole á otra citación, si 
no afianza el estar á juicio. 

10. Es nula la citación hecha en dias 
feriados y dias festivos (1), y de noche, á 


(í) Los asiiíitoa civiles no pueden ventilarse en dias 
feriados, esto es, rn los consa"rados especíalrtiente al culto 
por la i(;lesia , ó declarados tales por la autoridad tempo- 
ral con motivo de. festividades cívicas. Sin embargo el juez 
puede habilitarlos espresamente, , si asi Jo exije la necesi- 
dad pública ó privada. (Leyes 33 » 34 V 35, tít. 2 , Part. 
3.) 
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lio ser en casos urgentísimos y con habili- 
tación del juez. 

11. Los efectos principales del emplaza- 
miento, que enumeran las leyes y los in- 
térjirctes son los siguientes. 

1. ^ Prevenir el juicio, es decir, que ci- 
tada una persona por un juez no puede 
serlo después por otro de igual clase (1). 

2. ° Interrumpir la prescripción (2). 

3. ° Hacer inenajenable la cosa sobre que 
se litiga, sin que en ella pueda hacerse 
ninguna innovación hasta terminar el plei- 
to (3). 

4. ^ Obligar al emplazado á seguir el 
liti gio ante el juez que era competente 
para él al tiempo del emplazamiento , aun- 
que después dejase de serlo (4). 


Seccíon tercera. 


De la coníesíacion, 

1 . Dado al reo traslado de la demanda 
del actor, debe contestarla. Contestación á 
1 a demanda es la respuesta dada por el deman- 


(1) Ley 2 , tít. 7 , Pan. 3. 

( 2 ) Ley 29 , til. 29. 

(3) Ley 1 3 ^ til. 7. 

( 4 ) Ley 12 , lít. 7, 
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dado á la petición del demandante (1). Se repu- 
ta contestada la demanda no tan solo cuan- 
do el reo lo verifica esplícitainente , sino 
también cuando asi la considera la ley en 
vista de la contumacia del citado, como he- 
mos dicho en el párrafo anterior. 

Cuando la contestación es esplícita, nece- 
sita presentar las escrituras ó documentos 
en queda funde, sin que después le sean ad- 
mitidas, á no ser con el juramento de no 
haberlo podido verificar por no haberlas ha- 
bido ó no tenido noticia de ellas (2). 

2. Puede hacerse de tres maneras. Con- 
fesando llanamente lo que se pretende en la 
demanda : confesándolo pero añadiendo al- 
guna circunstancia particular que la desvir- 
túe; y contradiciendola terminantemente. 

3. En el primer caso se puede decir que 
no hay pleito , y el juez sin necesidad de 
mas trámites , citadas las partes para la vis- 
ta , falla contra el demandado. En el se- 
gundo tiene que ser examinado el valor de 
las circunstancias que en contradicción con 
la demanda se oponen. En el tercero ^ la 
cuestión se reduce á averiguar la verdad de 
los hechos alegados por el demandante. 


(1) Ley tít. 6, lib. 11 de la N. R. 

(2) Leyes 1 y 2, tit. 3 lib. 11 de la N. R. 
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4. A las razones que se alegan para des- 
truir una demanda confesada, llamamos es- 
cepciones. Escepcion es la esclusion de la ac- 
ción. Por consiguiente tan solo merecen es- 
te nombre en realidad aquellas que tienen 
por objeto terminar el pleito; pero también 
le reciben las que alargan ó suspenden el 
derecho de reclamar una obligación, ó la en- 
trega de una cosa. Las primeras se llaman 
perentorias, las segundas dilatorias (1). 

5. Las escepciones dilatorias se refieren 
al juez, ó al actor, ó al mismo negocio con- 
troverlido. Se dirijen al juez, las de incom- 
petencia por ejemplo; al actor las de falta 
de personalidad para comparecer enjuicio; 
y al negocio controvertido , como si se pi- 
diese una cosa sin haber llegado el cumpli- 
miento del plazo (2). Cuando se presenta al- 
guna escepcion de esta clase, se forma ar- 
tículo de previo y especial pronunciamien- 
to , porque la escépcion yiene á convertir- 
se en una acción perjudicial. 

6. Las escepciones perentorias impiden 
que el pleito comience y le destruyen en 
su raiz , tales son el dolo , la autoridad de cosa 
juzgada, y el pacto de no pedir (3), 


(1) Leyes 8, 9 y 11, tlt. 3, Part. 3. 

(2) Ley 9 citada. 

(3) Ley 8, tit, 3. 
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Los autores esplican otra clase de escep- 
ciones que llamau mistas ó anómalas , di- 
ciendo ser aquellas las que participan de la 
naturaleza de dilatorias y perentorias. Tie- 
nen la primera consideración puestas an- 
tes de contestar la demanda ; se reputan 
perentorias cuando se oponen despiies. Mas 
en concepto nuestro sobre no traer utilidad 
inducen confusión en esta materia. 

7. Dijimos que el tercer modo con que 
se hacia la conteslacion era contradiciendo 
los hechos alegados por e! demandante. En 
este caso queda fija la cuestión , y ya no 
hay que hacer otra cosa , sino examinar y 
justificar por medio de la prueba los hechos 
denegados, ó esclarecer los puntos jurídi- 
cos si en ellos está la dificultad. 

8. Reconven cion. — Puede suceder tam- 
bién que el demandado no tenga escepcio- 
nes que oponer, y se vea obligado á con- 
fesar cuanto se alega en la demanda. Sin em- 
bargo , si tiene á su vez obligado al acíoi" 
podrá entablar su acción ante el mismo juez, 
que es lo que se llama reconvención ó mutua 
petición. Por ella pretende que se condene 
al actor al pago de alguna obligación, ó en- 
trega de cierta cosa. 

9. Todo lo perteneciente á la reconven- 
ción se ha de seguir al mismo tiempo que 
el negocio principal, y se ha de observar 
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igualmente el mismo oráen en el modo de 
proceder. Y es tanto su valor, que exime al 
demandado de contestar la demanda , si el 
actor se negase á contestar la reconven- 
ción. 

10. Si se niegan los hechos del deman- 
dante , las escopciones del demandado , y 
los fundamentos de la reconvención , es ne- 
cesario justiflcarlos por medio de la prueba. 
De ella pues hablaremos en la siguiente sec- 
ción. 

Sección cuarta. 

De las pruebas (1). 


§. I. 


Prueba en jeneral. 


1 . Prueba es la justificación de los hechos 
dudosos alegados en juicio por cada una de las 
partes (2). 

2. La obligación de probar incumbe ge- 


( l ) Di‘be tenerse presente lo que en otro lugar he- 
mos manifestado acerca del modo de probar las obliga»» 
eiones. 

(3) Ley I, til. 14» P*rt. 3. 


\ 
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neralmente al actc^V; por ser él quien afir- 
ma. Por lo tanto üii hecho alegado por el 
actor , y denegado por el reo no tendria 
fuerza alguna , sino se justificaba , y el de- 
mandado quedaría absuelto de la demanda 
(1). Hay sin embargo ocasiones en que el reo 
tiene que probar, y esto sucede siempre con 
los fundamentos de sus escepciones, y con 
la afirmativa envuelta en la negación. Por 
ejemplo , si uno escepcionase contra una 
obligación diciendo que habia sido violen- 
tado ó si dijese que cierta persona no podia 
ser juez porque una ley ó hecho se lo prohi- 
bían , pues en estos casos tendria el deman- 
dado que justificar la fuerza^ y la existen- 
cia de la ley y del hecho prohibitivos f2). 

3. Prueba plena y semi-plena. — Aunque 
en realidad es viciosa la división que de la 
prueba se hace en plena y semi-plena , por 
ser tanto como decir que puede probarse y 
medio probarse la verdad lo cual es un ab- 
surdo , nosotros tenemos que admitirla , si 
hemos de entender lo que sobre esta mate- 
ria hay escrito, y seguir el lenguaje délos 
jurisconsultos. Diremos por consiguiente que 
se llama plena prueba aquella que instru- 
ye y convence completamente al juez para 


(í) Ley 1 citada. 
(3) Ley 2, til. 1 4» 

T. III. 
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que pueda pronunciar 1?, sentencia; y semi- 
plena la que no induce en su ánimo tal con- 
A encimiento. 

i. Son especies de prueba plena: 

1. '’ Inspección ocular ó reconocimiento 
del juez , bien por sí solo ó acompañado de 
peritos. 

2. ° Confesión de la parte. 

3. " Declaración de testigos, 

i.® Escrituras y monumentos (1). 

§• n. 

Inspección ocular ó reconocimiento del juez, 

1 . Cuando la disputa judicial versa acer- 
ca de obras , de términos , de linderos de 
heredades ó sobre otros objetos semejantes, 
suele el juez asistir por sí mismo á hacer 
el reconocimiento , y á veces acompañado 
de peritos nombrados por las partes (2). 

2. Todos pueden desempeñar este carr 
go, á no ser que las diligencias que deben 
practicarse exijan conocimientos facultati- 
vos. Hecha la aceptación y prestado el jura- 
mento , señala el juez dia y hora para el 
reconocimiento, se notificad las partes pa- 


(í) Ley 8, til. 14 . 
(2) Ley 8 citada. 
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ra que acudan si lo tienen por conveniente, 
y verificado que sea deben presentarse las 
dilijencias á la aprobación judicial. En dis- 
cordia de los peritos, ha de ser nombrado 
un tercero y someterse á la misma aproba- 
ción , que en el caso anterior, las diligen- 
cias que practicare. 

3. La recusación de los peritos debe ha- 
cerse inmediatamente después de su nom- 
bramiento , y alegando una causa fun- 
dada. 


Confesión y juramento. 


1, La confesión de la parte es uno de 
los medios de prueba mas eficaces, en tér- 
minos que releva de cualquiera otra (1), 
Puede ser espresa ó tácita: la primera se 
hace esplícitamente; la segunda se supone 
por la ley, por ejemplo, si el demandado 
fuere contumaz en no querer declarar (2j, 

2. También puede ser simple ó califica- 
da; se dice simple cuando el litigante con- 
fiesa lisa y llanamente lo que se le pregun- 
ta; calificada cuando añade alguna circuns- 
tancia que la destruye ó modifica. 


( 1) Ley 9, til. í 3. 

(9) Ley 1 y 3^ til. 1 3. 
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Subdivisión de la calificada, es la que 
de ella hacen los autores en individua y 
dividua. Llaman individua á aquella á la 
que el confesante añade una circunstancia 
inseparable del hecho interrogado, y que le 
hace variar de naturaleza; p. e,,si alguno 
confesare que habia recibido cierta canti- 
dad, pero dijera que "habia sido en pago 
de una deuda anterior. Mas cuando la cir- 
cunstancia añadida es separable del hecho 
y no altera su naturaleza , recibe la confe- 
sión el nombre de dividua* como si el con- 
fesante manifestara habérsele entregado 
una suma en préstamo , y dijera que des- 
pués la habia satisfecho. Esta última tiene 
la misma fuerza que la confesión simple. 

3. Se divide ademas en judicial y es- 
trajudiciah es judicial la que se hace en 
juicio ante juez competente; estrajudicial 
la que se recibe fuera de él (1). Esta últi- 
ma hace también prueba plena hecha á pre- 
sencia de la otra parte ó de su procurador, 
justificada su existencia, y con los demas 
requisitos de la confesión judicial (2). 

4. Se manda de oficio y se pide por 
los litigantes. De oficio, cuando el juez 
tiene duda sobre los hechos controvertidos 


(1) Ley 3 citada. 

(2) Ley 2, tit. 13, 
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y la juzga conveniente para aclararlos. A 
petición de los litigantes, todas las veces 
que estime á propósito cualquiera de ellos: 
debiendo accederse á su solicitud siempre 
que sea sobre puntos concernientes al liti-^ 

gio (!)• 

5. En los negocios de mayor cuantía se 
hace por medio de posiciones por escrito, 
que son ciertos asertos de hechos pertene- 
cientes al pleito, sobre los cuales pide uno 
de los litigantes que el otro declare cate- 
góricamente y prévio juramento. Estas po- 
siciones se conservan con sigilo hasta el 
dia de la declaración que ha de prestar 
ante el juez para que no tenga tiempo el 
declarante de prepararse para confundir y 
oscurecer la verdad (2). 

6. Semejante á la confesión es el jura- 
mento decisorio, que termina completa- 
mente el litigio si se somete la parte que 
le solicita á pasar por lo que jure su 
contrario. Mas comunmente no sucede asi, 
pues suele ponerse la cláusula de que se 
protesta estar solo en lo favorable. 

7. Para que la confesión y el juramen- 
to tengan fuerza, es necesario, como ya 
en otra ocasión dejamos indicado, que el 


(1 ) Lry 2, lít. 1 2. 

(2) Leyes 1 y 2, lít. 0, lib. 1 ( de la N. R* 



86 

que lo presta sea de edad cumplida, á sa- 
ber, mayor de 25 años, ó de 14 con con- 
senüiniento de su curador, aunque siempre 
le pertenecerá en este caso el remedio de 
la restitución, que declare con cónocimien- 
to claro de los hechos, voluntariamente y 
no apremiado, y sobre cosa ó cuantia cier- 
ta (1), 



Testigos. 

1. .Falible la prueba de testigos, la ne- 
cesidad ha hecho adoptarla en los códigos, 
y considerarla como plena, cuando concur- 
re un mí mero determinado de ellos. Tes- 
tigo es, persona fidedigna presentada en juicio 
por las partes para manifestar lo que sabe acer- 
ca de los hechos qué se conírovieríeh {2) . 

2. Para que los testigos puedan ser 
admitidos en las causas civiles, han de te- 
ner 14 años de edad , deben dar razón de 
su dicho y no declarar por parecer ó 
creencia, )ii tampoco de oidas, á no ser 
sobre cosas antiguas: han de ser citados 


(í) Ley 4i tit. 13, Parí. 3. 
(2) Ley 1, til, l6,Part. 3. 
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y juramentados dentro del término probato- 
rio, y señalarse dia y hora á la parte con- 
traria por si quiere asistir (1) 

3. Otra de las circunstancias mas esen- 
ciales es que no tengan prohibición legal. 
Esta prohibición puede ser absoluta ó res- 
pectiva. 

4. Tienen prohibición absoluta, esto es, 
no pueden ser admitidos en ninguna cau- 
sa por falta de conocimiento ó por falta 
de probidad las personas siguientes. Por fal- 
ta de conocimiento el ebrio y el que tie- 
ne una incapacidad mental (2). 

Por falta de probidad, 

1. ® El infame de derecho, aunque bien 
podrá serlo en las causas que se siguen por 
delitos de traición. Escepcion fundada en la 
ignorancia lamentable de los buenos prin- 
cipios de lejislacioii (3), 

2. ° El que ocultare la verdad por ha- 
ber recibido diilero para ello (4). 

3. ° El perjuro, el falsificador de carta 
ó sello real, y el monedero falso (5), 


(1) Leyes 9, '5í3, 2 6 y 29, lit. 16. 

(2) Ley 8, lít. 16. 

(3) Ley 8. 

(4) I^ey 8. 

(5) Ley 8. 
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4. ^ El alevoso, traidor y homicida, á 
no ser en su propia defensa (1). 

5. ° Aquel á quien se hubiere probado 
haber dado veneno á otro, ó procurado 
el aborto de una muger preñada (2). 

6. ° El hombre de mala vida, como el 
ladrón, el vago (3). 

7. ^ El que hubiere violentado á una 
muger (4). 

8. ° El casado que tuviere una mance- 
ba en su casa (5). 

9. ^ El que no es conocido del juez^ ni 
de la parte contra quien se presenta sien- 
do muy pobre ó persona vil (6), 

ÍO. El que á sabiendas se hubiese ca- 
sado sin dispensa con parienta dentro del 
cuarto grado (7), 

11,° El apóstata (8). 

Prohibiciones en su mayor parte contra- 
rias á lo que dictan sobre esta materia las 
buenas doctrinas, 

5. Tienen prohibición tespectiva en de- 


(1) I/py 8, 

(2) Ley 8. 

(3) Ley 8. 

(4) Ley 8. 

(5) Ley 8. 

(6) Ley 8. 
(^) Ley tí. 
(8) Ley %. 
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terminados pleitos por falta de imparcia- 
lidad : 

1. *" Todos en su propia causa (1). 

2. ° Los hijos, criados y dependientes 
del litigante que los cita, excepto en plei- 
tos de corporaciones, monasterios é igle- 
sias, en que pueden serlo sus indivi- 
duos (2)* 

3. ° El vendedor en el pleito de evic- 
cion (3). 

4. ® Los socios en pleitos de compa- 
ñía (4), 

5/ Los ascendientes y descendientes á 
no ser en causa de edad ó de parentes- 
co (5). 

6. ® El marido por su muger ó al con- 
trario, y uno contra otro (6). 

7. ® Los hermanos mientras están en la 
patria potestad (7). 

8. ® Los abogados, procuradores y guar- 
dadores de una parte, á no ser presenta- 
dos por la contraria (8). 


(1) Ley 18. 

(2) Ley 18. 

(3) f^ey 1 9. 

( 4 ) Ley 21. 

(5) Ley I 4 , 

(6) Ley 15. 

(7) Ley 15, 

(8) Ley 20. 


90 

9." Los que tuviesen enemislades capi- 
tales con aquel contra quien se presentan (1). 

6. Por razones de moralidad y por no 
violentar afecciones naturales, nadie puede 
ser apremiado á presentarse como testigo 
contra sus ascendientes, descendientes, ó pa- 
rientes colaterales hasta el cuarto grado, ni 
el suegro ni el padrasto contra el yerno, 
ni el hijastro en pleitos en que se trate de 
la mayor parte de sus bienes. Sin embar- 
go , no tendrian prohibición si ellos quisie- 
ran hacerlo voliiiitariamente (2). 

7. Hay algunos á quienes por razón de 
dignidad, de decoro, de sus ocupaciones, 
ó por falta de posibilidad , no se les puede 
apremiar á que concurran ante el juez, si- 
no que este debe ir a sus propias casas á 
recibir sus declaraciones, ó si el negocio 
es leve enviar al escribano. Tales son los 
prelados, las mugeres honradas, los que se 
hallan en el ejército, los enfermos y los que 
tuvieren miedo fundado de algún peligro in- 
minente (3). 

8. Los testigos pueden ser obligados á 
declarar por medio de embargo y de pri- 
siones , y ser examinados personalmente 


( I ) Lry 3 
(^2) Ley 1 I . 

(3) Ley 36, líl. I 6* 
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por el juez en los negocios de entidad (1). 

Los que se hallaren fuera del partido 
judicial , ó en un pueblo de él no siendo 
la capital, deben ser examinados respecti- 
vamente por el juez del otro partido, ó por 
el alcalde del pueblo en virtud del exhor- 
to ó despacho que entonces debe librarse (í2). 

9. Dos testigos contestes hacen plena 
prueba , pero cada litigante puede presen- 
tar 30 sobre cada artículo. xVctos hay en 
que se requiere mas de dos , como suce- 
de en los testamentos, y en algunos otros 
casos, que en sus respectivos títulos deja- 
mos espuestos (3). 

10. No hablando el idioma español han 
de ser examinados por dos intérpretes, si 
pudieren ser habidos , ó por uno conformán- 
dose las partes ó no habiendo mas en el 
pueblo , previo siempre el correspondiente 
juramento. 

11. Los litigantes deben abonar á los 
testigos los perjuicios que se les sigan por 
desamparar sus familias (4); y se les permi- 


tí) Ley 32 y 36, lit. 16, Part. 3 y 1 , til. 11, lib. 
1 1 de la N. R* 

(2) Ley 28, lit. 16. Part. 3 y 3 tít. 11, lib. 1 1 , de 
la N. R. 

(3) Ley 33, lit. 16, Part. 3, 2 y 5, til. M, lib. I 1 
de la N. R. 

(4) Ley 97, lit. l6, Part. 3. 
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te que les recuerden los hechos de que se 
trata , y que pueden conducir al esclareci- 
miento de la verdad (1). 

V. 

Instrumentos públicos y monumentos* 

1. La cuarta clase de plena prueba es 
la que se hace por medio de instrumentos 
y la conceptuamos mas firme que la an- 
terior por no estar espuesta á tantos frau- 
des cuando en su otorgamiento concurren 
los necesarios requisitos. Entre las clases 
de instrumentos públicos se cuentan el pro- 
tocolo ó registro , copia original ó de pri- 
mera saca, V el traslado. 

2. Protocolo* Se llama protocolo el li- 
bro que tiene cada escribano en que se po- 
nen por estenso las escrituras que ante él 
pasan , las cuales han de ser leidas íntegra- 
mente á presencia de las partes, y de los 
testigos, firmadas por ellos si supieren, ó 
por otro en su nombre , espresando el CvS- 
cribano esta circunstancia. Lo que los otor- 
gantes añadiesen ó quitasen después de la 
lectura debe ser salvado antes de las firmas. 


(I) Ley 3, lit. 1|, Üb. 11 de la N. U. 
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Y es tan necesaria la redacción del proto- 
colo , que mientras no se estiende no se 
puede dar ninguna copia á las partes, sien- 
do nula la que se diere contraviniendo á 
esta prohibición, y quedando privado de ofi- 
cio el escribano (1). 

La nota que los escribanos suelen lomar 
para estenderle después en un papel común, 
se llama minutario. 

3. OñginaL Estendida la escritura con 
las formalidades espuestas , acostumbran las 
partes contratantes, y con especialidad aque- 
llas en cuyo fayor se otorga, pedir copia de 
ella para poder reclamar los derechos que 
les competen. El escribano la da, asi que 
el contrato está estendido en el protocolo, 
y la misma fe que este, tiene la copia lla- 
mada original ó de primera saca (2)> 

4. Traslado. Se llaman traslados las co- 
pias que se sacan después de la primera. 
^ para que produzcan fé , preciso es que 
hayan sido sacadas en virtud de auto del 
juez , y prévia citación de la parte contra- 
ria; sin embargo siendo de aquellas , cuya 
duplicidad no acarrea perjuicio á las partes, 
probarían desde luego sin las referidas cir- 
cunstancias (3), 

— ■ «. M I M M im I ■ 

(l) Ley 1, tic 2 :^, libro lO ile la N. K. , y 8 y 9 
til. Í9, Part. 3. 

(9) Ley 9 citada. 

(3) Ley 10, til. 19, 
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5. Los escribanos no pueden otorgar 
escritura , si no conocen á alguno de los 
otorgantes ; á no ser que en su defecto fue- 
sen presentados dos testigos que los cono- 
ciesen. Esto se debe espresar al fin de aque- 
lla , como también los nombres de los tes- 
tigos , y pueblo de su naturaleza. Si el es- 
cribano conocía al otorgante debe dar fé de 
ello en la suscricion (1). 

6. Las escrituras otorgadas en idioma 
estrangero han de presentarse acompaña- 
das de una traducción legal autorizada , y 
si esto no se hubiese yerificado , debe su- 
plirse la omisión vertiéndose á nuestra len- 
gua por los intérpretes que las partes nom- 
braren (2). 

7. Ademas de estas escrituras hay otras 
que la ley llama publicas, y los intérpretes 
auténticas, y son las que están selladas con 
sello del rey ó de otra persona constituida 
en dignidad; y hacen fé no en favor sino 
en contra suya (3). A esta clase de escritu- 
ras debemos también referir los privile- 
gios. 

8. Los libros parroquiales deben tam- 
bién referirse á la elase de instrumentos 


(1) Ley 2, til. 23, I¡b. I 0 de la N. U. 

(2) Real orden de 30 de junio de 1337. 

(3) Ley 1, y 11 4, tit. 18 ^ Parí. 3.^ 
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públicos j pues hacen fé en juicio y fuera 
de él los asientos que dicen relación al na- 
cimiento, matrimonio y defunción de los in- 
dividuos. 

9. Monumentos, ¿os monumentos pú- 
blicos, como inscripciones y columnas, son 
también medios de prueba en cosas anti- 
guas; sin embargo las leyes no han estable- 
cido de un modo determinado el valor que 
han de tener. 

10. Legalización. Como en los juzgados 
puede dudarse de la veracidad y legitimidad 
de los documentos, mayormente si los es- 
cribanos no son en ellos conocidos, preci- 
so es que de la forma y signo del que los 
autoriza respondan otros, especialmente sien- 
do de larga distancia. Este acto recibe el 
nombre de legalización. 

§• Vi- 

Pruebas semi-plenas. 

1. Ya dijimos que por pruebas senii-ple- 
nas se entendian aquellas que aunque in- 
clinaban algo el ánimo del juez, no le ins- 
truian suficientemente para dictar la sen- 
tencia. Entre ellas se cuentan la escritura 
privada , la deposición de un solo testigo, 
la comparación de letras, la fama pública, 
las presunciones y otras muchas que sería 
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difícil clasificar, por no estar todas marca- 
das en las leyes y ser hijas de circunstan- 
cias determinadas (1). 

2. Escritura privada. La escritura pri- 
vada no hace fé en juicio si se la opone la 
objeccion de falsa , á no ser reconocida por 
quien la firmó ó por dos testigos idóneos 
y fidedignos, prévio juramento. Puede tam- 
bién ser cotejada con otras que se tengan 
por verdaderas, aunque en este caso todo 
su valor dependería de la opinión del juez (2). 

3. Deposición de un testigo. La deposi- 
ción de un solo testigo es también prueba 
semi-plena, cuyo mayor ó menor valor de- 
pende de las cualidades de aquel (3). 

4. Cotejo de letras. Lo es igualmente 
el cotejo de letras que consiste en la com- 
paración hecha por peritos entre la del do- 
cumento que se presenta y la de la perso- 
na á quien se atribuye su otorgamiento , bien 
como escribano, ó bien como interesado (4J. 

5. Fama publica. Pertenece asimismo 
á esta clase la fama pública, que consiste 
en rumores mas ó menos acreditados ú pro- 
porción de su consistencia y uniformidad, 


(1) Ley 8, tiU I 4 , Part. 3. 

(2) Ley i I 4 , tit. t 8. 

(3) Ley 33, tit. 16. 

(4) Ley 1 1 8, tit. 1 8. 
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y dél crédito de las personas dé quienes se 
originan (1). Por esta razón es necesario para 
colocarla entre esta especie de pruebas^ que 
proceda de personas fidedignas, que esté jus- 
tificada con dos ó tres iesligos mayores de 
toda escepcion, y que se funde en hechos 
probables y referentes á tiempo anterior al 
nacimiento de la cuestión que se suscita. 

6. Presunciones. En otro lugar hemos 
dicho lo que se entiende por presunciones. 
Diferentes clases de ellas cuentan los intér- 
pretes (2). 

Algunas hay contra las que no se admi- 
te prueba en contrario y que suelen llamarse 
juris et (le jure : y otras que quedan destrui- 
das por una prueba diferente, y que reci- 
ben el nombre de juris taniiim. 

Vehementes, medianas y leves son los 
tres miembros de otra división que hacen 
los intérpretes : refiriendo á las primeras 
hechos que casi constituyen plena prueba, 
por egemplo la legitimidad del hijo de una 
nniger casada (3), y la seguridad de la muer- 
te de aquel, que habiendo marchado áre- 
motos países, no ha regresado al cabo de 
10 años , sin tenerse noticia de él , y cor- 


(í) I>yes 8 y 14 » íiC 14 ^. 

(2) Ley 8. 

(3) Ley 9« 
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riendo por el contrario la fama de su fa- 
llecimiento (1). 

7, Debemos decir finalmente, que es una 
opinión recibida que en todo negocio ci- 
vil dos pruebas semi-plenas de las mas ve- 
hementes y eficaces, forman una completa 
prueba ; pero en este punto mas que re- 
glas fijas é inflexibles, la convicción del juez 
debe dirigirle en la graduación de su im- 
portancia. 


SECCION QUINTA 

De la sentencia. 

1 . La sentencia puede ser definida : rfc- 
cisión legítima del juez sobre lo principal ó iu- 
cidentes de la causa ante él controvertida. De 
la definición resultan dos clases de senten- 
cia. La definitiva y la interlocutoria (2). 

2. Definitiva es la que se dá sobre el 
asunto principa], y termina el juicio con 
la absolución ó condenación del demanda^ 
do. Interlocutoria, la que decide algún in- 
cidente ó dirige y ordena ios procedimien- 
tos judiciales (3), 


(1) Ley 1 4, tit. 1 4 . 

(2) Ley 2, tit. 2 2. 

(3) Ley 2 citada# 
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á. Hay quienes cuentan como una espe- 
cie de sentencia definitiva el mandamiento 
que el juez hace de pagar la deuda confe- 
sada, pero la brevedad del juicio y el no 
haber habido contradicción, hacen que es- 
ta opinión no haya sido generalmente se- 
guida (1). 

3, En el tiempo que, según la cualidad 
de los juicios, conceden las leyes á los jue- 
ces para dictar sentencia, deben estos exa- 
minar las razones de ambas partes, oirlas 
privadamente si lo creyesen oportuno, y has- 
ta examinar de nuevo algún testigo para el 
esclarecimiento de la verdad (2). El hallar 
la causa dudosa, ya por los dichos alegados, 
ya por la ley, no le autoriza para suspender 
la sentencia (3). 

4. En ella no deben espresarse las ra- 
zones que tuvo para dictarla (4). Si no hu- 
biese habido mención de frutos ó de ren- 
tas de la cosa litigiosa, ni condenación de 
costas debiendo haberla, ó esto se hubie- 
se espresado con oscuridad, puede el juez, 
ya de oficio, ya á instancia de las partes acla- 
rar su contenido dentro de las veinte y cua- 
tro horas, pero no después (5) 

(1) Ley 2, 

(.-) Ley 3, tiu 16, lib* 11 de la N. K* 

(3) Ley tit. l6,Part. 3. 

(4) Ley 8, tít. 16, lib. 11 de la N. U. 

(5) Ley 3, tiU 2 2, Part. 3. 
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5. Hay casos en que las leyes declaran 
la nulidad de las sentencias, ya por defec- 
tos esenciales en la persona del juez, ya en 
los procedimientos, ya en la sentencia mis- 
ma. Estos casos son (1): 

1. ® Si el que la dió no tuviese jurisdic- 
ción, ó no fuere compelenie en aquel ne- 
gocio. 

2. '' Si no contiene absolución ó conde- 
nación total ó parcial, ó no hace espresion 
de cosa, ni cantidad. 

S."" Si no intervino emplazamiento ó con- 
testación verdadera ó presunta , ó no fueron 
citadas las parles para pronunciarla. 

4. " Si el juez la diese fuera de su tri- 
bunal, ó no la hiciese escribir. 

5. ® Si se diera contra ley espresa y ter- 
minante. 

6. Aunque la sentencia sea injusta, con 
tal de que no tenga vicios de nulidad, no 
puede mudarla él juez que la dió, ni aun 
en el caso de que se le presentasen después 
tales pruebas ó escrituras, que hubieríin cam- 
biado su fallo examinadas en tiempo oportu- 
no (2). 

7. Las leyes de Partida presentan como 
escepcion de esta regla la sentencia pronun- 


(í ) Ijey t 2, lili 22. 

(2) L.ey 3, tít. 92 y 19 d«l míamo til» 
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dada en pleitos del rey, determinando que 
pueda ser revocada dentro de tres años, ó sin 
liniilacioii de tiempo si su procurador hubie- 
se procedido con engaño (1); y la dada á 
consecuencia de falsos instrumentos, de es- 
crituras falsas, ó por soborno, revocable tam- 
bién según ellas en el término de 20 años (2). 

8. Las sentencias interloculorias pueden 
ser reformadas en cualquier parte de jui- 
cio: las leyes no marcan término en que 
esto deba pedirse (3). • 

9. Esplicadas ya las doctrinas comunes 
a las diferentes clases de juicios, vamos aho- 
ra á examinar cada uno de ellos, y á enun- 
ciar lodos los demas trámites y disposicio- 
nes judiciales, que en este título hemos creí- 
do inoportunos, y que serán objeto délos 
siguientes. 


TITULO SESTO. 

DE. LOS JUICIOS VERBALES. 

1. Teniendo por objeto los juicios ver- 
bales la decisión de litigios en que se cues- 
tiona sobre asuntos de poco valor, se han 



(1 ) I.ey 1 9 citada. 

(2) Li-y 13, til. 29, 

(3) Ley 9, til. 99# 
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estrechado sus trámites estraordinariamente, 
con notable ventaja de los particulares, que 
invertirían mas sumas en los procedí mien^ 
tos judiciales, que lo que valían las cosas 
sobre que disputaban. 

2. Los alcaldes á prevención con los jue- 
ces de primera instancia, son los que cono- 
cen en las cabezas de partido de todas las 
demandas civiles, cuya cantidad no pase de 
diez duros en la Península é islas adyacen- 
tes , y de treinta en Ultramar. En los demas 
pueblos del partido, son los alcaldes, quie- 
nes conocen únicamente (1). Pero si la can- 
tidad escede de doscientos rs. y no pasa de 
quinientos en la Península, y de dos mil en 
Ultramar, solo son competentes los jueces 
letrados (2). 

3. Se procede á estos juicios enla siguien- 
te forma. 

El demandante, bien haciendo su peti- 
ción por escrito, ó bien verbalmente, acu- 
de al juez , ó al alcalde esponiéndole el ne- 
gocio que trata de ventilar. En su conse- 
cuencia son citadas las partes , y cada una 
de ellas asiste acompañada de un hombre 
bueno. Esponen sus razones , presentan sus < 
documentos , y aun debe admitírseles en el 


(O Art. 3í del reglaracnlo provisional» 
ii) Art. del mismo reglamento. 
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acto la prueba de testigos: los asociados dan 
sil dictamen, y el juez ó el alcalde después 
de oirle pronuncian ante escribano la sen- 
tencia , que es inapelable. Esta providencia 
con espresion de lo actuado y de los nom- 
bres de los que intervienen en el juicio de- 
be escribirse en un libro que llevará el al- 
calde , y ser íirmada por este, por los hom- 
bres buenos, y escribano (1). 

4. A veces estos procedimientos pueden 
ser modificados por las escepciones que se 
oponen, porque si el valor de lo que se es- 
cepciona pasa de quinientos rs, , tendrá ya 
que conocerse con trámites mas estensos. 

TITULO SETIMO. 

DE LOS JUICIOS BE MENOR CUANTIA. 

1 , En estos juicios deben ser mas ám- 
plios los trámites que lo son en los ante- 
riores, porque ya se trata de mayores su- 
mas. Sifi embargo como estas no son de gran 
consideración, se han querido restringir tam- 
bién los procedimientos comunes. 

2. Se llaman de menor cuantía los plei- 
tos en que el valor de la cosa litigiosa es- 


(l) An. 31 y 
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cede de 500 reales, y no pasa de 2000:1a 

manera de sustanciarlos es la siguiente ( 1 ), 

3. Previo el juicio de conciliación, si el 
asunto no es de ios escepluados, se presen- 
ta la demanda acompañada de la certifica- 
ción de haberse celebrado aquel. La deman- 
da se pro[)one en un escrito breve y con las 
circimslancias que en otro lugar hemos in- 
dicado (2). 

4. De este escrito se confiere traslado al 
demandado por el íértnino de 9 dias que, 
se dan para la contestación; |)asados estos, 
el escribano debe recoger los autos con, es- 
crito ó sin él, no necesitándose petición de 
la parte, ni mandamiemo del juez. El es- 
crito de demanda y el de contestación son 
los línicos que deben admitirse en la sas- 
tanciacion de estos pleitos (3). 

4. Si el demandado forma artículo do no 
contestar, ó de prévio pronimíáamiento, no 
por eso debe dejar de responder subsidia» 
riamente sobre el punto principal (í). 

5. Recogidos los autos, segnn hemos di- 
cho, el juez dá una providencia , señalan- 
do dia en que las parles acudan á hacer sus 


(I) Arl, 1 <le la li’y de 10 de cuero de 1838& 
O) Arl. 2.** de la uoisraa ley» 

(3) Arl. 3. 

Árt. 
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respectivas pruebas. Este ha de ser póster 
rior al quinto, y anterior al duodécimo, con- 
tados desde la fecha' del auto (l). 

6. Para que las partes puedan preparar 
su prueba, se ponen los autos de manifies- 
to en la escribanía durante este tiempo, pu- 
diendo examinarlos los litigantes ó sus de- 
fensores. Los testigos que estuvieren para 
ausentarse deben ser examinados antes del 


término de prueba (2). 

7. Llegado el dia en que ha de hacer- 
se esta, el demandante y el demandado pro- 
ducirán la que les convenga, bien sea ins- 
trumental, testifical, por jnramenio referi- 
do ó deferido , ó por posiciones. Y toda ella 
ha de ser propuesta verbalmeole, lo mismo 
que las posiciones y preguntas, que se ba- 
gan á los testigos (3). Parece que no debe 
haber inconveniente en que en vez del liti- 
gante, muchas veces de instrucción escasa, 
asista otra persona autorizada con sus po- 
deres. 

8. Los litigantes y sus defensores pueden 
presenciar lodos los actos probatorios, y ha- 
cer á los testigos las preguntas concernien- 
tes al asunto (4). 


(1) An. 5. 

(2) .Artículos 6 V 9, 

(3) Art. 1 , 

( 4 ) Alt, tO, 



106 

9. Todas las operaciones relativas á la 
prueba, deben estenderse en el acto en una 
diligencia firmada por el juez, escribano, 
las parles, Jos defensores si hubieren asis- 
tido y los testigos (1). 

10. Si las pruebas no pudieren concluir- 
se en el mismo dia, se continuarán. en los 
dos siguientes, y si dentro de los tres se ofre- 
ciere el testimonio de alguno que estuviere 
ausente se podrá prorogar el término proba- 
torio por otros ocho, y solo para el efec- 
to de examinar al testigo ó testigos seña- 
lados (2). 

11. Dentro de los cuatro dias primeros 
después de concluido el término de prue- 
ba el juez debe pronunciar la sentencia , en 
la que decidirá sobre algún artículo si se 
hubiese formado, y sobre lo principal á no 
ser que el artículo fuese de los que destru- 
yen la acción, ó impiden el progreso ulte- 
rior, pues declarándose que tiene lugar, no 
se fallará sobre lo principal (3). 

12. Si el artículo se funda en que el 
pleito no es de la cuantía señalada en la ley, 
y se declarase asi , porque el valor de la co- 
sa litigiosa no pasaba de veinte y cinco dur 


(1) Art. 8. 

(2) ArU 9. 
(D Art. 11^ 
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ros, el juez ha de decidir también sobre lo 
principal; pero si fuese porque escedia de 
ciento, debe reponerse el pleito al estado 
de la contestación de la demanda , y ser pro- 
seguido por los trámites señalados páralos 
negofios de mayor cuantía. En el primer 
caso paga el actor todas las costas: en el se- 
gundo las causadas desde la contestación (1). 

13. La sentencia noapelada en el término 
de cinco dias se tiene por consentida y pa- 
sada en autoridad de cosa juzgada , por mi- 
nisterio de la ley^ y sin necesidad de de- 
claración judicial ; por consiguiente trans- 
currido dicho término, el juez hará ejecu- 
tar lo sentenciado. Los trámites que se si- 
guen para la apelación de estos negocios no 
pertenecen á este título ( 2 ), 

14. Puede suscitarse la duda sobre si 
la doctrina emitida aquí es también esten- 
siva á los juicios ejecutivos en asuntos de 
menor cuantía. Fundados en la generalidad 
con que habla la ley, y no hace distinción 
entre las demandas ordinarias y ejecutivas, 
en la mayor sencillez de estos trámites, y 
en no hallar inconvenientes en la opinión 
afirmativa, nosotros la profesamos, aunque sa- 
bemos que están disccixles los jurisconsultos. 


(!) Art. 12. 
(9) Art. 1 3. 
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TITULO OCTAVO 

DEL JUICIO DECLVUATIVO Ó CIVIL ORDINAIUO (1)^ 

I. 

1. Tres periodosesendalesclebemos mar- 
car en el juicio ordinario ó declarativo. El 
primero comprende las jesliones de los li- 
tigantes para lijar la cuestión: el segundo 
los medios de ¡)robar las acciones deduci- 
das : el tercero la preparación y decisión ju- 
dicial. 


§. II. 


Fijación de la cuestión. 

■ i#. , 

El juicio civil ordinario empieza por la 
demanda acompañada del certiücado de 
haberse celebrado la conciliación, y de no 
haber tenido lugar la avenencia (2). 


(t) Todas las diligencias judiciales delien estendersé 
en el papid sellado correspoiulii'iilc , en los términos íjuc 
previenen la real cédula «le t de mayo de 1824^ y algil- 
ñas otras disposiciones posteriores. 

(2) Art. del iX'glamcnio provisionaL 


2. Hay casos en que no es necesaria 
la certificación, y son los esceptuados de 
aquella formalidad en su correspondiente 
título enumerados. Sin embargo todavía 
en algunos de los que se esceptnaron es 
líecesario probar que se intentó la conci- 
liación, cuando sb vá á proponer una de- 
manda ordinaria. P. e. en los juicios po- 
sesorios, en las denuncias de nueva obra, 
en los recursos para intentar algún retrac- 
to ó tanteo^ y en los juicios de testamen- 
taría ( 1 ). 

3. En esta demanda deben concurrir 
las circunstancias que en otro lugar refe- 
rimos, y cuya doctrina podemos aplicar á 
este tratado. 

4. Juramento de calumnia.— Cuando 
presenta el litigante la demanda, suele ha- 
cer el juramento de calumnia, que podrid 
también prestarse posteriormente. Es pues 
juramento de calumnia aquel que tanto el 
actor como el reo hacen una sola vez, al 
principio del pleito ó después, y en cual- 
quier clase de procedimientos, afirmando 
el primero que promueve el litigio en la 
creencia de su justicia, y el segundo que 
usa de sus escepcioiies en la misma for- 
ma. El juez debe mandar prestarle cuando 


(1) Art. 21 del reglamento provisional. 
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lo reclaaie alguno de los litigantes^ y si á 
pesar de haberse pedido dos veces y pre- 
ceptuado no se prestase , podria ser ata- 
cada como nula la sentencia. Ya que he- 
mos hablado de este juramento, indicare- 
mos algo también acerca del de malicia y 
del de decir verdad (1). 

Juramento de malicia.— El juramento de 
malicia no se propone sobre toda la causa 
como el anterior, sino sobre algún artícu- 
lo ó escepcion antes ó después de la con- 
testación á la demanda, y cuando se pre- 
sume que obra maliciosamente el coliti- 
gante (2). 

Juramento de decir verdad.— El jura- 
mento de decir verdad es el que hacen en 
juicio, no tan solo los litigantes al jurar 
posiciones y en otros casos, sino también 
los testigos y peritos que tienen qüe de- 
clarar (3). 

5. Presentada la demanda se confiere 
traslado al demandado para lo cual se le 
cita judicialmente. El demandado debe 
contestar en el término de nueve dias, 
contados desde la notificación si se halla 
en el mismo pueblo, ó dentro del término 


(í) Leyes 8, til. 10, y 23, tiU 11, Part. 3* 

(2) Ley 23 citada. 

(3) Leyes 36 y 37^ tit. 16. 
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fijado por el juez si se hallase fuera. Si asi 
no lo hiciere se le acusa una sola rebeldía, 
se sigue el juicio en estrados, ó se adopta 
la yia de asentamiento (1). 

6. Si en lugar de contestar tiene á su 
Yez una reconvención que alegar, se le 
concede para proponerla el término de 20 
dias (2). 

7. El demandado puede tener escep- 
ciones que proponer, ó bien para suspen- 
der el pleito ó bien para terminarle com- 
pletamente. En el primer caso se le dan 
nueve dias para oponerlas, contados des- 
de el emplazamiento esclusive, en el se- 
gundo veinte, que empiezan á correr des- 
pués de los nueve que se dan para con- 
testar (3). 

8. Del escrito del demandado se da 
otro traslado al demandante, que debe 
evacuarlo en el término de seis dias ; de 
este se vuelve á conferir traslado al reo, 
que ha de contestar en el espacio de otros 
seis (4). Al segundo escrito del actor se 
llama réplica, al segundo del reo duplica. 
Y estos soii los únicos que por entonces se 


(1) Ley 1, tít. 6, lib, 1 1 de la N. R. 

(9) Ley 1 , tit. 7, lib. 1 i de la N. R* 

(3) Ley l citada. 

(4) Ley 3, tit. 7. 
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xídmiten, siendo Opinión errónea la de 
aquellos que dejan al arbitrio del juez la 
facultad de admitir mayor mimero (1). 

9. Los términos nunca pueden proro- 
garse, á no ser por justa causa y sin que 
escodan del plazo legal- , 

10. Fijada la cuestión con uno ó dos 
escritos de cada parle, se dá traslado del 
lílti mo al actor, no para que conteste, sino 
para que se entere de las razones en él ale- 
gadas, y concluya para prueba ó definitiva 
si asi lo cree conveniente. Aunque las par- 
tes no concluyan, el pleito debe tenerse 
por concluso (2),. Él recibimiento á prueba 
solo tiene lugar cuando se trata de hechos 
controvertidos, pues si fuera sobre puntos 
jurídicos, deberia desde luego dictarse la 
sentencia. 

11. La parte actora concluye en el tér- 
mino de seis dias, y para hacer el recibi- 
miento se dan al juez otros seis,, contados 
desde la conclusión, bajo la pena si deja- 
re pasar este plazo, de pagar las costas do- 
bladas, y de incurrir en la multa dé 
50,000 mrs. : pena en que también se le 
declara incurso por dilatar mas de seis 
dias cualquiera otro auto interlocutorio (3). 


<1) Ley 1, lít. 15, lib. 1 1 de la N. R. 

(5) Ley 1 citada , y 3 del mismo til. y l¡b» 
(3) Ley í , t!f. 16, lib. ti déla N. H. 
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§. m. 

Prueba. 

1. El auto en que se abre la causa á 
prueba debe ser notificado á los litigan- 
tes, ya se siga en presencia de todos, ya 
en rebeldía de alguno , debiéndosele hacer 
saber, si no pudiera *ser sabido, por cédu- 
la ó memoria entregada á su muger, hijos, 
criados ó vecinos mas cercanos para que 
lo pongan en su noticia. 

2. Las leyes señalan plazos para la 
prueba, concediendo ochenta dias cuando 
esta ha de hacerse dentro de la provincia 
en que se sigue el pleito ó de puertos 
aquende, y 120 cuando se ha de evacuar 
fuera ó de puertos allende (1).- Si los testi- 
gos están fuera de la península, ó al otro 
lado del mar, se conceden seis meses, y 
aun puede ampliarse este término hasta 
año y medio ó mas, si estuvieran en pa- 
rajes sumamente remotos, por ejemplo, 
en Filipinas (2). 

3. Pero estos plazos señalados por la 


(1 ) Al;*iinos entienden la Península por puertos aquen- 
de f y fu<*ra d« ella , por puertos altenüe. 

(9) Leye* 1,9,3 y 4 > tt) , lib. 1 1 de la N. R 

T. lu. 8 
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ley, no siempre lo son por el juez, quien 
generalmente designa un término mas cor- 
lo (1), que vá prorogando hasta el máxi- 
nuun si la necesidad lo exije, y uno de los 
litigantes lo pide antes de finalizado el 
concedido ó después, jurando aquel y 
justificando que estuvo impedido para ha- 
cer su prueba. El término probatorio no 
puede suspenderse á no ser por una evi- 
dente necesidad espresada en el proceso, 
cuya escepcion dá lugar a perjudiciales 
abusos (2). 

4* El término ultramarino se concede 
ó bien cuando el hecho que se intenta 
probar acaeció en remotos paisés; ó bien 
cuando pasó en la Península , y los testigos 
con quienes se pretende justificar están en 
aquellas rejiones. En el primer caso se 
concede llanamente; en el segundo son 
necesarios los siguientes requisitos. 

Que el litigante le pida juntamente» 
con el ordinario, pues ya no tiene lugar 
pasado este, 

2,® Que nombre los testigos de quienes 
piensa valerse y el paraje de su residencia, 
y justifique en el término de treinta dias, 
no solo que se hallan en aquel punto, sino 


(t) ¡..fy 1 cítüda, 

(2) Regla 4 t arl. 4^ del Reglameuto. 
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que al tiempo del hecho que se litiga es-^ 
tabaii en el lugar en que sucedió. 

3. ^ Que jure que no pide el término 
maliciosamente. 

4. *" Que deposite la cantidad estimada 
necesaria por el juez, para las costas que 
el litigante hiciere en ir ó en enviar per- 
sona que presencie el juramento de los tes- 
tigos (1). 

5. Siendo feriados la mayor parte de los 
dias , debe también correr el plazo, habili- 
tándose aquellos para el término de prue- 
ba. Mientras él dura, ninguna otra cosa 
puede hacerse, y si se hiciere seria nula. 

6. Cuando el asunto es de poca enti- 
dad y la prueba nada complicada, se reci- 
ben los autos á prueba por \ia de jusliC- 
cacion con un término regularmente pe- 
rentorio. Uno de los principales efectos de 
este procedimiento, es que se celebra des- 
de luego la vista sin admitirse alegatos de 
bien probado. 

7. El espediente se entrega primero al 
actor y después al demandado, para que 
formalicen su interrogatorio por escrito, 
que generalmente vá acompañado de un 
pedimento, que suele contener las posi- 
ciones. El juez le admite y examina tan 


(1) Ley 1 , 3, 4» citadas. 
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solo acerca de las preguntas pertenecien- 
tes al negocio (1). Las pruebas se hacen en 
secreto, y por lo tanto en pieza separada, 
por cada uno de los litigantes. 

8. Pasado el Icnnino de prueba pide 
su publicación cualquiera de las partes, 
esto es, que se unan á los autos las que 
se hubieren practicado. De esta petición 
se dá traslado al colitigante, y debe eva- 
cuarle en el término de tres dias: no ha- 
ciéndolo asi se le acusa una sola rebeldía, 
y se providencia la publicación de pro- 
banzas. 

9. Como puede suceder que haya me- 
nores, ó que algunos testigos tengan ta- 
chas, que invaliden sus disposiciones, de- 
bemos fijar aqui las reglas de tramitación 
que hay para hacer efectivos los privilejios 
que las leyes conceden a los primeros, y 
el medio de destruir los dichos de los se- 
gundos. 

10. Si los menores ó corporaciones, 
que gozan privilegio de tales, no hubiesen 
hecho prueba, ó les faltare alguna nueva 
escepcion, pueden pedir término para pro- 
barla por via de restitución. Justificada 
aquella cualidad se les concede la milad 
del plazo, que se les dio para hacer 


(I) Ley 5, til. 10. 
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la prueba principal con denegación de 
otro (1). 

11. Para conceder este término es ne~ 
cesario : 

1. ® Que se pida en los 15 dias siguien- 
tes al en que se notificó la publicación de 
probanzas. 

2. “ Que el peticionario deposite la can- 
tidad que el juez gradué prudencialniente, 
la cual ha de perder por \ia de multa en 
caso de no justificar lo que hubiere pro- 
puesto (2). 

12. El término de la restitución es co- 
mún al privilejiado y á su coliiigaiite; y 
creen algunos que no solo compete á los 
menores siendo parles principales en el 
pleito, sino también cuando se presentan 
como opositores ó coadyuYanles al derecho 
de un tercero (3). 

22. Cuando alguno de los testigos que 
ha declarado ha tenido incapacidad para 
ello, por inhabilidad personal, ó por de- 
fecto en el examen ó en sus dichos, pue- 
den los litigantes proponer prueba de ta- 
chas después, de la publicación de proban- 
zas. Seis dias de término contados desde 


(í ) I-,ey 3 , tft. 1 3. 

(2) Ley anterior. 

(3) Ley 3 citada. 
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Ja notificación se conceden para oponer- ^ 
las, y para justificarlas la mitad del que 
se dió para la prueba principal, cuyo pla- 
zo hade correr ¡iimediatamenle , si no liti- 
ga algún [)rivilegiado (I). 

13. Pero si litigase, no se recibe la 
causa á prueba de tachas hasta pasados 
los quince dias en que se puede alegar res- 
titución contra la principal (2j, y si se ale- 
gare, en efecto, deben coirer á un. tiempo 
los dos términos. Sin embargo algunos juz- 
gan que^ debería suspenderse el que se 
concede para líacer la prueba de tachas. 

Si no litiga ningún privilegiado, las ta- 
chas se reciben á prueba desde luego, y 
sin esperar á que trascurran quince dias. 
Estas tachas no han de ser jenerales, sino 
bien especificadas (3). 

14. Para estos procedimientos suelen 
presentarse dos escritos, uno en que se ale- 
gan las lachas de los testigos, otro con el 
interrogatorio de preguntas: ünieamente se 
dá traslado del pnroero, 

15. Se hace pabiicacion de la prueba 
de tachas y se comunican á las partes, pe- 
ro no recae sobre ellas ninguna providen- 


(t) Ley 1 , tít. 19, hh. 1 l de la N. lU 

(2) Ley 3 , til. 13, 

(3) Ley 9 , lít. 1 9. 
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cia judicial, sino que sirven tan solo para 
la instrucción del juez que al dar la defi- 
nitiva calcula su valor. Los testigos presen- 
tados para la justificación de las lachas no 
pueden ser tachados á su vez, para no ha- 
cer este trámite interminable. 

§. IV. 

* Preparación y decisión judicial. 

Solo nos resta tratar del modo de pre- 
parar al juez para el pronunciamiento del 
íállo y de la sentencia. 

1 . Hecha la publicación de probanzas, ya 
generales, ya de restitiieioii ó de tachas, y 
comunicados los autos a las partes, alegan 
de bien probado, generalmente con im es- 
crito cada una, y á lo mas con dos (1). A 
cada litigante se concede para alegar el tér- 
mino de ‘seis dias. 

2. Los alegatos han de comprender las 
deducciones y reflexiones que suministren 
las pruebas y la refutación de los argumen- 
tos contrarios; de modo que sean los escri- 
tos en que las partes hagan mas esfuerzos 
para justificar la verdad de sus asertos y la 
justicia de su pretensión. 


(1) Lí'y 1, lil. <4 y 
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3. Al fin ílel último escrito suelen po- 
ner esta cláusula: novatione ccssante: mani- 
festando con ella que piensan víderse de cual- 
quier otro medio de prueba que de nuevo 
hallaren en favor suyo, con tal de que no 
sea de testigos. Si esto se verilicare se dá 
traslado al colitigante para que esponga lo 
que crea convenirle (1)* 

4. E! juez sin embargo ñolas debe ad- 
mitir sin estar penetrado de que son per- 
tinentes, y de que conducen a la aclara- 
ción de la verdad; porque muchas veces las 
presenta una de las parles sin otro objeto 
que el de dilatar la terminación del litigio. 

5. Conclusos los autos, á petición de la 
parte ó de oficio son citadas ambas para 
sentencia , á la que precede en algunos juz- 
gados la vista del pleito, en cuyo caso con- 
curren los letrados defensores para informar 
de palabra (2). 

6. El juez debe pronunciar la sentencia 
definitiva dentro de veinte dias contados des- 
de la conclusión , y dentro de seis las in- 
terlociitorias. El que contraviniere á esta dis- 
posición incurre en el duplo de las costas 
que se ocasionen hasta dictar el fallo, y en 
la multa de 50,000 maravedís (3). 


(i) Uyvs 3, tu, 7 y I, lit. 11. 

(3) Ley 1, til. I 5. 

(3) I-ey t, lit. 16, lib. U. 
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7. La sentencia se declara por pasada 
en autoridad de cosa juzgada, si habiendo 
los liliganíes dejado pasar^ el término de cin- 
co dias sin apeíar, lo pidiere así aquel á cu- 
yo favor estaba dada. A veces se providen- 
cia esto desde luego , á veces después de oir 
a la parte contraria á quien se comunica 
traslado. Los menores y los que gozan pri- 
vilegio de tales pueden pedir restitución 
cuatro años después de cumplida su mayor 
edad(l). 

8. En los casos en que la sentencia es 
nula*, debe pedirse que así se declare en 
el término de sesenta días, contados desde 
que se dictó, que corren también contra 
el ignorante. Esta petición se hace al mis- 
mo juez, ó ante el tribunal superior (2). 

TITULO NOVENO. 


DEL JUICIO EJECUTIVO. 

SI. 

Juicio ejecutivo en general.' 

Entre los juicios sumarios establecidos 
para proceder con celeridad en negocios ur- 

(1) Leyes 8 y 10, til. 19, Part. 6. 

('í) Ley l, tit. 18, lib. 11, de la R. 


gentes, cuyo retardo pudiera perjudicar á 
los parliculares , se cuenta el juicio ejecuti- 
vo. Y como los hechos se prCvSentan en él 
daros y decisivos, como su fundamento es 
la ejecución de la sentencia pasada en au- 
toridad de cosa juzgada, y a su semejanza 
se agregan otros títulos tan eficaces, lejos 
de traer inconvenientes, ha producido no- 
table utilidad la diferencia de trámites ne- 
cesarios en los juicios declarativos y em- 
barazosos en este. Examinaremos primera- 
mente los títulos que traen aparejada eje- 
cución, y después los trámites y procedi- 
mientos del juicio ejecutivo. 


Títulos (¡lie traen aparejada ejecución. 

1, Son títulos que traen aparejada eje- 
cución todos aquellos medios que producen 
prueba plena , escepto la declaración de tes- 
tigos. Enumeramos por consiguiente : 

1. "* La sentencia pasada en autoridad de 
cosa juzgada (1). 

2. '' La ejecutoria espedida por los tribu- 
nales, que es una relación breve de lo juz- 
gado y contiene la demanda, contestación, 


( 1 ) Ley 1 , tit. í 7 , 1 ib. 11 de la N* R. 
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réplica, contra-réplica, los autos de la sus- 
tanciacion del juicio, las pruebas instrumen- 
tales y la sentencia. 

3. ^ Los laudos de los árbitros, no ha- 
biéndose reservado las partes al hacer el com- 
promiso el ‘derecho de apelar (1). 

4. ° Las transaciones hechas ante escri- 
bano público (2), 

5. ° La confesión de la deuda hecha en 
juicio (3) , y eí juramento decisorio deferi- 
do por una parte á la otra (4). 

G.'" Los vales y documentos privados des- 
pués de reconocidos judicialmente y bajo 
de iuramento, por el que los hubo firma- 
do (5). 

7.° El insírumento público otorgado con 
las solemnidades legales (6). 

Los tres primeros medios de ejecución 
se pueden llevar á efecto por apremio sin 
que preceda un juicio ejecutivo. 

2. Confesión. — La confesión hecha por 
el menor no tiene fuerza, si el tutor ó cu- 
rador no hubiese presenciado el juramento. 


(1) Ley 4» tn. I 7 ) lib. 1 1 , de la N. R. y art, 28l » 
tit. 5 de la conslilucioii de 1812. 

(2) Ley 4» I ; lib. ll, citada ya. 

(3) Ley 4. til. 28. 

(4) Ley 1 5, tit. l 1 » Parí. 3. 

(5) Ley 4» tit. 9 8, lib. 1 1 , de la N. R. 

(6) Ley 1 , til. 98. 


\n 

Si el deudor al confesar la deuda manifes- 
tara que la habia satisfecho posteriormente, 
no tendria valor esta alegación para dete- 
ner el procedimiento ejecutivo, pero sí cuan- 
do dijera que el dinero recibido le habia 
sido entregado en pago de una obligación 
anterior. 

3. Vales. — El reconocimiento del vale ó 
de otros papeles de crédito se dirige a la 
firma. Las letras de cambio con solo ser 
aceptadas producen ejecución contra el que 
las aceptó; y contra los endosantes y libra- 
dor por su orden sucesivamente, y en de- 
fecto los unos de los otros, previo el reco- 
nocimiento judicial que hicieren de sus fir- 
mas (1). 

Aunque el deudor reconozca su firma, 
si dice que no se le ha entregado el dinero 
que consta en el vale , y todavía no han 
pasado dos años desde su otorgamiento, no 
puede despacharse ejecución, mientras el ac- 
tor no pruebe la entrega ( 2 ), 

4. Los instrumentos públicos como tes- 
tamentos, escrituras y otros, son medios 
ejecutivos siempre que en su otorgamiento 


(t) Leyes í> y 7, tit» 3 líl>. 9 de la N. R., y arl. 544 
del Código de Comercio# 

(2) Ley 9, tít. I, Part. 5* La razón de esto , la espu- 
'iírao.s al hablar del modo de probar las obligaciones. 
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se hayan guardado las formalidades que las 
leyes establecen. 

§. III. 

Trámites del juicio ejecutivo, 

1. El acreedor que por medios estraju- 
diciales no ha podido conseguir el cobro de 

•su deuda, presenta , previo el juicio de con- 
ciliación, escrito acompañado de uno de los 
títulos referidos en el párrafo anterior, pi- 
diendo se libre el correspondiente manda- 
miento de ejecución contra los bienes de su 
^ deudor por la cantidad que adeuda, debien- 
do en el mismo escrito jurar ser su crédi- 
to de la cuantía que reclama (1). 

2. El juez examina esta demanda con 
detención , vé si el título es en efecto eje- 
cutivo, si ha llegado el tiempo de la eje- 
cución, y si el actor ha hecho el debido 
juramento, pues si por su omisión despa- 
chase el mandamiento sin deber hacerlo, y 
la ejecución se declarase nula , debería res- 
tituir los derechos cobrados, el cuadruplo 
ademas y las costas originadas (2). 


(1) Ley 6, iít. 28, lib. \i 
(9) Ley 1 1 , lít. 30* 
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3. Pero hallando que procede, hace li- 
brar el niaiidamiento de ejecución contra 
los bienes del deudor por la pnlidad so- 
licitada, décima en donde está en prácti- 
ca, y costas causadas y que se causaren 
hasta realizar el pago. Este mandamiento 
firmado por el juez y escribano, se entrega 
á la parte, ó con su consentimiento á un 
alguacil, pues de lo contraiáo la ejecución 
seria nula (i). 

i. Si requerido el deiulor no paga en 
el acto, se procede al embargo de sus bie- 
nes muebles ó semovientes, y en su defec- 
to al de los raices, derechos y acciones (2). 
Se escepíúan aquellas cosas que no pueden 
ser embargadas, como los instrumentos de 
labor, sembrados y barbechos, á no ser en 
casos determinados y especialísimos, como 
para pago de contribuciones, de rentas de 
las tierras, ó de lo que le hubiere presta- 
do para su labor el dueño de ellas, pero 
dejándole siempre libre un par de bestias 
para arar. Esta escepcion se estiende al le- 
cho, vestido, y demás cosas de uso cuo- 
tidiano, como también á las mieses y gra- 
nos existentes en los rastrojos y en las 
eras, en los que no puede hacerse ejecu- 
ción hasta después de entrojados (3), 

(t) Ley 1 0 t tit. 9 8. 

(2) Ley 1 2 , tít. 2 8. 

•(3) I^eyes 15 y 16^ tít. 3 i. 
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5. Verificado el embargo, se deposiiau 
los bienes en que se ha realizado en persona 
abonada del pueblo, sin que el alguacil 
pueda retenerlos , ni dejarlos en poder del 
deudor (1). Doctrina según algunos auto- 
teres en la actualidad inobserbada. 

Con mas motivo debe estarlo también 
la fianza de saneamiento , dada por el deu- 
dor para evitar el ser llevado á la cárcel, 
y que consiste en responder el fiador de 
que ios bienes embargados son suficientes 
para el pago; puesto que en la actualidad 
nadie puede ser reducido á prisión por 
deudas puramente civiles. 

6. Cuando el deudor satisface la deuda 
á las veinte y cuatro horas" de haber sido 
requerido , ó muestra coiitenla del acree- 
dor, queda libre de las costas y de la dé- 
cima; y solamente de esta última si hubie- 
se hecho el pago «antes de las setenta y 
dos horas (2), Sin embargo la práctica ad- 
mite una escepcion que consiste en no li- 
brar al deudor del pago de las costas, 
aunque satisfaga la deuda antes de las 
veinte y cuatro horas, siempre que ésta 
fuere procedente de réditos, rentas ó de 


(t) Ley t , lit, 30, lib. l!. 
(^) Leyes 15 y 1 > ^ tít« 
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otras obligaciones de tracto sucesivo, para 
evitar los perjuicios que constantemente 
pudiera estar ocasionando al acreedor un 
deudor que fuera malicioso. 

7. Pasadas las setenta y dos horas, se no- 
tifica al demandado que van á darse los pre- 
gones, por si quiere renunciarlos y aprove- 
charse de su término, que es lo que jene- 
ralmente hace, no siendo menor pues en- 
tonces le esta prohibida la renuncia. Esta 
es la notificación llamada de estado. Los 
pregones se dán de tres en tres dias sien- 
do las cosas muebles, y de nueve en nue- 
ve siendo raíces (l). 

8. Dados los pregones y pasado su tér- 
mino, 6 antes si este se hubiese renun- 
ciado, á petición del acreedor se cita de 
remate al deudor, haciéndole saber que 
vá á darse el último pregón y á enaje- 
narse sus bienes. Si el reo no fuere halla- 
do, debe practicarse esta dilijencia con su 
mujer, hijos, criados ó vecinos por medio 
de cédula, y por exhorto si acaso se halla 
ausente (2). 

9. En los tres dias contados desde la 
citación, se ha de oponer el reo, y si no lo 
hiciere, se procederá desde luego a la ven- 


<0 Ley 19 , Ift, ss. 
(2) Ley Í9 citada, 
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ta. Si se opusiere se le conceden diez dias 
de término que se llama el del encargado, 
para hacer su prueba, contados según la 
ley desde la oposición, y segunda práclica 
desde el dia en que el escribano hizo la 
entrega de autos ( 1 ). 

Si son feriados la mayor parte de los 
dias, el plazo se suspende; si solamente 
algunos, se habilitan por el juez. 

No puede prorogarse el término á ins- 
tancia del ejecutado, pero sí del ejecutan- 
te en cu JO favor está principalmente esta- 
blecida la brevedad de los trámites. De 
aqui dimana también, que al ejecutado se 
haga primeramente la entrega de autos. 

10. Deben admitirse las escepciones 
que destruyen la fuerza del instrumento, 
tales como la de pago al acreedor , falsedad, 
pacto de no pedir y otras que señalan las 
leyes (2). Tratándose de carta ejecutoria so- 
lo debieran serlo las que afectan á la eje- 
cución misma , no las que se dirijen al exá- 
mea de la obligación. 

11. Si los testigos de quienes el ejecu- 
tado intenta valerse [urna probar sus escep- 
ciones estuvieren fuera de la diócesis en 
que el juicio se celebra, sé concede el 


(t) La misma ícv 12. 
(2) Ley 3 , tiU S». 

T. lu. 


9 


í 
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término de un mes para recibir sus dichos; 
dos si estuvieren en lo mas distante del 
reino ; y seis hallándose en el estrangero; 
pero en estos casos no se suspende la eje- 
cución, dando fianza el ejecutante de que 
si fuere revocada devolverá lo recibido 
juntamente con el duplo (1). 

12. Transcurridos los diez dias, las 
parles pueden pedir entrega de autos, que 
se verifica por su orden, primero al ac- 
tor y después al reo; quienes alegan lo 
que convienen á su derecho interponiendo 
la cláusula de asm perjuic:o)> para que no 
se ciea que aquellos procedimientos ván á 
convertirse en iin juicio ordinario (2). 

13. Presentados los alegatos se solici- 

r • » ^ * 

la a veces informar verbalmente, y asi se 
concede. Pero ya con este informe ó sin 
él, examinados los. autos por el juez y ci- 
tadas las partes, dicta providencia absol- 
viendo ó condenando al demandado, cuyo 
ultimo estrémo se llama sentencia de remate. 
La absolución puede ser efecto de haber 
sido d esvií txada por las escepciones la de- 
manda, ó de no tener fuerza ejecutiva el 
inslru mentó en cuya virtud se libró la eje- 
cución: en el primer caso se cargan ías 


(O Ley 1 , lít. 2 8, 
(9) Ley 1 , tit. 28. 
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costas al actor; en el segundo al juez. Si 
la causa ha sido sentenciada de remate 
debe pagarlas el demandado. 

14. Si la sentencia es absolutoria se no- 
tifica a ambas partes, si es condenatoria 
al actor, y dándose previamente por él la 
fianza de la ley de Toledo, que consiste en 
asegurar . que en caso de revocación devol- 
verá al deudor lo que hubiese pagado, y 
ademas el doble por pena , espide el man- 
damiento de pago.(l). 

15. Con este mandamiento se requiere 
al deudor, y si no paga en el acto la deu- 
da principal y las costas, se manda hacer 
la tasación de los bienes embargados, nom- 
brándose un perito por cada parte, y en 
caso de discordia un tercero por el juez. 
La tasación y los pregones son inútiles, 
siempre que lo embargado consiste en 
sueldos, y en dinero. 

16. Verificada la tasación se publica la 
subasta por el término designado por el 
juez, que generalmente es el de 9 dias en 
las cosas muebles, y el de 30 en las in- 
muebles, con seiialamienlo de dia v hora 
en que ha de hacerse el remate, citando 
uno antes al ejecutado (2). El juez y el es- 


( l ) Ley 1 , tít. 2 8. 
(S) Uy 13 , til, 2S. 
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cribano deben presenciar este acto, al que 
se dá publicidad por medio de pregones. 

17. En el caso de que no haya postor, 
ó de que ninguno llegue a cubrir Jas dos 
terceras parles de la tasación, se provee 
la suspensión del remate y se entregan los 
autos al actor. Este suele pedir, ó (|ue se 
celebre otro, ó que se haga saber al deu- 
dor presente mejor postor bajo apercibi- 
miento de adjudicar si nó los bienes al 
que mejor postura hubiere hecho. A. veces 
pide el acreedor que se le adjudique á él 
lo embargado, por las dos terceras partes, 
cuando no se ha presentado mejor lici- 
tador. 

18. Si lo embargado v vendido ha con- 
sislido en fincas, debe otorgarse por el deu- 
dor la correspondiente escritura, y entre- 
gar ademas los títulos de pertenencia; y si 
aquel se negare , el otorganiienlo puede ha- 
cerse por el juez. 

Al deudor le queda derecho de retraer 
los bienes asi vendidos, en el término de 9 
dias contados desde la celebración del re- 
mate. 


TITULO DECIMO. 

DE LAS TERCERÍAS. 

1. En los juicios ejecutivos suele pre 
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sentarse un tercero ó coadyuvando el dere- 
cho, del ejecutante ó del ejecutado ó para 
reclamar uno que sea pro[>io suyo y esclu-r 
sivo de los demás. Mientras los bienes no 
se han vendido se admiten estas tercerías, 
de modo que lo serán aun después de dic- 
tada la sentencia. 

2. En el primer caso, á saber, cuando 
el tercero se presenta como coadyuvante de 
Ja acción, sigue el juicio en el mismo esta- 
do en que le encuentra, porque se repula 
su persona idéntica para este efecto con la 
de aquel , cuyo derecho auxilia. 

3. En el segundo caso, esto es, cuando 
se presenta como escluyente, lo hace ó bien 
reclamando el dominio de los bienes em- 
bargados , ó preferencia en el pago. Por con- 
siguiente esta clase de tercería es de dos 

O • 

maneras, de dominio y de preferencia. 

4. Si el opositor alega dominio y lo ih- 
lenta acreditar sumariamente se suspende la 
ejecución hasta que se decida á quién per- 
tenecen los bienes embargados; pero si la 
demanda del tercero se limita á esponersu 
preferencia en el crédito, no hay necesidad 
de esta suspensión, antes bien es convenien- 
te llevar las actuaciones adelante, y aun pro- 
ceder á la venta de])Osi lando su producto, 
pues entonces se satisfará al acreedor que 
ha va obtenido sentencia favorable. Y esto 
es mas conducente cuando los efectos em- 



134 

bargados bastan para satisfacer á todos los 
acreedores. 

5. Hay sin embargo mía escepcion de es- 
la doctrina. Si la miigerse presenta en" ter- 
cería, ya sea como dueña, ya como acree- 
dora de la dote , se suspende el juicio en 
el estado en que se halla , hasta la decla- 
ración de su derecho, porque siéndola fa- 
vorable el éxito, quedan los bienes en po- 
der de su marido, que es el deudor en este 

'I « « « ^ 

litigio. 

Practicados estos preliminares, el juicio 
se signe después por los trámites ordina- 
rios (1). 

6. Si durante el juicio de tercería se 
presentan varios terceros opositores, como 
sería sumamente embarazoso y complicado 
seguir con cada uno un juicio aparte , se 
observa en la práctica que se siga con to- 
dos uno solo. Doctrina que también debe 
estar regulada por los principios anterior- 
mente manifestados. 

TITULO UNDECIMO, 

DE LOS JUICIOS SUMARISIMOS. 

1. Puede tratarse de la posesión , ó con 


(í) Ley t o, tít. 5 8, lib. í 1 de la N. R* 
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todos los trámites y con el mismo método 
que el juicio civil ordinario y entonces á 
estos procedimientos se los da el nombre 
de juicio posesorio plenario; ó se disputa 
acercado ella breve y sumariamente , y en- 
tonces el juicio se llama sumarísimo. El re- 
sultado del primero es que la posesión se 
declara definitivamente, y el del segundo 
que se decide interinamente tan solo, y sin 
perjuicio de tercero que tenga mejor dere- 
cho, pudiendo litigarse después del lallo en 
juicio plenario sobre la posesión ó propiedad. 
La necesidad de fijar la persona de! posee- 
dor, que tantas ventajas tiene en e! juicio 
de propiedad, y !a de evitar disturbios han 
introducido para conseguirlo los remedios 
breves de que vamos á ocuparoos. 

Estos se conocen con el nombre de in- 
íerdiclos^ palabra tomada de la jurispruden- 
cia romana, dnti mámente ligada con sus fór- 
mulas y majistraturas, y aceptada después 
por la española. z\sí pues por iuterdicto en- 
tendemos una acción para redamar en juicio 
sumario (a posesión que nos corresponde. 

3. Los interdictos pueden sor de adqui- 
rir, de retener ó de recobrar la posesión. 
Üivídenlos también los autores en exhibí- 
torios, prohibitorios y restitutorios. Una y 
otra división comprende los mismos inter- 
dictos , si bien los considera bajo puntos de 
vista diferentes. 
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4. Ninguno de estos interdictos cuando 
se entabla necesita estar precedido del jui- 
cio de conciliación, y en todos la providen- 
cia que recae favorable al actor es ejecu- 
tiva, a pesar de la apelación que se inter- 
ponga admisible solo en el electo devolu- 
tivo : si así sucede, el apelante tiene la elec- 
ción de [)edir la remisión do autos en com- 
pulsa á costa suya desde luego , ó la de los 
originales cuando esté ya ejecutada la sen- 
tencia. En ambos casos serán citados y em- 
plazados precisamente los litigantes para que 
en el tribunal superior puedan usar de su 
derecho (I): pero no lo son en el inferior 
al hacer las justiGcaciones su contrario. 

5. Ejemplosespresosencontrarnosen nues- 
tras leyes del interdicto de adquirir. Por él 
consiguen la posesión en los bienes vacan- 
tes los herederos testamentarios ó legítimos 
reputándose como intrusos, y perdiendo el 
derecho que tienen y si no le tienen el du- 
plo ó su estimación, los qiie sin interven- 
ción de la autoridad judicial se apoderan 
de ellos (2). Este interdicto se entabla pi- 
diendo el actor que se le dé la posesión que 
le corresponde en virtud de un tituló legal, 


(I) Art. 59 (li*1 mentó. 

(3) Irfy 9 y 3, lil. 14, Parí. 6, til. 34, lib. II de 
la N. R. 
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y probados los hechos que acreditan su jus- 
ticia, accede el juez á su solicitud siu per- 
juicio de tercero de mejor derecho. 

Tiene también lugar el interdiclo de ad- 
quirir cuando alguno presenta un testamen- 
to sin vicio, ni defecto ostensible, pidiendo 
se le ponga en posesión de los bienes que en 
él se le dejan, á lo cual debe accederse sin 
que pueda impedirlo la reclamación de un 
tercero, fundada en falsedad del documen- 
to ó imposibilidad del otorgante. Sin embar- 
go si el opositor se obligase á probar in- 
medialameiile su contradicción debería ser 
oido (1). 

6. Parecidos á estos son los trámites que 
requiere el interdicto de retener. Tiene lu- 
gar siempre que el poseedor es inquietado 
por otro en la posesión, ó cuando dos que 
quieren pleitear sobre la propiedad de una 
cosa, pretenden ambos hallarse poseyendo. 
Su efecto es fijar quién ha de estar en la 
posesión, mientras el pleito de propiedad 
ó el plenario posesorio se deciden. El que 
solicita valerse de él ofrece una informa- 
cion sumaria sobre la circunstancia de es- 
tar poseyendo la cosa de que teme ser des- 
pojado, y admitida y jnstiíicado el particu- 
lar, le ampara el juez en la posesión. 


(1 ) mismas leyes anteriorest 
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7. El interdicto de recobrar la posesión 
es mas favorecido que los otros por las le- 
*yes, por la iníluencia que puede tener en 
el orden público. Compete ai que por fuer- 
za pierde la posesión que tenia en Ta cosa 
mueble ó inmueble. Al despojante ademas 
de perder el derecho que tuviese , se le im- 
pone la obligación de restituir la cosa con 
sus frutos, utilidades y desperfectos, loque 
alcanza á los menores de 14 años que sin 
embargo se libertan de la pena (1). Por des- 
pojante injusto repútase también el juez que 
quita la posesión de sus bienes al que no 
es vencido en juicio (2). Debe tenerse aqui 
preséntelo que previenen nuestras leyes da- 
das en épocas en que el rey reunia en sí la 
acción de lodos los poderes públicos repu- 
tando como cartas desaforadas las determi- 
naciones reales eo que mandaba despojar á 
alguno de sus bienes sin oirle, á no ser por 
delito notorio (3). 

8. Los trámites de este juicio suniarísi- 
mo consisten en la pretensión y admisión 
de la información sumaria de hallarse po- 
seyendo y haber sido despojado el que lo 
introduce, en cuya vista el juez manda res- 


(1) Ley 10, tit. 10, Part. 7, 

(i) Lty lit. 34 , lib. 1 1 de la N. H 
(3) licy (i, tit, 4> 3 de la N. 
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tituir en la posesión al despojado, y conde- 
na en las costas al despojante. 

9. Entre los interdictos prohibitorios me- 
rece especial mención el de obra nueva, que 
es el legítimo modo de impedirla. Solo las 
obras nuevas en todo ó en parte, y ñolas 
antiguas que sin perder su forma son repa- 
radas (1), pueden dar lugar á su introduc- 
ción. Tiene por fin la defensa de nuestro 
derecho ó e\ del publico, conservándonos en 
la posesión en que estamos, ó preservándo- 
nos del mal que nos amenaza. Se puede en- 
tahlar por los que tengan algún derecho en 
la cosa 1 ^ 2 ) y de consiguiente por el dueño, 

i por el censuario , por el fructuario y por 
aquel á cuyo favor está constituida una ser- 
vidumbre predial (3). En el caso de que por 
relaciones de negocios ó de amistad intro- 

o ^ 

duzca la denuncia uno á nombre de otro sin 
poder suyo, debe dar fianza de que lo apro- 
bará la persona en cuya representación de- 
manda (4). 

10. La denuncia puede hacerse al due- 
ño de la obra , al que en ella le represen- 
ta ó á los operarios, de palabra ó arrojan- 


(1) Leyes 13 y 14; Poi'l. 3. 

(9) Ley 4 , dicho til. 35. 

(3) Ley 4 y S, til. 35, 

(4) t->ey. 1 , liu 35. 
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í!o ademas una piedra ó acudiendo al juez 
para que la haga cesar (1), cuyo ultimo me- 
dio es el mas usado en la práctica. Admi- 
tida la denuncia se iiolinca á los operarios 
que cesen en la obra , de cuyo estado po- 
ne fé el escribano, y se dá traslado á la 
parte denunciada, siguiendo después el jui- 
cio los mismos trámites que el ordinario 
hasta la sentencia ; si bien defien ser mas 
limitados los términos. 

11. El efecto de la denuncia es suspen- 
der la obra mandando el juez derrivar á cos- 
ía del edificante lodo lo que después se ba- 
ya hecho, pero el pleito debe fallarse en el 
término de tres meses, pasados los cuales 
deberá permitirse edificar bajo caución de- 
inolitoria (2), y aunque no pase este térmi- 
no siempre que por razón de las aguas ú 
otra cosa semejante pueden originarse da- 
ños de consideración. 

12. A la denuncia de nueva obra es se- 
mejante el interdicto que nos corresponde 
para evitar el daño que nos amenaza por el 
estado de mina de obras antiguas ó mal cons- 
tituidas. En vista de la pretensión del ac- 
tor y comprobación del hecho por el re- 
conocimiento pericial, debe el juez mandar 


(1) ^Ley 1, citada. 

(2) Lt*y 9, tit. 32 citada» 
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qué el dueño asegure lo que está ruinoso, 
y dé fianza á los vecinos por el daño que 
pueda resultarles; y en el caso de no admi- 
tir reparación que lo demuela. Si el due- 
ño se niega a la reparación y fianza, deben 
los vecinos que se querellan ser puestos en 
posesión de la cosa, cuyo dominio adquiri- 
rán si dura en su rebeldía, y no repara ó 
demuele en el término preíijado (1). Lo que 
se dice de un edificio que nos causa daño 
es estensivo á los árboles en igualdad de cir- 
cunstancias (2). Otros egemplosde interdic- 
tos proponen nuestras leyes, en casos tan 
claros cuando llegan á ocurrir que no cree- 
mos nosotros necesaria su esplicacion. 

13. Por último solo nos resta advertir 
que para evitar que las providencias de go- 
bierno dictadas por las autoridades admi- 
nistrativas en el círculo de sus funciones 
puedan anularse por los jueces á instancia 
de los interesados que reclamen la posesión, 
está mandado que causen estado y que se 
lleven á efecto , pudiendo solo los tribuna- 
les administrar justicia á las partes cuando 
entablen las acciones ordinarias que les com- 
peten, ^ no los interdictos posesorios (3). 


(I) Lí*y 10. 

(3) Ley 12. 

(3) Real orden de 8 de mayo de 1839. 


14 ^ 

Disposición es esta que no deja de ocasio- 
nar competencias en el estado de confusión 
de límites entre los poderes ejecutivo y ju- 
dicial. 


TITULO DUODECIMO. 

DE LOS JUICIOS UNIVERSALES. 



Juicios universales en general. 

Hasta aquí hemos tratadodelos juicios que 
hacen relación á asuntos singulares; en ellos 
casi siempre están marcados los caracteres 
del actor y reo y determinada la cosa que 
se pide : pasamos ahora á tratar de los que 
por hacer relación á todos los bienes lla- 
mamos universales. A esta clase pertenecen: 

1. ^ El concurso de bienes necesario ó 
voluntario, 

2. "" El concurso de espera. 

3. ° El concurso de quita. ^ 

4. ° El juicio de testamentaria y a biníes- 

taío, ^ 



U3 





Concurso de bienes, 

1. El concurso de bienes puede ser vo- 
luntario ó necesario. El volantario es so- 
licitado por el deudor que sabe que sus bie- 
nes no llegan á cubrir sus deudas. El ne- 
cesario es promovido por los acreedores siem- 
pre que se reúnan mas de tres que simul- 
táneamente soliciten el pago de sus crédi- 
tos. Introducidos uno y otro en beneficio 
del deudor que así evita las molestias de di- 
ferentes ejecuciones, y de los acreedores que 
garantizan del modo posible sus créditos con 
la igualdad ó prelacion que les dá la ley, 
siguen en su siistanciacion el método que 
pasamos á esponer. 

2. ^ Concurso voluntario. El deudor pre- 
senta con la demanda, lista de sus acree- 
dores, de la cantidad de ios créditos, y de 
los bienes con que cuenta para satisfacer- 
los, El juez en su virtud cita á los prime- 
ros á una junta, y llegados el dia y hora 
señalados, y constando que se han hecho 
personalmente las citaciones á todos los co- 
nocidos se procede á la admisión ó repul- 
sa de la cesión por todos, ó por la mayor 
parte de los acreedores en cantidad , no en 
numero. Para este acto no os indispensa- 
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ble que los acreedores hayan de legitimar su 
crédito. 

3. Admitida la cesión el deudor no se 
reputa ya dueño de los bienes, que cor- 
responden al concurso. Este nombra un sín- 
dico ó administrador que se apodera de to- 
dos, y se encarga de su manejo y recauda- 
ción ; y suele también elegir un defensor 
que le represente, en los negocios judiciales. 
Los cargos de síndico y de defensor pue- 
den conferirse á una, ó á unas mismas per- 
sonas. 

4. Si la mayoría se niega á admitir la 
cesión el juez determina, y contra su pro- 
videncia quedan espeditos a los litigantes 
la acción y los recursos ordinarios. Pero si 
se opusiera la minoría podréui todos los de 
ella, ó cada uno separadamente formalizar 
su gestión, sustanciándose con el deudor ó 
con el defensor ó representante del concur- 
so , siguiéndose los trámites de un juicio or- 
dinario. 

5. Después de la junta en que se admi- 
tió la cesión , cada uno de los acreedores 
justifica en pieza separada su crédito, que 
se reputa legítimo, si con él están confor- 
mes, el deudor y el representante del con- 
curso, y no estándolo se sigue para su de- 
claración nn juicio ordinario. Justificados ya 
todos los créditos se procede á su gradua- 
cioix en los autos principales ; en ellos ale- 
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p cada uno los fundamentos en que se apoya 
Ja prelacion de su crédito respectivo, se con- 
fiere traslado á los demas y al representan- 
te del* concurso 5 se recibe á prueba si es 
indispensable , y á sn tiempo se dá fia sen- 
tencia de graduación, llamada asi porque 
marca la preferencia con que deben ser sa- 
tisfechos los créditos según la prelacion que 
tienen por las leyes. Los recursos que com- 
peten en un juicio común, corresponden 
también en este de que tratamos. 

6. Concurso necesario. Solo en el mo- 
do de empezarse se diferencia del volunta- 
rio el concurso necesario de acreedores. Sue- 
le comenzar, ó bien cuando reconvenido el 
deudor por alguno de los acreedores se pre- 
sentan otros reclamando preferencia en sus 
créditos, ó cuando solicitan esta prelacion 
en nn juicio de testamentaria , ó cuando con- 
curren pidiendo contra los bienes del deu- 
dor en virtud de quiebra, ó fuga suya. En 
estos casos solicitan los acreedores que se 
acumulen todos los autos que contra aquel 
se siguen, ya en uno mismo ya en diferen- 
tes tribunales. Declarado el concurso por 
auto del juez, y acumulados los pleitos, so 
procede á la convocación de una junta ge- 
neral de acreedores, en la que y posterior- 
mente se siguen los mismos trámites que pa- 
ra el concurso voluntario dejamos espiiestos. 


T. m* 


10 
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§. III. 

Concurso de espera, . 

La espera es una moratoria que los 
acreedores conceden al deiulor (1), que se 
encuentra imposibilitado por desgracias im- 
previstas de pagar sus deudas desde luego. 
Para conseguiría* presenta al juez^ lista de 
sus a’creedores, de las cantidades que de- 
be, y de sus bienes, solicitando que se le 
dé espera, esto es, que se le fije plazo pa- 
ra satisfacerlas. El juez convoca una junta 
á que son llamados todos los acreedores; 
y admitidos los que justifiqúen sus crédi- 
tos, resuelve la mayoría en cantidades, no 
en personas, si se ha* de conceder ó no 
la moratoria, advirtiéndose que si igual 
numero opinase por la concesión, que el 
que opina por la denegación del plazo, se 
ha de seguir el acuerdo de los prime- 
ros (2). El juez aprueba lo hecho por la 
mayoría, y es obligatorio para todos los 




(O Ni los tribunales ele justicia, ni el poder ejecuti- 
vo pueden conceder* esta gracia como antes hacían, por- 
que no está en el círculo de las atribuciones que la ley 
fundamental Ies encomienda. 

(2) Ley 5 , tít. 15, Part. 3^ 
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que han sido citados, cualquiera que haya 
sido su voto, pudiendo ser en un caso 
compelidos á ello en virtud de demanda 
del deudor^ que seria examinada en un 
juicio ordinario. 

Solo el deudor de buena fé tiene dere- 
cho á esté beneficio , que se negará á los 
que han incurrido en quiebra fraudu- 
lenta (!}• 

S* IV. 

Concurso de quita. 

Quita es perdón de parte de la deu- 
da: los que quieren conseguir este benefi- 
cio de todos sus deudores, deben solicitar 
el concurso. En él han de observarse las 
mismas formalidades previas que en el de 
espera. Cuando todos los acreedores se 
convienen, el juez accede y el juicio queda 
terminado ; pero si hay disidencia se deci- 
de por mayoría y el acuerdo daña á los 
que citados no han comparecido, y á los 
que han sido de opinión diferente, á no 
ser que aquel que no se conforme, tenga 
un crédito superior al de todos los otros 
reunidos, ó hipoteca general ó especial en 


(1) Ley 5 y 6 , lit, 39 , lib. 11 de la N. R. 
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los bienes del deudor, circunstancia qué 
no asiste á los demas (1). 

V. 

Juicio de íestameníana ó abiñíesíado. 

1 . El objeto de esle juicio es solo dis- 
tribuir entre los herederos , legatarios y 
acreedores los bienes que por obligación 
del finado , por su voluntad ó por la ley 
pueden corresponderles. Hemos manifesta- 
do ya al tratar de las cosas comunes á la 
sucesión testada é intestada, las doctrinas 
que deben tenerse presentes en este lugar: * 
allí manifestamos también la circunspec- 
ción con que debia procederse por los 
tribunales en tomar conocimiento de las 
sucesiones testamentaria y abintestado en 
que no pueden entender, sino cuando los 
llama la ley para evitar perjuicios á herede- 
ros ausentes, menores, incapacitados ó ig- 
norados; ó cuando los llama la voluntad de 
alguno de los herederos poco conformes 
entre sí. Las reglas que allí dejamos esta- 
blecidas no debemos reproducirlas en este 
lugar, limitándonos á decir que la inter- 
vención judicial en los casos en que com- 
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pete , es para que tengari efecto aquellas dis- 
posiciones. El orden de pedir su cumpli- 
miento es también el que propusimos. 

TITULO DECIMO-TERCERO. 

De los recursos re nulidíCp contra, las 

PROyiRENCÍAS RE LOS JUECES INFERIORES. 

§• 

1 . Enumerados en otro título los casos 
en que son nulas las sentencias /solo nos 
queda por decir dentro de que término, 
y ante qué juez debe proponerse el recur- 
so de nulidad. 

2. O la sentencia que se trata de anu- 
las es sobre negocios de menor ó de mayor 
cuantía. Examinaremos pues ambos casos. 

§• n. 

Recursos de nulidad en los negocios de menor 

cuantía. 

1 . En ellos debe interponerse este recur- 
so ante el mismo juez que dictó la senten- 
cia , y en el término de cinco dias conta- 
dos desde la notificación ; siendo una cir- 
cunstancia atendible para su admisión, el 
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que si la nulidad consiste en haber viola- 
do algún trámite esencial,, haya sido recla- 
mada antes de la sentencia. Admitido pues 
el recurso, deben remitirse á la audiencia 
los autos originales á costa del recurrente, 
]»rcvia la citación y emplazamiento de las 
partes, para que acudan á ella á usar de 
su derecho y reservando testimonio de 
aquellos si lo pide uno de los litigantes 
y también á costa suya: la sentencia del 
juez se lleva siempre á efecto con tal de 
que la parte á quien favorece preste la 
competente fianza de estar á las resultas 
si el proceso ó sentencia se repone (1). 

2. Los autos se entregan á las partes 
por su orden y por término de 9 dias, 
para el solo objeto de que se instruyan sus 
defensores; y viéndose el negocio con cita- 
ción de los interesados é informe de sus le- 
trados, se dá el fallo definitivo que no ad^ 
mite súplica ninguna (2). 

3. Nosotros creemos que esta doctrina 
es ostensiva, no tan solo á los negocios en 
que se ventila el importe de 40,000 mrs. 
ó menos, indicados por el reglamento; si- 
no también á aquellos cuyo valor llega 
hasta dos mil rs. , que son los que se lla- 
man ahora de menor cuantia con arreglo 
á la le y de 10 de enero de 1838, 

(í) Arl. 4*2 del Reglamento. 

(9) Arl. 69. 
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s. III. 

Recursos de nulidad en los negocios de mayor 

cuantía, 

L Menos esplí citas y completas se ha- 
llan las leyes para la sustanciacion de es- 
tos recursos que para los anteriores. Lo 
que línicaraente se deduce de su contenido 
es, que pueden entablarse ante el mismo 
juez que dictó la sentencia, ya para que 
conozca de ella, ya para que remita su co- 
nocimiento á la audiencia. El recurso de- 
be proponerse dentro de sesenta dias con- 
tados desde que se pronunció el fallo, tér- 
mino que debemos considerar fatal. De la 
decisión del recurso de nulidad no es ad- 
misible otro nuevo de la misma clase , si- 
no ‘únicamente los de apelación ó de sú- 
plica (1). 

2. Esta doctrina . es la que se halla 
apoyada en las leyes; los autores de prác- 
tica suelen suscitar algunas cuestiones, 
que aunque sean interesantes, no pertene- 
cen á nuestro instituto. 


(1) Ley 1 9 tíu 18 , lib, 11 la N. 



TITULO DECIMO CUARTO. 


DI LAS APELACIONES. 

§• 1 . 

Apelaciones en jeneraL 

1. Los errores á que están espuestos 
los jueces, la posibilidad de que por igno- 
rancia, por mala fé, ó por la poca claridad 
de las pruebas aducidas en primera instan- 
cia ocasionen perjuicios á las partes en la 
sentencia definitiva, ha hecho necesario 
que la repetición de fallos venga a dar 
cierto grado de seguridad moral al acier- 
to de la sentencia* De aquí el recurso de 
apelación á los tribunales superiores en ca- 
so de juzgarse agravado el litigante por* el 
tribunal inferior. 

2. De consiguiente la apelación puede 
ser definida ^recurso que una ele tas parles 
hace al tribunal superior pidiendo revocación ó 
enmienda de la sentencia del inferior, 

3. Todas aquellas personas á quienes la 
sentencia perjudique, tienen derecho de 
apelar, aunque no hayan sido partes en la 
controversia (1). Asi pues si no apela el 


(í) Leyes 2 y 4 , tít, , Parí, 3. 
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comprador de una cosa condenado á res- 
tituirla, puede hacerlo el vendedor por 
estar obligado á la eviccioii. 

El procurador , autorizado con un po- 
der jeneral para pleitos, debe entablar y 
seguir la apelación; mas si el poder es es- 
pecial para uno, le es obligatorio apelar y 
potestativo continuar la apelación. Si no ape- 
lare, ni hiciere saber la sentencia á su 
principal, esta permanece firme, satisfa- 
ciendo el procurador los daños y perjui- 
cios,' teniendo medios para ello, pues de 
lo contrario puede apelar el principal den- 
tro de los cinco di as contados desde que 
llegó la sentencia á su noticia (1), 

4. La apelación se interpone del juez 
inferior al superior inmediato en grado , y 
si se apelase para ante un superior no in- 
mediato ó para im juez igual al que dictó 
la sentencia, es valida y se manda que 
acuda el apelante á donde corresponda. La 
apelación hecha para ante un juez inferior, 
ó de un territorio distinto es nula (2). 

5. Puede apelarse de la sentencia de- 
finitiva, pero no de las interlociitorias, á 
no tener fuerza de definitivas. La razón es 
muy sencilla. El perjuicio causado por las 


(1) Ley 2 y 3 del mismo tít. y ParU 
( 2 ) Ley es 17 y l 8 ^ 
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primeras, solo en otra instancia puede re- 
sarcirse, el ocasionado por las segundas 
se deshace en la definitiva, á lo que se 
agrega que los pleitos se dilatarían infinito 
si de todas las sentencias interlocutorias se 
permitiera apelar (t). 

6. Consecuencia de la doctrina que 
acabamos de esponer es, que son apelables 
las sentencias interlocutorias , cuando fue- 
ren dadas sobre escepcion perentoria, so- 
bre algún artículo que cause perjuicio ir- 
reparable, sobre incompetencia de juris- 
dicción cuando el juez se declarase compe- 
tente, y sobre recusación y denegación de 
traslado (2), porque en todos estos casos 
tienen el carácter de definitivas, ó lo que 
es lo mismo, es irreparable en la senten- 
cia definitiva el mal que pueden originar. 

7. Hay casos en que no se puede ape-, 
lar ni aun de las sentencias definitivas. Es- 
to acontece, ya en cumplimiento de un 
pacto, ya por evitar gastos mayores tal 
vez que el valor de lo que se controvier- 
te. Asi pues si pactasen los litigantes que 
ninguno de los dos apelaría del fallo del 
juzgado, debería ser guardado este conve- 
nio (3); asi no tendría lugar la apelación 


(l) Li;y 13 , tit. 23 , Parí. 3* 

Loy 1 3 citada y 23 , til. 20 , lib. 1 1 de U N. K. 
(3) I^y t3 citada. 
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en negocios en qne el valor de lo litigioso 
no pasase de 25 duros en la península é 
islas adyacentes, ni de 100 en ultramar (1), 
y tampoco seria admisible la apelación de la 
sentencia dada en, virtud de juramento vo- 
luntario de las partes (2). 

8. La apelación puede hacerse de pa- 
labra y por escrito, y se interpone ante el 
mismo juez que dió la sentencia de que se 
apela. Se hace de palabra en el acto de la 
notificación de la sentencia; por escrito 
dentro del término de cinco dias contados 
desde el déla notificación inclusive, aun- 
que en el uso do los tribunales no se cuen- 
ta (3). 

Según las leyes de Partida, no corre 
este término contra los menores y demas 
que gozan del beneficio de restitución has- 
ta pasados cuatro años que se dán para re- 
clamarle (4). 

Puede admitirse la apelación en el efecto 
devolutivo y también en el suspensivo. Se 
dice admitida en el efecto devolutivo siem- 
pre que la sentencia del inferior se lleva 
á efecto, mientras en el superior se deci- 


(1) Arl* 39 del reglamento provisional* 

(2) Leyes 15 y 25, lít, 11 Parí. 3. 

(3) Ley 1 , lít* 20, lib. 11 de la N. R. 

(4) Leyes 1» 8 , 9 y l0> líU Parf. 8. 
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de acerca de ella. Se dice admitida en el 
efecto suspensivo, cuando la apelación pá- 
ra completamente los trámites ulteriores y 
detiene la ejecución de la sentencia basta 
que en el superior se falle acerca de ella. 

Cuando la sentencia contiene varias 

* 

partes , puede apelarse de las unas , y con- 
sentirse las otras (1). 

9. Conviene saber, Cuando se admite 
la apelación en ambos efectos , y cuando 
tan solo en el devolutivo. La regla jene- 
ral es que la apelación se admite lisa y 
llanamente, esto es, en ambos efectos; y 
solo en el devolutivo, en sentencias de 
ejecución urjente, cuyo retraso ocasiona- 
ria al litigante favorecido por el fallo ma- 
les graves é irreparables. *Estos casos son 
los siguientes : 

Los juicios sumarísimos de posesión 
y los de igual índole (2). 

2. ^ Cuando han sido objeto del litigio 
cosas que no pueden conservarse sin de- 
terioro, como frutos, mieses y otros pro- 
ductos naturales. 

3. ° Cuando el pleito ha sido pertene- 
ciente á nombramiento de tutor (3). 


(1) Ley 14 , lít. 23 , Part. 3. 

(2) Ari, 49 dcl reglanicnlo. 

(3) Ley 22 , tít. 20 , l¡b. 11 de la N. R. 
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4.® »Laís sentencias de áliinentos cuando 
es pobre el que ha de recibirlos. 

Los autores enumeran algunos otros 
casos que pueden referirse á las reglas que 
dejamos establecidas. 

10. El que no ha apelado de la sen- 
tencia no puede después contradecirla en 
el tribunal superior. Sin embargo como es- 
ta puede serle en parte favoi’able, y en 
parte perjudicial, tiene el recurso de ad- 
herirse a la apelación, y en este caso pue- 
de combatir lo adverso y defender lo qué 
le favorece. Para adherirse tiene de tér- 
mino hasta la contestación al escrito de 
agravios, y pasado que sea no debe ser 
oidoi 


§. IL 


Apelaciones en los negocios de menor ciianiia, 

1. Asi como los trámites de este juicio 
son en primera instancia mas breves que 
los del civil ordinario, asi también Ib son 
proporcionalmente en la segunda ó sea en 
la apelación. 

2. Si uno de los litigantes apelase en el 
término que al efecto se concede, el juez 
debe admitir llanamente el recurso, sin dar 
traslado, mandando citar á las partes para 
que por sí ó por medio de procurador acu- 
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clan dentro de 15 dias ala audiencia del ter- 
ritorio , remitiendo á ella los autos á costa 
del apelante (1). 

3. Llegados estos , se hace el reparti- 
miento así que ha transcurrido el término 
de la citación ó emplazamiento, se dá cuen- 
ta á la sala á que corresponde , y esta man- 
da pasar los autos al relator señalando desde 
luego el dia de la vista , que ha de ser uno 
de los seis primeros siguientes (2). 

4. En el dia señalado , el relator sin for- 
mar estracto ni apuntamiento, debe dar 
cuenta , leyendo á la letra lo que sea nece- 
sario, especialmente en las diligencias de 
prueba. Para esta vista no se permite la asis- 
tencia de abogados, pero sí que las partes ó 
sus procuradores hablen sobre hechos lo que 
ju^^ue conveniente (3). 

o. La vista de estos pleitos se celebra , y 
el fallo se determina con la asistencia de tres 
magistrados, de los cuales hacen sentencia 
dos votos conformes (4). 

6. Si la sentencia de vista confirma en 
todas sus partes la del juez de primera ins- 
tancia, causa ejecutoria : sí la revoca por to- 


{) ) Art. 1 4 la ley de 10 de enero de 1838. 
(?) Art. 15. 

(5) Al t. l6, 

(4) Art. 17. 
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dos los votos conformes de los magistrados 
que asisten ala vista , también la causa ; pa- 
ra cuyos efectos debe espresarse en ella si 
se ha dictado por unanimidad ó por mayo- 
ría absoluta (1). 

7. Terminado el pleito en la audiencia, 
el escribano de cámara sin necesidad de 
mandato del tribunal debe devolver los au- 
tos al juez inferior con una certificación á 
la letra de lá sentencia ó sentencias de la 
audiencia, y de la tasación de costas si la hu- 
biere (2). 

8. En virtud de esta certificación el juez 
de primera instancia de plano y sin dar lu- 
gar á gastos y dilaciones posibles de escusar- 
se, ha de proceder á la ejecución de la sen- 
tencia que ha causado ejecutoria, y á la 
exacción de las costas. Para ello debe man- 
dar requerir al deudor, y si este no pagare 
en el término de dos dias , se procede al em- 
bargo y venta en publica almoneda de bienes 
suficientes; por el término de tres dias los 
muebles, y de nueve los raices con prego- 
nes de tres en tres. El importe délas cos- 
tas se remite á la escribanía dé cámara pa- 
ra su correspondiente distribución (3j. 


(1) - Art. 1 8. 

(2) Art. 22. 

(3) Art. 23 y S 4 . 
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§. in. 

Apelaciones en los negocios de mayor cuantía, 

1. Aílmilida la apelación, hay que dis- 
tinguir si lo ha sido en uno ó en ambos efec- 
tos. En el primer caso se eiiYÍan los autos á 
la audiencia en compulsa á costa del apelan- 
te, ó se remiten originales, si ha sido plena- 
mente ejecutada la sentencia; previa la cita- 
ción y emplazamiento de los interesados pa- 
ra que acudan á defender su derecho en el 
tribunal superior (1). A veces también cuan- 
do los autos son de crecido volumen y la 
compulsa muy costosa, se remiten origina- 
les aun antes de llevarse á éjecucion la sen- 
tencia, para cuyo efecto se reserva el juez 
testimonio íntegro de ella. 

2. Cuando la apelación es ádniisible en 
ambos efectos y asi lo ha decidido el infe- 
rior, se remiten desde luego á la audiencia 
los autos originales á cosía del apelante, pré- 
via siempre la citación y emplazamiento que 
anteriormente hemos indicado (2). En vir- 
tud de estas disposiciones del reglamento 
provisional , creemos suprimidos los trámi- 


(1) Arl, i{9 del reglamcnlo, 
(5) Art, 50. 
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les de la mejora déla apelación, y el testi- 
monio que se daba para realizarla. 

3. Las leyes señalan el plazo de 15 dias 
para presentarse en la audiencia dios resi- 
dentes en la misma provincia, y el de 40 á 
los que residen fuera (1); pero esto se ob- 
serva poco en la práctica , y el juez inferior 
es quien le designa , siendo ampliado en ca- 
so necesario por el tribunal superior. 

4. Si el apelante no ha .comparecido en 
el término que se le señaló , y sí su contra- 
rio , se espide órden para que lo verifique, 
y no haciéndolo se tiene por desierta la ape- 
lación, y de consiguiente la sentencia por 
pasada en autoridad de cosa juzgada. Si la 
falta fuere del otro litigante , á pesar de 
haberle señalado plazo para comparecer , se 
sigue la apelación en estrados, y si no bu- 
biere habido este señalamiento debe citar- 
sele de nuevo , y en caso de no acudir seguir 
la causa en su rebeldía como en el caso an- 
terior (2). 

5. Trámites de la apelación. Entregados 
los autos al apelante presenta el pedimento 
de agravios con los documentos que tuviere 
para fundar su preteiisiou , se dá traslado a 
la otra parte, quien debe evacuarlo en la 


(1) Ley 4 , lít. SO , lib. l l de la N. R. 

(2) Ley 6 , tíf, 20 , lib. 1 1 de la N. R. 

T. III. i í 


1 6á 

mi^na forma : suele también haber réplica 
y contra-réplica, y con estos cuatro escritos 
a lo mas queda lijada la cuestión. Las |)arles 
pneden ampliar en cosas accidentales su pe- 
tición de primera instancia, y aun alegar 
nuevos hechos. Y tanto en este caso como 
en el de querer corroborar las antiguas, se 
recibe el pleito á prueba siempre que las 
justificaciones ofrecidas sean conducentes 
para su decisión. 

6. La misma doctrina qtfe en primera 
instancia , rije acerca de las pruebas en es- 
ta segunda, pero no se pueden admitir tes- 
tigos sobre los mismos artículos ó sobre otros 
directamente contrarios. 

7. No lia lugar á la prueba de tachas en 
esta segunda iiislancia no habiéndose pro- 
puesto en la primera; ó no habiéndose pro- 
bado en ella las lachas , á no ser que el juez 
itiferior hubiese negado su admisión, ó no 
hubiere podido ejecutarse por una justa 
causa. 

8. Hecha la publicación de probanzas se 
entregan sucesivamente los autos á las par- 
tes, las qife alegan en un escrito cada una: 
con ellos se considera concluso el pleito, y 
se procede á la vista con citación de los 
interesados, y pasándose los autos al re- 
lator. 

10. Dicen los autores en conformidad 
con la práctica de los tribunales, que si la 
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providencia apelada fuese de las interlocu- 
lorias en que tiene lugar este recurso , no se 
adiuiten nuevos escritos, alegatos ni pruebas, 
a no ser estas ultimas en caso que asi lo exi- 
ja la aclaración de la verdad, y que pasán- 
dose los autos por su orden á las partes y lue- 
go al relator, se procede á la vista, y el ar- 
ticulo se decide con el informe verbal de los 
defensores. 

11. Si se confirma la sentencia apelada, 
se imponen las costas al apelante; si se re- 
voca ó confirma con alguna adición sustan- 
cial, ambos deben pagarlas (1). Doctrina que 
se funda en la presunción de buena ó mala fé 
de los litigantes. 

§. IV. 

Apelaciones en los juicios ejecutivos^ 

Las leyes no examinan la doctrina que 
debe seguirse en las apelaciones de los jui- 
cios ejecutivos. La práctica común es no ad- 
mitirse escritos, sino terminarse el pleito en 
vista con solo el informe verbal de los letra- 
dos defensores cuando se ha apelado de la 
sentencia de remate. 


(l) Leyes 97 , tít. 93 , Parí. 3 y 2 , tít. í 9 j lih 
1 1 de la N. R. 


4 
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TITULO DECIMO QUINTO. 


|>E L.\S SLVUCAS, 


§■ í- 

Súplicas en general. 

1, Los fallos primeros de las audiencias 
no se consideran legalmente tan seguros del 
acierto , tan esenlos del error , que no den 
lugar á recursos ulteriores; pero como aque- 
llos tribunales representan en la adminis- 
tración de justicia á la primera persona del 
Estado , fuente y origen de toda jurisdic- 
ción, no se apela de sus sentencias, sino 
que se suplica para ante ellos mismos. 

2. Hay sin embargo casos menos gra- 
ves, otros no tan sujetos á error , y algu- 
nos de mas fácil enmienda en que las su- 
plicas no son admitidas. Tales son: 

1. ^ Los juicios sumarísimos de posesión, 
bien sea que el auto de vista confirme ó re- 
voque el del inferior. 

2. " Los plenarios de posesión , á no ser 
que la sentencia de vista no sea enteramen- 
te conforme á la del inferior, y la entidad 
del negocio esceda de 500 duros en la Pe- 
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nínsula é islas adyacentes , y de lOOd en 
Ultramar (1). 

S.'’ Los pleitos sobre propiedad, cuya 
cuantía no pase de 250 duros en la Penín- 
sula y de 500 en Ultramar, bien sea que la 
sentencia de vista confirme 6 revoque la pri- 
mera ^2). 

4. ° Los pleitos sobre propiedad , cuya 
, cnanlía no esceda de 1000 duros en la Pe- 
nínsula ó islas adyacentes y de 2000 en Ul- 
tramar, siendo la sentencia de vista en- 
teramente conforme á la de primera ins- 
tancia,. 

Cesan estas dos ultimas escepcioiies, cuan- 
do el que interpone la súplica presenta do- 
cumentos , jurando que los encontró nue- 
vamente, y que antes no tuvo noticia de 
ellos á pesar de sus diligencias (3). 

5. '" Las sentencias de las audiencias con- 
firmatorias de las dadas por jueces árbitros, 
y el cumplimiento de transacciones (4). 

6. ° Los autos que dan los tribunales su- 
periores declarándose ó no competentes (5), 


(t) Art. 66 del re{>laraenlo. 

(2) La ley de 10 de. enero de 1838 que admil^* nú- 
plicas en los negocios de menor cuantía , parece hanarse 
en contradicción con este artículo del reglamento. 

(3) Art, 67 del reglamento, 

(4) Ley 4» tit’ 17, lib. 11 de la N. R* 

(5) Ley 7, tit. 11, lib, ll de la N. R» 
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7.° Las sentencias interlocutorias, á no 
tener fuerza de definitivas (I). 

§. II. 

Súplicas en los negocios de menor cuantía, 

1. Tiene lugar la súplica en los negocios 
(le menor cuantía, cuando la sentencia de 
vista no causa ejecutoria (2). Puede inter- 
ponerse por escrito y de palabra, estendién- 
dose por diligencia en este último caso (3). 
Para su admisión no se necesita conferir tras- 
lado, y admitida se señala diapara la revista 
dentro de los tres primeros siguientes (4). 
Esta se celebra por dos magistrados diver- 
sos reunidos con los que vieron antes el 
pleito, y en los mismos términos que la vis- 
ta. Unos y otros votan, y el acuerdo que 
toma la mayoría hace sentencia y causa eje- 
cutoria (5). 

2. Los términos en esta tercera instancia, 
lo mismo que en las anteriores que versan 
acerca de negocios de menor cuantía, son 


(t) I^py 13, t¡t. 23, Parí. 3. 

(2) Arl. 19 do la ley de 10 de enero. 

(3) Arl. 25. 

( 4 ) Arl. 19. 

(5) Art, 90. 
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¡mprorogables y perentorios, pero no se cuen- 
tan en ellos los dias festivos en que vacan 
los tribunales (1). 


§. IIL 


Súplicas en los negocios de mayor cuantía. 


1 . En todos aquellos casos en que son 
admisibles las suplicas en negocios de ma- 
yor cuantía deben interponerse dentro de tres 
dias si se trata de sentencias inlerlocutorias 
con fuerza de deQnitivas, y dentro de diez 
siencb) de las ultimas. Estos términos se ciien- 
tan desde la notificación (2). 

2. En el escrito de suplica se hace espre- 
sion de agravios, y á él se acompañan los do- 
cumentos ó escrituras justificativas que tan 
solo son admitidas después, prestando e! que 
los aduce el juramento de no haber llega- 
do antes li su noticia. De este escrito se dá 
traslado á la parte contraria ,' la que respon- 
de en el término de seis dias, haciendo igual 
presentación de documentos que el supli- 
cante. Visto lo que ambas alegan se admi- 
te ó deniega la suplica. 

3. Admitida la súplica , y presentado otro 


(t) Arl. 2 7 de la mism.T. 

(“ 2 ) 1, lit. 21,lib. ti {ri K- B 
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escrito por cada litigante , los autos se 
declaran conclusos para prueba ó defini- 
tiva. 

4. No se admiten pruebas dirigidas á jus- 
tificar lo misino ó directamente ( onlrarioá 
lo probado en primera ó segunda instancia, 
sino las que tienden á justificar nuevos he- 
chos (1). 

5. El pleito signe después los niivsmos trá- 
mites que hemos indicado hablando de la 
segunda instancia, y la sentencia de revis- 
ta causa ejecutoria escepto en aquellos ca- 
sos que dan lugar al recurso de nulidad. 

§. IV. 

Súplicas en los juicios ejecutivos. 

Las leyes guardan siléncio acerca de 
estos recursos; los autores establecen la si- 
guiente d octrina. 

Si es revocada en segunda instancia la 
sentencia de remate dá lugar a la súplica 
de parte del ejecutante , á no ser aquella 
evidentemente nula: pero si es revocada la 
providencia del inferior declarando no ha- 
ber lugar á sentenciar de remate y se man- 
da que siga la ejecución adelante , entonces 
no debe admitirse el recurso de súplica. 


(1) Ley 3, 4 y 5, til. 21, lib. U de la N. R. 
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TITULO DEGIMO-SESTO. 

DE LOS RECURSOS DE NULIDAD CONTRA LAS PRO- 
VIDENCIAS DE LOS TRIBUNALES SUPERIORES. 


1. Las leyes de Partida establecieron los 
recursos de nulidad sin hacer diferencia en- 
tre las sentencias de los tribunales inferio- 
res y de los jueces de alzada: las recopila- 
das pusieron ya una limitación, establecien- 
do* que en los fallos de las audiencias que 
no admitieran súplicas, no hubiese lugar tam- 
poco al recurso de nulidad. La constitución 
de 1812 y otras leyes coetáneas hicieron en 
esto notables innovaciones que cesaron en 
virtud de circunstancias particulares, y final- 
mente en 4 de noviembre de 1838 se pro- 
mulgó el decreto cuyas disposiciones vamos 
á manifestar. 

2. .El recurso de nulidad tiene lugar: 

1 Contra las sentencias de revista de las 
audiencias en lo que no son conformes á las 
de vista, siempre que fueren contrarias á ley 
clara y terminante ; y si la parte en que di- 
fieren de la sentencia de vista es insepara- 
ble de aquella en que fuesen conformes, el 
recurso se dá contra todo el fallo de la re- 
vista (1). 


(I) Art. 3 del decreto citado arriba. 
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2. ° Contra las ejecutorias de los mismos 
tribunales, si en las instancias de vista ó de 
revista se han infringido las leyes de enjui- 
ciamiento de la manera siguiente. I. Por de- 
fecto del emplazamiento en tiempo y forma 
de los que deben ser citados ajuicio. II. Por 
falla de poder suficiente para comparecer 
en él. lll. Por falta de citación para prueba ó 
para definitiva y para toda diligencia pro- 
batoria, IV. Por no haberse recibido el pleito 
á prueba debiéndose recibir, ó por haber- 
se denegado á las partes hacer la que Pes 
convenia, siendo conducente y admisible. 
V. Por no haberse notificado el auto de 
prueba ó la sentencia definitiva en tiempo 
y forma. VI, Cuando se denegare la súplica 
debiendo ser admitida. Vil. Por incompeten- 
cia de jurisdicción (1). 

3. Para que el recurso de nulidad por 

infracción de las leyes de tramitación pro- 
ceda, es necesario que aquella haya sido re- 
clamada antes de la sentencia en la instan- 
cia respectiva, y que la reclamación no ha- 
ya surtido efecto. La nulidad desatendida en 
una instancia debe reclamarse nuevamente 
en la ulterior, si en esta puede subsanar- 
se (2). . 


(1) Arl. 4* 

(2) Arl. 5, 
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4. Debe proponerse en el mismo tribu- 
nal que haya dictado la providencia de que 
se reclama, y en la siguiente forma: 

1. ^ En el término de diez dias conta- 
dos desde la notificación de la sentencia. 

2. ® En escrito de letrado citándose la ley 
ó doctrina legal infringida, y por medio de 
procurador con poder especial, a no ser que 
el principal se hallase ausente, en cuyo ca- 
so se le admitirá sin él, protestando su pre- 
sentación que realizará en el término que 
con calidad de improrogable debe señalar- 
le el tribunal. 

3. ° Ha de hacer el recurrente el depó- 
sito de 10,000 rs. ó dar en su defecto fian- 
za suficiente por doble cantidad. Se escep- 
tuan de esta obligación los fiscales de S. M., 
y se reduce la del litigante pobre á respon- 
der de aquella suma si llegase á mejor for- 
tuna,' prometiéndolo asi en escritura publica 
ó en los autos (1) 

5. Interpuesto el recurso, la audiencia 
debe admitirle si le halla arreglado, y man- 
dar la remisión al tribunal supremo de to- 
dos ó de la parte de los autos aue se crea 
conducente, citando préviamenle á los in- 
teresados para que comparezcan dentro de 
treinta dias contados desde la notificación 


ft) Arl, 7 y S. 
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del auto de admisión. Al recurrente se le 
entregan originales, si la parle contraria 
se conforma, las piezas bastantes para la 
determinación , acompañando siempre el 
memorial ajustado por copia autorizada, y 
originales ó por testimonio literal si exis- 
ten en otra pieza la sentencia y demas 
relativo á la interposición y admisión 
del recurso, con un informe del tribu- 
nal (I). 

6. Debe ejecutarse la sentencia de que 
se interpuso el recurso, si lo solicita la 
parte á quien favorece, dando fianzas de 
estar á las resultas. Para este efecto se sa- 
ca el oportuno testimonio (2). 

7. Si se niega la admisión del recurso 
es apelable este auto para ante el tribu- 
nal supremo de justicia. La audiencia de 
quien se interpone la apelación, manda sa-’ 
car testimonio de lo que crean conducen- 
te los interesados, y le remite á dicho su- 
premo tribunal dentro de quince dias con- 
tados desde el auto de que se apeló, em- 
plazándose á las partes para dentro del 
término de treinta dias. El tribunal supre- 
mo, previa la entrega de los autos á las 


(3) Art. 9. 

(4) Art. 10. 
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mismas, y oido su informe verbal, deci- 
de irrevocablemente este incidente (1). 

8. Si el recurrente deja pasar el pía- 
zo sin presentarse , se declara por desier- 
to el recurso á petición de la parte con- 
traria , condenando al que le interpuso al 
pago de las costas cauisadas , y á la pérdi- 
da de la mitad de la cantidad deposita- 
da (2). 

9. Presentándose las partes por medio 
de procurador , se les entregan los autos 
por un término que no debe pasar de . 
treinta dias para cada una; y devueltos que 
sean,* y hecho, si se pide, el cotejo del 
memorial ajustado, se señala dia para la 
vista que se celebra previa citación de los 
interesados. A la vista y htllo de estos re- 
cursos ban de concurrir siete jueces (3). 

10. La sentencia se ha de pronunciar 
dentro de los quince dias siguientes al de 
la vista , haciéndose en ella espresa decla- 
ración de si há ó no lugar al recurso, y 
esponiendo los fundamentos legales del fa- 
llo. Contra ella no se admite ninguna re- 
clamación (4). 


(t) Art. 11. 

(2) Art. 12. 

(:í) Art. 13 , 14 y 15. 
(4) Art. 16 y n. 
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11. Como puede declararse haber lu- 
gar al recurso, ya por ser el fallo contra- 
rio á ley espresa y terminante, ya por in- 
fracción de las leyes de enjuiciamiento , se 
devuelven en el primer caso los autos a 
la auíliencia para que en última instancia 
determine lo que sea justo en la esencia 
del negocio, por medio de siete ministros 
que no hayan intervenido en los anterio- 
res fallos. En el segundo caso se devuel- 
ven también para que reponiendo el pro- 
ceso al estado que tenia antes de come- 
terse la nulidad, lo sustancie el tribunal 
y determine por ministros diferentes 4e los 
que anteriormente conocieron (1). 

12. Si se declarase no haber lugar al 
recurso, el recurrente debe ser condena- 
do en las costas y a la pérdida de la can- 
tidad depositada, ó por la que se obligó á 
responder (2j. 

13. Del fallo de las audiencias en pro- 
cesos devueltos á consecuencia de decla- 
ración de nulidad, no hay recurso alguno, 
permaneciendo siempre firme y con auto- 
ridad de cosa juzgada. Sin embargo se pue- 


(1) Art. 18 y 19. 

(2) Arl. 22. 
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de pedir la responsabilidad contra los mi- 
nistros que le dictaron (1). . 

li- Úllimaniente, debemos advertir que 
no há lugar al recurso de nulidad en las 
causas criminales, ni en los pleitos poseso- 
ríos y ejecutivos (2). 

TITULO DECIMO-SETIMO. 

DE LOS RECURSOS DE FUERZA. 

I 

§• I. 

Recursos de fuerza en jeneral. 

1 . Alzar las fuerzas, y contener la vio- 
lencia y demasías de los jueces eclesiás- 
ticos es á la vez una prerogaliva y un 
deber de la corona, á cuyo nombre ejer- 
cen tan alta función los tribunales. Larga 
fuera nuestra tarea (3) si tratáramos de de- 
mostrar los sólidos principios del derecho 
público y canónico en que se funda este 


(1) Art. 21. 

(2) Art. 6. 

(3) Las obras del Conde de la Cañada, Covarruvias 
y Salgado acerca de este punto hacen recomendables 
á sus autores, que deben ser estudiados con diligencia* 
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indisputable poder, y ageno de los límites 
de unas instituciones. 

2. La palabra fuerza se aplica general- 
mente al esceso que cometen los jueces 
eclesiásticos cuando usurpan la jurisdic- 
ción temporal , cuando infringen las leyes 
de sustaneiacion , ó cuando niegan las ape- 
laciones admisibles. De aqui se infiere que 
recui-so de fuerza (1) es el remedio que 
conqiete al agraviado contra tales violen- 
cias, y que los hay en conocer y proceder, 
en el modo de conocer y proceder , y en no otor- 
gar la apelación, 

3. Los recursos de fuerza y los de 
protección pueden ser considerados como 
la parte y el todo, porque estos últimos 
comprenden los primeros : pero general- 
mente se aplica la denominación de re- 
cursos de protección á las reclamaciones 
contra la jurisdicción voluntaria ó admi- 
nistrativa de los eclesiásticos , y la de 
fuerza á la jurisdicción contenciosa. 

4. En ninguno de estos recursos, los 
tribunales civiles se mezclan en el fondo 
de la cuestión , sino solo en el cum- 
plimiento de las leyes de tramitación y 
competencia para proteger al agraviado, 


(i) Ley 17, tit. 9, lib. 9 de la N, R. 
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y conducir al eclesiástico por el camino 
legal. 

Ya en otra ocasión hemos indicado á 
qué tribunales corresponde el conocimien- 
to de estos recursos, manifestando que las 
audiencias entendian de todos los intro- 
ducidos contra las autoridades eclesiásticas 
de sus respectivos territorios; y el tribu- 
nal supremo de justicia de los que se in- 
terponen de los jueces eclesiásticos supe- 
riores de la corte , como la nunciatura 
y el especial de las órdenes (1). Ahora 
examinaremos separadamente cada uno de 
ellos. 


S- n. 


Recursos de fuei'za en conocer y proceder. 


1. Los recursos de fuerza en conocer 
y proceder se fundan en que la causa de 
que quiere conocer el eclesiástico es pro- 
fana, y de consiguiente que corresponde 
su conocimiento á la potestad civil. Este 
es el punto que debe decidirse, teniéndose 
presentes la calidad de las personas y la 
naturaleza de las cosas. Pero es convenien- 




(?) Art, 90 del reglamento províai^iwi. 

T. m. Í2 
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le aquí advertir, que cuando los jueces 
eclesiásticos proceden competentemente con- 
tra seglares, deben impartir el auxilio de 
la jurisdicción civil antes de realizar pri- 
siones, embargos ó apremios, y que el 
juez temporal accede á lo que se solicita 
siempre que se convence que el conoci- 
miento (le la causa es del eclesiástico , y 
que se han guardado los, trámites que se- 
ñalan las leyes (1). La omisión de la im- 
petración del auxilio secular dá lugar al 
recurso de fuerza. 

2. Pueden introducir los recursos de 
fuerza en conocer y f>roceder, los jueces 
cuya jurisdicción quiera usurpar el ecle- 
siástico, los fiscales de las audiencias en 
virtud de escilacion del juez inferior, del 
promotor fiscal de un juzgado ó de oficio, 
y por último la parle interesada en el 
asunto. En el silencio de todos, los mis- 
mos tribunales deben promoverlos de ofi- 
cio (2). 

3. Estos recursos no necesitan prepa- 
ración segiin Opinión de los autores, y en 
su seguimiento se observan los trámites si- 
guientes. El pedimento de la • parte inte- 
resada ó la esposicion del juez manifiesta 


(I ) Ley í 2 • til. ! « lib, 9 di* la N* R- 
(9) Lry 4 , líU 26, ParU I. 
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á la audiencia la usurpación del eclesiás- 
tico. En su virtud piden que se libre la 
real provisión ordinaria para la remesa de 
autos originales, que se declare que hace 

fu erza el eclesiástico en el conocer v uro- 
_ « • 

ceder, y que entretanto alce las censuras 
que hubiere impuesto. Presentado este es- 
crito con poder bastante, la audiencia des- 
pués de oir aP fiscal, ó sin esta circuns- 
tancia, decreta el despacho de la provisión. 
Mas cuando el eclesiástico reside en el 
mismo pueblo que la audiencia, puede ()re- 
venirse únicamente que el notario vaya á 
hacer* relación , pasándose en ambos casos 
los autos con citación de los interesados y 
con la del fiscal eclesiástico. Si el juez 
eclesiástico se negare á obedecer, oyéndose 
al fiscal, y despachándose una sobre-car- 
ta, será compelido, precediéndose en el 
caso de una resistencia ciega á hacerle 
comparecer y aun á la ocupación de las 
temporalidades y demas penas que cor- 
respondan. Si no remitiese todos losantes, 
reteniendo alguna pieza i ni cresa n te, hahiá 
lugar á [>edir la previsión llamaíhi de au- 
tos, diminutos (1), Doclriiia es esta no pe- 
culiar de este recurso sino general á lo- 
dos los de fuerza. 


(l) Ley 2 , lít. 2 , lib. 2 de la N. R. 
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l. Estando ya los autos en el tribunal 
superior, pueden pedirlos y obtenerlos las 
partes, no para presentar alegatos, sino 
para instruirse y poder informar los abo- 
gados en la vista, aunque el fiscal suele 
hacerlo por escrito. Hecho esto y citadas 
Jas partes, y como una de ellas el fiscal 
eclesiástico, se señala dia para la vista, 
declarándose por el auto llamado de legos 
que el eclesiástico hace fuerza en el cono- 
cer y proceder , ó bien que no hace fuer- 
za. En el primer caso los autos se remiten 
al juzgado competente: en el segundo se 
devuelven al eclesiástico con real provi- 
sión para su seguimiento. Las circunstan- 
cias peculiares en cada caso dán lugar á 
la condenación de costas, poco frecuente 
en esta clase de recursos. 

llb 

Jiecursos de fuerza en el modo de cottoeer y 

proceder. 

1. Los recursos de fuerza en el modo 
de conocer y proceder, tienen lugar siem- 
pre que los jueces eclesiásticos en negocios 
de su competencia, infringen en la sustan- 
ciacion de las causas el orden prescrito 
por las leyes y cánones. 

2. Estos recursos necesitan preparación, 
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3 ue consiste en la presentación de uno ó 
os escritos pidiendo reposición del auto 
que agravia , y protestando en caso nega- 
tivo implorar la protección real contra la 
fuerza: y si el eclesiástico no accede, pue- 
de ya introducirse el recurso. 

3. Esto se verifica pidiéndose en el 
tribunal superior la real provisión para 
que el eclesiástico revoque y reponga, ó re- 
mita los autos. La provisión se libra pre- 
via la presentación del poder. Si el ecle- 
siástico requerido con ella no quiere revo- 
car y reponer, remite los autos con cita- 
ción de las partos. Seguido el recurso en 
términos semejantes á los que antes espu- 
simos, si bien no tomando parte el fiscal 
á no ser que interese á la jurisdicción or- 
dinaria se provée el auto llamado medio 
en que se declara que el eclesiástico hace 
fuerza en conocér y proceder como cono- 
ce y procede, que reponga y se arregle á 
derecho ; ó lo contrario , si no procede el 
recurso. El modo peculiar de estender el 
auto en algunos tribunales le dá el nom- 
bre de condicional ó misto, 

4. Réstanos advertir, que se conceptúa 
recurso de fuerza en el modo, el qq<^ se 
entabla por negarse el juez eclesiástico á 
administrar justicia. 
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IV- 

Recurso de fuerza en no otorgar fas apela^ 

clones. 


1. El recurso do fuerza en no otorgar 
la apelación tiene lugar siempre que el 
juez eclesiásiico la niega siendo admisible, 
y ejecuta sus providencias. 

2. Auní|ue en rigor este recurso no ne- 
cesita preparación , es pniclica usarla [)i- 
diendo reiteradani nUe revocación del auto 


en {jue se negó la apelación. Si el ecle- 
siástico no accede, se introduce el recurso 
eii los términos que espusimos en al ante- 
rior párrafo. Aunque se ové al fiscal, este 
no suele lomar parte á no interesarse la . 
acción de la justicia, ó el bien publico. 

3. Cinco autos son los que se usan pa- 
ra decidir estos recursos. 

1.^ Declarando qse hace fuerza el ecle- 
siástico. 


2. " Declarando que no hace fuerza. 

3. ® El llamado de tercer género que es 
coudií-ional en la fórmula, y consiste en 
declarar que hace fuerza cd eclesiástico si 
ha obrado en la forma que se designa y 
que no la hace si no ha obrado así. 

4. ° El llamado de cuarto género que se 
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jüá cuando no consta en los autos la inter- 
posición de la a|ie!acioo: su fórmulu es 
no viene el proceso por su orden, 

5." El de quinlo género cuya fórmula 
es, por ahora no hace fuerza^ no trae estado^ 
ó no viene en forma ^ y que tiene lugar 
cuando la apelación se ha ¡nlcrpueslo fue- 
ra de tiempo, ó condicionalmente y no se 
ha esperado al éxito de la condición, ó 
por ultimo siempre que no tiene estado el 
proceso. 

4. Suplicas —Parece que no debia ha-* 
ber obstáculo para la admisión de suplicas 
de las decisiones de los tribunales superio- 
res sobre recursos de fuerza, y sin embar- 
go está dividida en este punió la opinión 
de los autores mas noiables. 

El creer alalinos que en estos negocios no 
hay JUICIO, y que los autos de íiierza de- 
ben considerarse como reintegros de des- 
pojos, les ha hecho negar el remedio de 
Ja suplica. Pero al observar que no hay 
ley que la prolliba, que en los recursos 
de fuerza realmente se procede [)or via de 
juicio, que nunca es válida la prescrip- 
ción contra las regalías , que ‘deben dar- 
se al oprimido los medios racionales para 
libr arse de la fuerza, y qiie pueden citar- 
se varios antiguos ejemplares, ha sido cau- 
sa de que otros autores no menos ilustra- 
dos estén por la aürmativa , y sosleiigaa el 
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derecho de suplicar en semejantes re- 
cursos. 

Nosotros á pesar de creer fundadas las 
razones de estos líltimos, conocemos que 
la práctica es contraria á su opinión. 

5. Examinados ya en este libro los 
procedimientos que se siguen en las ma- 
terias civiles, veremos en el siguiente los 
que tienen adoptados la ley y la jurispru- 
dencia penal. 





DE IOS PBOCEDIMENTOS U lATEBU FEBAl. 


NOCIONES PRELIMINARES. 

Hemos visto que las penas son una ga- 
rantía contra los perturbadores del orden 
social, á los que contienen por medio de 
la represión, del ejemplo y de la reforma. 
Mas si se consideran necesarias en los 
asuntos civiles ciertas fórmulas, y cierto 
órden para aplicar la ley á casos determi- 
nados, se hacen todavia mas indispensa- 
bles cuando se trata de la averiguación de 
un delito, del descubrimiento de un cri- 
minal y de la imposición de una pena. 
Las leyes procesales constituyen, pues, 
otra garantía en favor del acusado y en 
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favor de la sociedad misma, de que la ar- 
bitrariedad no ocupará el lugar de la jus- 
ticia, y de que esta será administrada ÍVia 
c impasibifunenle , sin injustas anlipalias 
n¡ perniciosas influencias. Y lejos por lo 
tanto de ser indiferentes las formas, ligan- 
do á los jueces á seguir el sendero que 
les seíialan, y entregando á la publicidad 
todas sus operaciones, establecen |)or el 
contrario la mejor salvaguardia de la ino- 
cencia, y responden á la sociedad de la 
rectitud y del acierto de los fallos. 

2. Mochas de las doctrinas qne hemos 
emitido al tratar de los procedimienlos ci- 
viles, son comunes á los criminales; repe- 
tirlas ahora seria redundancia supérfhia, 
que debemos evitar, contentándonos con 
apuntar las diferencias qne entre ellas 
aparecen. Diremos desde luego, que por 

icio criminal entendemos la serie de ac^ 
tuacioues jiidicmcs para la aplicación de las 
leyes cu los negocies e¡ue son olgelo del derecho 
penaL 

3. En estos juicios debemos también 
considerar la persona del juez , la del ac-» 
tor ó acusador y la del reo. 

De ( ada uno de ellos hablaremos con 
separación. 
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TITULO PRIMEPxO. 


»E LOS JUECES. 

1 . Dijimos en el libro anterior que por 
juez enleiuliainos, ¡a persona comiuuida por 
auloridad pública para delermhmr los litigios, 
Allunanifestamosíle (loiiíle dimanaba su ju- 
risdicción, y enunciamos que constiiuian 
un poder ¡ndependieiito; doctrina común á 
los procedimientos en materia penal , y 
nuicho mas necesaria en ellos para evitar 
que á la sombr’a del poder queden sin de- 
fensa la libertad civil y la seguridad indi- 
vidual de los ciudadanos. 

2. Examinamos ademas su orden gra- 
dual y hablamos de su cíompetencia. Tam- 
bién ahorca trataremos de esta materia, 
como aplicable en particular á esta clase 
de procedimientos. 


Sección paiMEn.i. 


Orden gradual de ¡es jueces, 

1 . A loque dijimos del orden gradual 
de los jueces, hablando de los procedinrien- 
los civiles y que debe tenerse por repeli- 
do, añadiremos las siguientes doctrinas, 
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que son particulares á los negocios cri- 
minales. 

2. El tribunal supremo de justicia co- 
noce en primera instancia: 

1. ° De los delitos cometidos por los ar- 
zobispos y obispos cuando han de ser juz- 
gados por la jurisdicción real. 

2. ® De los cometidos por los conseje- 
ros de Estado, embajadores y plenipoten- 
ciarios de S. M. 

3. '’ De los que cometen los majistrados 
del mismo tribunal supremo^ del de las 
órdenes y de las audiencias. 

4. ” De los cometidos en el ejercicio de 
sus cargos por los geles políticos é inten- 
dentes (1). 

5. '' De las residencias de los capitanes 
generales y gobernadores de Ultramar (2). 

3. Las audiencias conocen de las cau- 
sas formadas. 

1. ” Contra los jueces de primera ins- 
tancia, y contra los alcaldes por escesos 
en el ejercicio de su ministerio judicial. 

2. ® Bajo el mismo concepto, contra los 
provisores y demas jueces eclesiásticos, y 


(1) Párrafo 9 y 5, del art. 90 del reglamento pro- 
yisionaí. 

("í) Párrafo í tleí art. 95. 


189 

contra los subdelegados de hacienda (1), 
3.® Délos delitos políticos cometidos por 
los prelados que no sean arzobispos y obis- 
pos, y por los jueces eclesiásticos (2j. 


Sección II. 

Dé los fueros privilegiados 



Fuero eclesiástico. 

l. Los eclesiásticos, adornados de los re- 
quisitos que exigen las leyes, gozan de es- 
te fuero, que consiste en no ser persegui- 
dos criminalmente, sino ante sus propios 
jueces. Limitado en los primeros siglos del 
cristianismo á los negocios espirituales, se 
fue estendiendo notablemente desde la con- 
versión de Constantino, Nuestros prínci- 
pes se mostraron bastante pródigos en este 
particular, y algunas leyes de Partida de- 
muestran el escesivo ardor con que se am- 
pliaron sus esencioaes, que después se han 
ido disminuyendo sucesivamente. 


(I) Re(»la 9, art. 5S dcl reglamento, 
(f) Art* 35 de la ley de 1 7 de abril. 
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2. Ya en otra ocasión hemos manifestar 
(lo las circunstancias que en los clérigos de^ 
ben concurrir para gozar de este fuero, por 
lo cual nos abstenemos de repetirlas. Dire- 
mos sí, que no en todo género de causas 
Ies corresponde , pues están sometidos en las 
de gran entidad á los tribunales ordinarios. 
Los casos en que esto se verifica son los si- 
guientes: 

1, ® Cuando los eclesiásticos cometen de-* 
litos contra la segmidad del Estado i^l). 

2. " En I os delitos atroces, onlendiéndoso 
por tales aquellos á cuyos perpetradores se 
castiga con pena capital, estrañamienlo per- 
péliió, minas, galeras ó arsenales (2). 

S."" Cuando los eclesiásticos auxilian ó 
encubren á los criminales queamian en cua- 
drilla con graves sospechas de ser salteado- 
res de caminos (‘1). 

i."* En las contravenciones á la pragmá- 
tica de juegos prohibidos (i). 


(!) D<*rrffo <l(í 17 ile abril <le Í82t. 

(2) Hral ílt-rivlo <Jr ! 7 «Ir ochibre «It. t835» 

(3) Lry 8. tít. 1 8, M>. 12 «Ir la N. U. 

(4) Capil. i4 « ley i 5 , tít. 23, lib. i 2 de la N. 



Fuero militar. 


1. El fuero militar , estraordinariamen*- 
te estendido en nuestras leyes , debiera li- 
mitarse á aquellos casos en que hr jurisdic- 
ción ordinaria no puede entender sin graves 
inconvenientes. Los delitos cometidos por 
militares 6 contra militares por ocasión del 
servicio, son los que deben estar sometidos 
á su competencia, siendo en realidad ob- 
jetó de la jurisdicción ordinaria todos los 
demas delitos y negocios comunes. 

2. Gozan de este fuero (y con este nom- 
bre comprendemos aqui (4 de marina, arti- 
llería , ingenieros y milicias), en los nego- 
cios criminales las mismas peí sonas que en 
los civiles. Este consiste, no tan solo en ser 
perseguidos los reos militares ante su pro- 
pio tribunal, sino también en atraer á si en 
varios casos el conocimiento de las cansas 
de paisanos. Los cuerpos de artillería y de 
injenieros gozan del fuero de atracción. 

3. Los delitos cometidos por los paisa- 
nos cuando tienen por objeto atentar con- 
tra la seguridad, disciplina y hacienda mi- 
litar, están sometidos también á la misma 
jurisdicción. Lo están igualmente los come- 
tidos por los salteadores y ladrones en des- 
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poblado y en poblado, siendo en cuadrilla 
de cuatro ó mas , y los conspiradores con- 
tra la constitución con tal de que unos y 
otros sean aprehendidos por tropa destinada 
espresa mente á su persecución. Mas si la apre- 
hensión se hiciere por orden de las autori- 
dades civiles, á la jurisdicción ordinaria cor- 
responde el conocimiento, no habiendo ha- 
bido resistencia á mano armada, en cuyo ca- 
so serían juzgados también por el tribunal 
militar (1). 

5. Pero si en estos casos están sugetos 
los paisanos á la jurisdicción militar, los mi- 
litares lo están en los siguientes á la ordi- 
naria. 

1. '’ Cuando conspiran directamente con- 
tra la constitución , contra la seguridad del 
Estado y contra la sagrada persona del rey, 
si la aprehensión de los delincuentes se ha 
hecho por orden ó auxilio de la autoridad 
civil (2). 

2. ° Cuando en compañía de otros ó ellos 
solos son salteadores de caminos (3), 

- 3.° Cuando son reos áe desacatos contra 
la justicia (4). 


(1) Ley S , lit. 17 , lib. i 3 de la N* R* , y ártica* 
lo 9 de la ley de 17 de abril de 1S3U 

( 3 ) Art. I y 3 de la ley de 17 de abril de 18S1« 

(3) Ley 7, tft. t 7, Kb, 13 de la N. R. 

(4) Real órden de 8 de marzo de 183l« 
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4.® Cuando han cometido el delito an- 
tes de ser soldados (1). 

Guando le han cometido después de 
su deserción (2). 

6.® Cuando los auditores delinquen co- 
mo abogados en alguna causa priyativa de 
la jurisdicción ordinaiaa. 

Fuero de la hacienda pública. 

1. El fuero de la hacienda pública está 
menos discorde con los principios de una 
buena organización judicial ^ que los demas 
de que acabamos de hacer mérito. Limita- 
do á protejer los intereses de la hacienda, 
no desciende nunca á negocios criminales 
comunes. 

2. A los jueces de rentas pertenece pri- 
vativamente : 

1 El conocimiento de las causas de con- 
trabando, defraudación en el pago de ren- 
tas y contribuciones. 

2. ® El de la complicidad en estos de- 
litos. 

3. ^ El de resistencia á mano armada con- 


(1) Real orden de 30 de octubre de 1794* 

(2) Arl. 4 de la ley de 1 1 de setiembre de 1 820. 

T. ni. 1 3 
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Ira las antoriilades encargadas de la perse- 
cución del contrabando. 

4.° El de las que se formen por falsifi- 
cación de documentos públicos ó privados 
con relación á la hacienda. 

3. Los enipleados de hacienda gozan de 
este fuero en todas las causas procedentes 
de delitos en el ejercicio de sus cargos^ 

SECCION TERCERA* 

De la cornpelencia de jurisdicción por lo relativo 
á la división territorial. 


En consideración ála división territorial, 
es juez competente el del lugar en que se 
cometió el delito; principia que ha adopta- 
do la práctica- conforme con las buenas doc- 
trinas , porque allí están las pruebas deí de- 
lito, allí los medios de justificación que pue- 
de presentar el delincuente. Trasladar ül jui- 
cio á otro punto es hacerle lento, dispen- 
dioso y difícil, es quitarle las garantías que 
ofrece á los acusadores y acusados y privar- 
le en cierto modo de que sea ejemplar y 
Saludable en sus consecuencias. Sin emhar- 
go , la ley señala también como fuero com- 
petente el del domicilio y el del punto en 
que tuviera el culpable la mayor parte de 
sus bienes , y quiere que solo sea preferi- 
do el del sitio en que se cometió el delito. 
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cuando se trata de ün juicio capital ó el acu- 
sado no reclama el del domicilio (!)• 

SECCION CÜÁtlTA. 

De la imparcialidad de tos jueces. 

1* Si en los negocios civiles es altamen- 
te necesaria la imparcialidad judicial ^ loes 
mucho mas en los criminales en que suele 
tratarse de la vida, del honor y de la exis- 
tencia social de los individuos. Sin embar- 
go, no repetiremos aqui lo que ya en otra 
ocasión hemos enunciado; y solamente in- 
dicaremos el modo de la recusación. 

2. La ley recopilada establecia que el re- 
cusado se asociase con los demas alcaldes 
para dirimir el proceso; que si no los habia, 
nombrasen los individuos de ayuntamiento 
dos regidores, ó echaran suertes caso de no 
convenirse para verificarlo, y que no ha- 
biendo tales regidores, la suerte también eli- 
giera dos de entre los cuatro de los mas 
ricos del pueblo (2). La práctica ha variado 
esta disposición, y según ella el juez recu- 


(4) Ley í, ley 1, tít. 29, Parí. 7, y ley í, 

liU lií». I 2 de la N. R. 

(3) Ley 1 , tit. 2, lib. 1 1 de la N. B*. 
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ísado se asocia otro j uez letrado si le hay ó 
elige un abogado. 

La práctica establece también que la 
recusación no pueda entablarse en el suma- 
rio para evitar dilaciones acaso maliciosas, 
que podrian impedir el descubrimiento dé 
la verdad 

TITULO SEGUNDO. 


BE LOS ACTORES. 

» 

Hay dos clases de actores en los juicios 
criminales, unos son públicos y otros pri- 
vados, á los primeros se les llama acusado- 
res , á los segundos fiscales. 


§ 1 . 

Acusadores. 

- i. - ' , . - 

1 . Todos aquellos déTitos que pueden ser 
remitidos por la siiriple condonación del 
ofendido, solo este tiene la facultad de per- 
seguirlos. Los que ofenden njas intensamen- 
te á la sociedad , y que las Partidas llaman 
públicos, son objeto de la acusación de cual- 
quier particular. El delito de adulterio á pe- 
sar de su gravedad , no puede ser persegui- 
do mas que por el marido, por motivos que 
dejamos ya indicados anteriormente. 
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Los acusadores suelea ser obligados á dar 
. la fianza de cftÍMmma, para que no puedan elu- 
dir la pena que se les impondría si la acusa- 
cioiisayese falsa. Sin embargo, los que por su 
ministerio tienen obligación de acusar y Jos 
que persiguen ofensas personales ó causa- 
das, á personas estrechamente ligadas con 
ellos, están esentos de esta pena, á no 
haber entablado maliciosamente la acusa- 
ción (1). 

2. De la ley de Partida se deduce que 
hay algunos, que tienén prohibición abso- 
luta de ser acusadores, y otros que la tie- 
nen respectiva. 

Tienen prohibición absoluta , ya por ra- 
zones de inesperiencia , ya por escesivo po- 
der, ya por fundadas sospechas ó por su 
falta de crédito. 1.® Las mugeres, bien que 
pueden acusar la muerte de sus maridos. 

Los menores de 14 años. 3.'’ Los al- 
caldes y jueces. 4.° El infamado. 5.° El tes- 
tigo falso. 6.° El que recibió dinero por acu- 
sar ó por desamparar la acusación. 7." El 
que tiene ya dos acusaciones hechas. S."" El 
indigente (2). 

Tienen prohibición respectiva l.° Los 
cómplices en el delito. 2.*" Los deseen di en- 


(1) l!^y 5, 6, 20, 9 t y 96, tft. 1, Part. % 
(9) Ley 2, tit. 10, Part, 7-. 
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tes con respecto á sus ascendientes. 3.® El 
hermano contra su hermano. 4.° El criado 
contra su amo (1). 

4. Sin embargo; estas personas pueden 
acusar por delitos de traición, por ofensas 
propias y por agravios hechos á sus parien- 
tes dentro del cuarto grado , no siendo mas 
estrecho el vínculo que los ligue á la per- 
sona á quien quieren perseguir (2). 

§• ir 


Fiscales, 

1. No siempre las causas criminales son 
ajiladas por un acusador privado , casi siem- 
pre por el contrario abandonan su prose- 
cución aun las personas mas interesadas en 
el castigo del delincuente. Esto dimana , ya 
de la opinión pública , que muchas veces 


(0 La misma ley citada. Los curiales tienen obliga- 
ción de contribuir á la administración de justicia sin lle- 
var derechos, cuando una persona acusa ó denuncia cri- 
minalmente algún atentado cometido contra su honra ó 
contra su propiedad. Y esto se entiende, aun no siendo po- 
bre, siempre que sea persona conocida , y abonada , ó dé 
fianza de estar á las resultas del juicio* (Art. 3 del regla- 
mento). * 

(2) Ley últimamente citada* 
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marca con cierta nota al acusador ^ ya del 
sentiiniento religioso que aconseja el perdón 
de las injurias, ya del temor de no probar 
el delito esponiéndose á la pena de calum- 
niador injusto, y ya finalmente del sistema 
imperfecto de procedimientos observado en 
España. Esto ha sido causa de que para la 
prosecución de los delitos, haya un agente 
especial en los tribunales que tenga que 
sostener la acusación en nombre de la so- 
ciedad. El que ejerce sus funciones en los 
juzgados de primera instancia se llama pro- 
motorfiscal; el que las desempeña en los su- 
periores y supremos se llama fiscal de S. M. 

2- Aunque muchas veces tienen inter- 
vención en los negocios civiles, corno en 
su lugar espusimos, en los crirninales es 
donde ejercen sus principales funciones, in- 
terviniendo en todos aunque en ellos haya 
acusador. Su encargo especial es promo- 
ver la persecución y castigo de los delitos, 
y la pronta y cabal administfacion de jus- 
ticia; defender al inocente, vigilar la con- 
ducta jurídica de los jueces , y oponerse á 
las intrusiones de los poderes públicos en 
las funciones del judicial. Les corresponde 
también avivar por medio de instancias y 
escitaciones el celo y la actividad dejos jue- 
ces, pedir la cooperación de las demás au- 
toridades, y acudir si nesario fuere hasta 
S. M., por la via reservada, para que la ac- 
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cion de la ley sea siempre obedecida (1). 

3. Es deber peculiar de los promoto- 
res informar á los fiscales de las audien- 
cias de la morosidad y abusos de sus res- 
pectivos juzgados, que ellos no hubieran 
alcanzado á remediar (2). 

i. Ultimamente , ios fiscales para el 
buen desempeño de su cargo, pueden pe- 
dir por sí á cualquier empleado público las 
noticias que necesiten. 

TITULO TERCERO. 

Í)E LOS REOS. 

I. 

« 

1. El no ser conocido el reo no impi- 
de para que haya juicio, pues en reali- 
dad existe , y las diligencias que se prac- 
tican son en .gran parte con objeto de su 
averiguación. Nadie puede ser considera- 
do como reo hasta un fallo judicial y eio- 
cutoriado. 

2. Y aun hay algunos que nunca son. 


(1) Art. 5 del real decreto de 20 de diciembre 
de 1838. ■ 

(9) An, 105 y 1.06 del reglamento provisional. 
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calificados como tales, y contra quienes por 
consiguiente no se admite acusación, ni se 
entablan tampoco procedimientos de ofi- 
cio. Estos son: 

% 

1. ° El menor de diez años y medio por 
ninguna clase de delito, y el menor de 
catorce en los que se cometen contra la 
castidad, según ya dejamos espuesto en el 
libro anterior. 

2. ° Los que padecen enagenacion men- 
tal, porque en ellos se convierte en rea- 
lidad, lo que era en los anteriores pre*^ 
suncion (1). 

3. ° El que salió absuelta de una acu- 
sación no puede volver á ser acusado por 
el mismo delito , por impedirlo la auto- 
ridad de cosa juzgada. Serian casos de es- 
cepcion , el probarse en la segunda que hu- 
bo dolo en la primera, y si habiendo si- 
do esta hecha por un estraño la entabla- 
ra después un pariente del ofendido, jus^ 
tiflcando que ignoraba aquella (2), 


(1) Ley 9 , líl* 1 , Parí. !■. 

(2) Ley 12 del mismo título* 
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Priúon, 


2oa 


1. La prisión no siempre es pena; es 
las mas veces una precaución para que no 
eluda la ley penal el que se ha hecho sos- 
pechoso de delito, ó jime bajo el peso de 
una acusación criminal. Pero cuando esto 
se verifica, debe limitarse á su objeto que 
es la seguridad personal; todo lo que tras- 
pase este límite, es tiránico é injusto. Del 
espíritu de las leyes recopiladas puede de- 
ducirse que no se podía reducir a prisión 
á ninguno cuyo delito no le hiciera mere- 
cedor á una pena corporal, aunque lo fuera 
á pena de destierra(l). Esto mismo prescribe 
la Constitución de 1812, según la cual son ne- 
cesarios ademas algunos otros requisitos para 
verificar la prisión. Con arreglo á ella, y á 
otras disposiciones posteriores, diremos que 
para privar á un ciudadano de su libertad 
es pi'eciso: 

1.^ Que preceda la información suma- 


T 


(I) Ley 19 , tünlo 20, libro ll y < , tílalo 56 , li- 
bro 15, de la «. R. 
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ria de un hecho que baga al que le per- 
petró acreedor á pena corporal. 

2. ° Que resulte algún indicio racional 

para presumir que la persona arrestada ha 
cometido el delito (i). ♦ 

3, ** Que el mandamiento del juez por 
escrito, decretando la prisión, se notifi- 
que al arrestado en el acto mismo de 
ella (2). 

2. A. ninguno se admite en la calidad 
de preso sin auto motivado del juez, es- 
presando las causas que ha tenido para 
dictarle. Y aun en el caso de que un al- 
calde, precediendo las necesarias diligen- 
cias, hubiera, preso al delincuente, preci- 
so es que examinadas por el juez, pro- 
nuncie su auto motivado, pasando al al- 
caide la copia correspondiente. 

El que dá fianzas , no siendo en ca- 
sos en que la ley prescribe su admisión, 
no puede ser llevado á la cárcel. 

3. Estas fianzas pueden ser de varias 
clases, y reciben diferentes nombres. Son 
las principales , la de estar á derecho , la de 
pagar juzgado y sentenciado , y la carcelera ó 
de cárcel segiü^a. 


(1) Ley de 2 8 de setiembre de 1820. 
(9) Art. 2 87 de la Coiist. de 1812. 
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La primera (Ihmada también de la haz^ 
hacer frente ) , es por la cpie se asegura la 
prosecución del juicio, obligándose el fia- 
dor á hacer comparecer al reo. Si no cum- 
|)le con esta obligación se le impone solar- 
mente una pena pecuniaria, aunque el fiador 
la merezca corporal (1). 

El objeto de la segunda está indicado en 
su mismo nombre ; se reduce á constituirse 
el fiador en la obligación de satisfacer y pagar 
lo juzgado y sentenciado , en caso de no veri- 
ficarlo el reo. 

En la ter(;era , que únicamente se admite 
cuando el reo no es merecedor de pena corpo- 
ral, se obliga al fiador á presentarse en la cárcel 
en caso necesario. Este fiador se llama carce- 
lero comehtariense. Hay ocasiones en que sue- 
len darse juntas. 

A veces también se admite la caución 
juraiorxa^ y produce en favor del reo igual 
efecto que las anteriores. Esto sucede je- 
neralmente cuando no halla fiador en el 
pueblo en que se le está siguiendo la 
causa. 

4. La urgencia ú otras ocupaciones sa- 
gradas, y tal vez preferentes del juez, pue^^ 
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den impedirle que cumpla los requisitos 
necesarios para reducir a uno á prisión. 
Y como podrían seguirse irreparables per- 
juicios de no asegurar prontamente la per- 
sona del presunto culpable, se ha estable- 
cido el medio de la delenáon. 

5; Asi pues, cualquier persona que al 
juez parezca sospechosa, y todo delincuen- 
te hallado infraganli delito, pueden ser de- 
tenidos^ pero es preciso auto motivado 
que los reduzca á prisión si han de per- 
manecer en la cárcel mas de veinticua- 
tro horas (1), debiéndose también adver- 
tir , que cualquier ciudadano puede arres- 
tar al hallado infraganti , conduciéndole 
desde luego , si es posible , á la presencia 
del juez (2). 


§. m. 

Visitas de cárceles^ 

1, La protección que se debe á la li- 
bertad civil ^ y la obediencia á los precep- 
tos de la humanidad, han introducido las 
visitas de cárceles. La autoridad judicial 


(l) Art. 993 de la Conslilucion, 
(9) Art. 999. 
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V la administrativa intervienen en ellas ba- 
jo distinto concepto. Inspeccionar su salu- 
nridad, su aseo y los alimentos de los 
presos; ver si se encuentran en estado 
de seguridad, y si los encargados en su 
custodia abusan de su triste posición, 
son atribuciones puramente administrativas* 

2. A los jueces corresponde examinar 
si sus disposiciones son cumplidas en to- 
do lo que tiende á evitar que se compro-» 
meta la averiguación del delito y del de- 
lincuente. 

3. A consecuencia de estas visitas resul- 


ta á veces cortado el proceso* 

4. Son, ó semanales ó generales. Tie- 
nen lugar las primeras los sobados , y de- 
be hacerlas el juez concurriendo el alcalde 
de la cabeza de partido, si tiene algún 
preso a su disposición, y dos rej i dores sin 
voto. En las capitales las hacen las au- 
diencias, concurriendo también los jueces 
de primera instancia y los alcaldes en el 
caso referido (1). Entre otras cosas se exa- 
mina en estas visitas el estado de las cau- 


sas , se vé si hay retraso en ellas y se de- 
creta la soltura de presos cuando no hay 
mérito para su detención (2). 


(1) Art. j 6 del Reglamento , y i 8 de la ley de 3 de 
febrero. 

(5) Art. 15 dcl Reglamento. 
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5. Las Tisitas jenerales se hacen en 
cuatro dias del año, ejecutdhdose en ellas 
lo que está prescripto para las yisitas or- 
dinarias (1). 

6. Cuando se hacen po» las audiencias, 
los escribanos de los juzgados de primera 
instancia pasan á la escribanía de aquel 
tribunal una relación exacta y circunstan- 
ciada de las causas que ante ellos pen- 
den (2). Y además de las personas que 
concurren á las otras , han de asistir á es* 
tas los abogados que tuvieren causas de 
presos; debiendo concurrir también dos 
diputados provinciales (3), y asistiendo en 
su lugar dos rejidores en ios pueblos en 
que no hay audiencia. 

§. IV. 

« 

Asilo. 

i. Después de la prisión, creemos 


(1) Art. n. Estas visitáis se celebran en pascüa áe 
Navidad ^ sábado de Ramos, pascua de Espírilu Santo, y 
eldia inmediato á la Natividad de nuestra Señora, no sien* 
do feriado. 

(2) Alt. 50 de las ordenanzas de las audiencias. 

(3) Art. 55 y 56 de las ordenanzas , y 1 1 á de la ley 
de 3 de febrero. 
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oportuno hablar del asilo á que los delin- 
cuentes se acojen por evitar aquella. Co- 
nocidos los asilos hace largo tiempo, fue- 
ron en ocasiones medios eíicaces de evi- 
tar las venganzas privadas, y bajo este con- 
cepto eran altamente laudables. Estendié- 
ronse después en demasía, proporcionando 
la impunidad del crimen, y llegando á 
hacerse perjudiciales en el estado actual de 
Ja sociedad y de la lejislacion. Verdad pro- 
fundamente conocida , que . ha hecho re- 
ducir de un modo notable los casos de asi- 
lo y los lugares de refugio, y que hace 
esperar que regularizada nuestra jurispru- 
dencia criminal j desaparezcan del todo, 
cesando asi esta especie de anacronismo 
que se advierte en nuestro derecho. 

2. Pero á pesar del profundo respeto 
que nuestra Jejislacion ha consagrado á los 
templos, ha cedido á la imperiosa necesi- 
dad de la justicia, que reclama castigos 
para los reos , de los crímenes atroces^ y 
establecido que no les alcance la piadosa 
concesión, á cuya sombra se han acogido 
tantos delincuentes. Asi pues están escep^ 
tuados del derecho de asilo, los traidores, 
asesinos, homicidas voluntarios^ salteado- 
res, falsarios, incendiarios y violadores de 
mugeres h onestas (1). 

(l) Ley 4 y 5, tít* 1 1 , Part. 1 , y Encíclica de Be- 
nedicto XI V. 
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3. ^ En conformidad á estos mismos 
principios, se han limitado los puntos de 
refugio en cada pueblo á uno ó dos tem^^ 
píos al arbitrio del obispo, y no habiendo 
mas que la iglesia matriz, esta es la desig- 
nada con esclusion de las demás (l). 

4. Una ley recopilada (2) previene las 
dilijencias que han de practicarse cuando 
el reo se refujia á un asilo. Algunos auto- 
res, con cuya opinión estamos conformes, 
la creen alterada en muchos puntos , en 
virtud del actual sistema de enjuiciar. 

5. Según este, se siguen los trámites 
siguientes: 

La persona acojida á sagrado ha de ser 
inmediatamente eslraida y conducida á Ja 
cárcel con noticia del rector, párroco Ó 
prelado de la iglesia, á quien se oficia al 
efecto; dando el juez dé primera instan- 
cia que lo verifique, caución competente 
de palabra ó por escrito , según exija el 
retraído, de no ofenderle en su vida, ni 
en sus miembros. 

6. Las actuaciones se siguen en la for- 
ma ordinaria, y si resulta que el delito 
por el que se procede no hace al reo me- 


(1) Nota 8 , tít, 4» lit». t , de la Nov. Rec. y ley 4 
áel mismo til, y libro. 

(S) Ley f> ,tít. 4 , lib, 1 de la Nov. lU-c. 

T. III. i 4 
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recedor de asilo, se exije del juez eclesiás- 
tico la consignación formal sin caución ni 
condiciones , y verificada se impone la 
pena sin mitigación alguna. Para que pue- 
da decidir el eclesiástico, se le envia por 
medio de un oficio copia autorizada de las 
culpas del procesado. Si el eclesiástico 
esta conforme con la consignación, debe 
esta verificarse dentro de las veinticuatro 
horas ; si no lo estuviere ó presentare al- 
gún obstáculo, el juez de primera instan- 
cia remite la causa á la audiencia y espo- 
ne lo que le parece, para que el fiscal in- 
troduzca el recurso de fuerza (1). Declara- 
do que la hace el eclesiástico, se devuel- 
ven los autos al inferior para que determi- 
ne y falle la causa, lo cual según la prác- 
tica, se verifica igualmente aun decidido 
que no la hace, 

7. Si el delito no es de los que es- 
cluyen del asilo, seguidos también los pro- 
cedimientos en la forma común, falla el 
juez en definitiva sin poder imponer al réo, 
ni la pena de muerte , ni la de retención, 
sino todo lo mas diez años de presidio. 


(í) La !ef 6 anteriormente citadt. 
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Asilo territorial ó estranget o, 

1. El territorio de una nación sirvo 
también de asilo á los delincuentes de otro 

E ais, que en ella se refugian. Algunos pu- 
licístas notables consideran esto, contrario 
á los buenos principios, pero en el estado 
actual de la lejislacion en jeneral, nosotros 
lo creemos necesario. Sobre todo, en 
los delitos meramente políticos es en 
los que la humanidad cxíje imperiosamen- 
te que el territorio estranjero proteja á 
ios desgraciados, víctimas de discordias 
civiles, y de interiores disensiones. Asi es 
que á pesar de los diferentes tratados sobre 
la estradicion de los delincuentes, se con- 
sidera como inviolable asilo un país estra- 
ño para todos aquellos, que huyendo de 
persecuciones políticas buscan en él la sal- 
vación. 

2. Por lo demas, el principio jeneral 
está modificado por algunos convenios, y 
asi vemos que los hay entre el gobierno 
de España y los de Francia y Portugal, 
para la entrega recíproca de los respecti- 
vos criminales á quienes se niega un 
asilo (1). 

(1) Tratado de S. Ildefonso de 29 de setiembre de 
i:? 65. Ley 3, 4 y 5, tít. 36 , lib. I 2 de la N. R. y c¡rc«> 
kr de 2 1 de yulio de 1 83 S. 
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3, Los incendiarios, asesinos, envenena- 
dores, monederos falsos, los violadores de 
mujeres honestas, los que cometen robos 
calificados, los que se alzan con caudales 
públicos, y los quebrados fraudulentamen- 
te deben ser entregados á petición de los 
distintos gobiernos , y aun tan solo en 
virtud de reclamación de los comandantes 
de las fronteras y de los tribunales de su 
país. 

Con este objeto se establece que los 
jueces al hacer las. reclamaciones acompa- 
ñen á las audiencias testimonio circunstan- 
ciado del delito, para que si estas las creen 
fundadas las eleven con informe por el mi- 
nisterio de gracia y justicia (1). 

Debemos advertir que con la persona del 
delincuente se deben entregar todos los 
efectos y dinero que al tiempo de su prisión 
le hubieren sido hallados, y los gastos de 
encarcelamiento y conducción á la fronte- 
ra han de ser de cuenta de la parte que los 
restituye. 

4. Hay ademas un tratado con Marrue- 
cos, por el que se establece que los españo- 
les, autores de algún crimen en los domi- 
nios marroquíes, han de ser entregados á 


(1) Real drdcn di> ÍO de setiembre de 1839. 
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sus cónsules, para que se les imponga el 
merecido castigo ó se les remita á España, 
observando la reciprocidad con los subdi- 
tos de aquel imperio que delincan en terri- 
torio español (l). 

TITULO CUARTO 

DEL MODO DE SUSTANCIAR LAS CAUSAS CRIMÍ- 
NALES. 

1. En dos partes se divide el juicio 
crimifial: una puramente de instrucción y 
averiguación de los delitos y delincuentes: 
la otra de comprobación, de acusación y 
de defensa. La primera se llama sumario; 
la segunda plenario. 

2. El sumario es el conjunto de dilijen- 
cias que el juez, escitado por el acusador, 
por el fiscal, ó solo en cumplimiento de 
su cargo, practica para averiguar los deli- 
tos, é imponer á sus autores las penas me- 
recidas. Prepárale una querella ó acusación 
de la parte ofendida , una denuncia del fis- 
cal, ó un auto de oficio en virtud de de- 
lación privada de persona conocida, de 
aviso confidencial ó de rumores públicos. 

3. La palabra demmcuij según el dife- 



* 

(!) Tratado de Méfjuincz de tO de marzo c!e 1/9®» 
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rente sentido que la dán nuestras leyes, 
significa unas veces el acto de acusar, y es 
en otras sinónima de la palabra delación. 
En el primer caso, haciéndose por un par- 
ticular, no debe ser recibida sin que proce- 
da fianza que asegure de calutiíinia (í), co- 
mo ya tenemos dicho* 

4. La investigación que el juez hace de 
oficio se llama pesquisa, y aunque sea de- 
ber suyo investigar los delitos y perseguir 
á los criminales cuando sus atentados afec- 
tan principalmente al orden social, no por 
eso están facultados para formar causas so- 
bre negocios leves y de poca importancia, 
que influyen mas esencialmente en el indi- 
viduo que en la sociedad. 

5. Asi pues, los delitos que consisten 
en injurias livianas y en las llamadas de la 
ley, no dan lugar á procedimientos de ofi- 
cio, pues para perseguirlas se necesita que- 
rella de parte, concluyendo en las prime- 
ras todos los procedimientos cuando el 
querellante se separa de la acusación. Pa- 
ra entablar la persecución de las segun- 
das se necesita el juicio de paz, pero las 

E rirneras deben decidirse en juicio ver- 
ai (2). 


(1) Ley 6 , iít. S , ? , 3 y 4 » 33 , lib. 1 S de 

Nov, Rtc. 

(0) Art. 31 reglamento* 
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6. Establecidos estos preliminares^ Ta- 
mos á examinar primeramente el órden 
de sustanciacion en los delitos comunes^ 
tratando por separado de los procedi- 
mientos comprendidos en el sumario, y de 
los que se practican en el plenario: divi- 
sión adoptada por todos los criminalistas. 

SECCIOI^ PllIMERÁ* 

Del Sumario^ 

1 . Al hablar de los sumarios, no pue- 
den darse reglas fijas y determinadas para 
todos los casos. Teniendo que formarse 
sobre delitos de índole tan divei'sa, per- 
petrados en forma tan distinta , y encubier- 
tos muchas veces á la sombra del miste- 
rio; el tino, la práctica, la prudencia y 
los conocimientos del juez buscarán los me- 
dios mas á propósito de averiguación, y des- 
cenderán á pormenores prolijos , interesan- 
tísimos tal vez, pero que no pueden tener 
cabida en un tratado de derecho. Sin em- 
bargo , existen reglas generales, adoptadas 
por la ley y por la práctica, de las que 
nosotros debemos hacernos cargo. 

2. En primer lugar advertiremos, que 
sin hacer conocer previamente la existen- 
cia del delito ,no debe procederse á la con- 
tinuación del sumario , porque serían dib- 
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pericias inútiles las que se practicaran, sin 
Dase y sin conocimiento alguno. A veces es 
necesario acreditar la preexistencia de la 
cosa ó el modo con que se halkba. Es, so- 
bre lodo, preciso aprovechar los primeros 
momentos para recoger las pruebas del cri- 
men , antes que la muerte sorprenda al he- 
rido, que acuda el delincuente á la ocul- 
tación ó á la fuga , que tenga lugar para for- 
jar una declaración ó para ponerse de acuer- 
do con los cómplices. 

3. El sumario comprende , según mu- 
chos, todas las diligencias hasta la confe- 
sión inclusive, pues según otros, pertenece 
esta última al pienario. La averiguación de 
la existencia ó cuerpo del delito , de la per- 
sona del delincuente , y la aseguración de 
los resultados del juicio , son el objeto prin- 
cipal de la sumaria. 

4. Si ha habido acusación, el sumario 
empieza por una querella, en la que el 
acusador esponc el esceso cometido, la per- 
sona que le cometió, el sitio, tiempo, y 
circunstancias que le acompañaron; hace en 
su vista las oportunas reflexiones, y con- 
cluye haciendo el juramento de malicia , pi- 
diendo información para probar lo alega- 
do, la prisión y embargo do los bienes del 
delincuente y de sus cómplices, y la impo- 
sición de la pena. El juez suele decir en 
su auto, que afianzando el querellante de 
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calumnia , se proveerá ; ó admite la acusa- 
ción, mandando recibir la información ofre- 
cida. Los medios de justificación que se 
espongan por el querellante, deben ser man- 
dados practicar por el juez. 

5. Ya hemos dicho que cuando ha ha- 
bido denuncia fiscal, deben evacuarse las 
diligencias que el acusador público recla- 
ma: resta ver los trámites que se siguen, 
si se procede de oficio ó por pesquisa. 

6. En este caso el juez provee un auto 
de oficio, llamado cabeza de proceso^ en el 
que se relata circunstanciadamente el he- 
cho acaecido, y el tiempo en que ha lle- 
gado á su noticia; se manda proceder á su 
averiguación, al examen de los testigos pre- 
senciales ó sabedores del suceso, á la eva- 
cuación de las citas oportunas, al arresto 
de los presuntos culpables y al embargo de 
sus bienes, pudiéndose dar comisión en el 
mismo acto al escribano para la práctica . 
de estas diligencias si el negocio no es de 
gravedad. 

Si el delito se estuviere cometiendo, y 
por cualquiera demora pudiese resultar su 
consumación completa, ó la huida del cul- 
pable, debe el juez proceder ante todo á 
proteger la persona amenazada, y á asegu- 
rarse de la del delincuente. 

7. El examen del agraviado y la inves- 
tigación judicial por medio de testigos ó de 
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otra clase de prueba, suelea ser los pri- 
meros pasos del proceso, necesarios común- 
mente para venir en noticia del criminal y 
proceder a su detención. Retener en los 
casos graves las personas que parezcan cul- 
pables, y embargados sus bienes ó depo- 
sitada en su defecto por el procesado can- 
tidad equivalente, asegur^ir los efectos é ins- 
trumentos en que consiste el delito y sus 
comprobantes cuando los haya, deben ser 
también las primeras operaciones del juez (1). 

8. Para la indagación de los delitos, aun- 
fjue en la esencia sean los trámites suma- 
mente parecidos, tiene que haber sin em- 
bargo aquellas variaciones que exigen su di- 
ferente naturaleza y diverso modo de per- 
petrarlos. Manifestaremos ligeramente las 
primeras diligencias propias de la averigua- 
ción de Jos autores de homicidio, de heri- 
das y de un robo, por ser los delitos que 
con mas frecuencia se cometen, y notables 
al mismo tiempo por su gravedad. 

9. Homicidio. Si se trata de un homi- 
cidio, el juez, precediendo el auto de ofi- 
cio, debe presentarse con el escribano, tes- 
tigos y facultativos en el lugar en que se , 
encuentra el difunto. Los facultativos prac- 
tican las diligencias propias de su arte pa- 


(1) Regla 15, arl. 5t del reglaraeiilQ. 
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ra ver si esefectivameute cadáver, y se pre- 
viene al escribano que lo ponga por dili- 
gencia. En ella ha de constar el sitio y pos- 
tura en que se hallaba, su nombre , ape- 
llido, profesión y vecindad si estas circuns- 
tancias fuesen conocidas , el trage con que 
iba vestido, y todo lo que se le encontra- 
se , y especialmente si fueren armas. La 
traslación, el depósito, que ha de ser en 
sitio público cuando no fuese persona co- 
nocida, para ver si alguien manifiesta su 
nombre, y el reconocimiento de los facul- 
tativos, son diligencias que deben practi- 
carse por mandado del juez. Por auto del 
mismo se dá sepultura al cadáver, y si se 
hubiese verificado sin este requisito, ó con 
él, pero faltando el oportuno reconocimien- 
to, se podrá mandar exhumarle cuando es- 
ta diligencia sea necesaria, y cuando aun 
no pueda hallarse en tal estado de cor- 
rupción, que dañe á la salud pública. Pa- 
ra esta diligencia se cuenta siempre con la 
autoridad eclesiástica, mas bastando un sim- 
ple aviso, y sin necesidad de esperar que 
preste su consentimiento. 

10. Heridas, Cuando el juez tiene no- 
ticia de que una persona ha sido herida, se 
traslada con el escribano, cirujanos y tes- 
tigos al punto en donde se halle aquella, 
se verifica el reconocimiento , se toma aí 
herido, si está en disposición para ello , una 
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declaración circunstanciada y se le advier- 
te guarde en su curación el método que le 
prescriban los facultativos, bajo aperabi- 
miento de lo contrario de ser á su costa 
los daños que se originen. Los facultativos 
deben asistir al herido con el mayor esme- 
ro, avisar en los periodos señalados por el 
juez, y en cualquier tiempo en que noten 
una alteración marcada, y dar parte inme- 
diatamente que muera. Es también conve- 
niente recoger las armas con que se come- 
tió el delito, que deberán ser reconocidas 
por peritos. Los facultativos tienen obliga- 
ción de espresar en sus declaraciones el 
sitio en que están las heridas, cuáles son 
sus señales y cuales sus causas , y mani- 
festar sobre ellas el pronóstico. 

Para este efecto suelen losautores dividir- 
las en mortales por necesidad^ por falla de socorro, 
por accidente, incurables, y leves. Son mortales por 
necesidad aquellas cuyos efectos no alcanza 
nunca á remediar el arte : por falta de so- 
corro ^ aquellas que curándose ordinariamen- 
te no lo han sido por no haber acudido 
pronto á remediarlas: por accidente las que 
son poco peligrosas, pero que se hacen mor- 
tales por culpa del facultativo , ó del pa- 
ciente : incurables , las que a pesar de todas 
las medicinas duran toda la vida; y leves 
las que interesan tan solo las partes menos 
delicadas del cuerpo. 
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El escribano debe también dar fé, que 
se llama de Ixbores^ del mimero de las heri- 
das, de su estension y demas circunstan- 
cias que no sean peculiares de un juicio 
pericial. 

9. Robos. En las causas de robo es un 
trámite esencial justificar la existencia an- 
terior de las cosas en poder de los roba- 
dos ó en el punto en que se hallaren.' Los 
otros medios de indagación tienen iguales 
variaciones que el delito mismo. Así pues, 
si se hubiere cometido con fractura ó rom- 

E imiento de puertas, arcas lí otros rnue- 
les en donde estaba depositada la cosa ro- 
bada, es preciso el reconocimiento hecho 
por personas peritas, cuyas declaraciones de- 
ben referirse á su arte y constar en el suma- 
rio. Creemos suficientes estas lijeras ideas 
para conocer por analogía las dilijencias 
primeras y peculiares de cada especie de 
delito. 

10. El juez debe examinar por sí mis- 
mo á las personas que sean sabedoras , ó 
tengan alguna noticia del delito , y previa 
la prestación del juramento, recibir por 
separado las declaraciones de cada una sin 
poder encomendarlo al escribano (I j. Dis- 


(l) Ley t 6, tit, lib. t ? U N. R. 
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posición acertada que produce la ventaja 
de saber el juez que el testimonio está fiel- 
mente representado en los autos , que le 
proporciona ocasión de observar por sí 
propio las emociones del testigo, que evi- 
ta inútiles dilaciones, y que ofrece finalmente 
la mejor garantía de que serán observa- 
das las leyes procesales. 

Los testigos pueden ser obligados á de- 
clarar con multas y aun con prisiones (1), 
esceptuando aquellos, cuyo testimonio con- 
sideran las leyes voluntario por razones de 
moralidad. 

Si los testigos residen fuera, se libra 
exhorto, siendo en jurisdicción del juez 
de la causa , para que sean examinados por 
personas de su confianza, y siendo de otra 
jurisdicción, para que lo verifique el que 
la ejerce, d otro á quien él se lo enco- 
miende. 

Al practicar estas dilijencias suelen ci- 
tarse testigos que en realidad no son idó- 
neos, pero se acostumbra dejar para el ple- 
nario el exámen de su idoneidad , y el con- 
siguiente valor de sus dichos. 

11. El embargo suele ser decretado al 
mismo tiempo que la prisión, y es mas 


(t) I , lít. 11 , in>. 1 1 de la N* R, 
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«steuso que en los negocios civiles. De 
aqui resulta que los labradores y artesa- 
nos que tienen el privilegio de que no 
sean embargados sus ganados, instrumen- 
tos de labor, ni sus mieses hasta estar 
limpios y entrojados los granos, no dis- 
frutan de él en las causas criminales (l). 
No obstante, la equidad dicta, que cuan- 
do hay otros bienes, y son suficientes pa- 
ra asegurar el resultado del juicio, sola- 
mente en estos se verifique el embargo. 
Los bienes embargados se inventarian , se 
ponen en depósito ó administración, y no 
pueden ser vendidos hasta el fallo judi- 
cial, a menos de necesitarse su importe 
para alimentar á los presos. 

12. Asegurado el reo ha de recibírsele 
inmediatamente la declaración para que no 
tenga tiempo de prepararse y de ocultar 
la verdad , y si el juez no lo verificase 
dentro de las veinte y cuatro horas con- 
tadas desde el arresto ó la prisión, come- 
te el delito de detención arbitraria (2). Su 
nombre, apellido, patria, vecindad, esta- 


(1) Arl. 4 decreto de 1 7 de febrero de 

1834 . 

(9) Ley 10 , tít. 38 , libro 12 de la N. B. , y ar- 
ileato 990 de la Constitución.» 




(lo, profesión y edad son las preguntas je- 
nerales que se hacen , y resultando me- 
nor, se le autoriza un curador. Pregún- 
tasele también en qué punto se hallaba y 
con qué persona , el dia y hora en que 
se cometió el delito ; si ha tenido noticia 
de él, si sabe quién le cometió, si cono- 
ce á los cómplices y todo lo demas que 
el juez crea conveniente; pero sin hacer 
indagaciones capciosas ó sujestivas (1) , y 
sin preguntársele si es el autor del delito. 
Concluida esta declaración que se llama 
indagaíona , y en la que está prohibida la 
intervención del juramento, se le debe 
leer por si tiene algo que enmendar, la 
firma si sabe , y se le permite que fir- 
me también ó rubrique cada uno de sus 
folios. 

13. Las citas hechas en la declaración 
han de ser evacuadas prontamente , to- 
mando juramento á los citados de que di- 
rán la verdad, y leyéndoles íntegra la de- 
claración del citante. Y si ambos variasen 
en sus deposiciones , debe practicarse un 
careo, esto es, juntar al citante y al ci- 
tado, para que leyéndoles lo que declara- 
ron y reconviniéndose mutuamente , se vea 


(f) Arl. 8 del reglamento. 
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si puede descubrirse ia verdad. Dllijencía 
jéneralmente de utilidad equívoca , suele 
á veces producir buenos resultados. El es* 
cribano la redada haciendo inencion de 
todas las preguntas^ contestaciones y re* 
convenciones. 


Se usa entre los testigos y entre los 
procesados, pero no está admitido el ca- 
rear á los primeros con los segundos. 

14. Otro medio se emplea en la prác- 
tica para comprobar la identidad de la per- 
sona del reo, que es el reconocimiento en 
rueda de presos. Tiene lugar cuando dan- 
do el testigo señales del delincuente, ig- 
nora su nombre , si bien asegurando le 
conoceria si le viese. Colocado el testigo 
en un paraje separado, y puestos en fila 
varios presos, incluyendo en ella al pro- 
cesado con el mismo traje, si es posible, 
que tenia al cometqr el delito, y á pre- 
sencia del juez y del escribano señala al 
que le parece ser el reo. Operación que 
se repite por tres veces, variando ¡os pre- 
sos de posición en cada una de ellas, y se 


estiendii por dilijencia. 

15. Practicadas estas se toma la con- 
fesión al reo. En ella se le pregunta, lo 
mismo que en la indagatoria, sn nombre, 
edad, profesión, estado y vecindad: le son 
leídas integramente todas las declaraciones 
del sumario, preguntándolA4Í afirma y 


T. III, 


f 
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ratifica en ellas, ó tiene algo que enmen- 
dar á la que ya tenia prestada; se le ha- 
cen preguntas, cargos y reconvenciones; 
los primeros, según resultan del sumario; 
las segundas según se deducen racional- 
mente de las respuestas dadas por el con- 
fesante, sin que el juez las agrave con ca- 
lificaciones arbitrarias (1): y finalizada sé 
entera al reo de toda ella para los mis- 
mos efectos que indicamos hablando de la 
indagatoria. Al tiempo de concluirla es 
costumbre esperar que quede en aquel es- 
tado, y abierta para proseguirla cuando sea 
conveniente, 

16. Util seria que concluyese en un so- 
lo acto , pero no siendo siempre posible, 
suele suspenderse para otra ocasión, mas 
haciéndolo constar. 


Sixcio^ íí. 


Del plenario- 

1. Haátá aqui hemos hablado del su- 
mario, ó de las dilijenciás de instrucción 
indispensables para preparar él verdadero 




(1) Arti 0 dfl ícglAmniio. 
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juicio criminal. Este es el plenario. Muy 
parecido eií sus trániiites al civil ordina- 
rio, empieza como él por demanda y por 
respuesta, íijáridose asi la cuestión; se ad- 
miten pruebas sobre los hechos dudosos y 
termina por la sentencia. 

2. El proceso es público desde la con- 

fesión eñ adelante, porque ya se han he- 
cho y terminado todas las diligencias que 
exijian sijiío, y ningún documento ni ac- 
tuación se pueden después reservar á las 
partes. Todas las actuaciones, que consti- 
tuyen el sumario , y las pro^vlúeneias y de- 
más actos de este, principalmente la cele- 
bración del juicio, se verifican en audien- 
cia pública, á no ser aquellas causas en 
que la decencia exije que se vean á puer- 
ta cerrada. Sin embargo, á unas y á otras 
pueden asistir los letrados y sus defenso- 
res (1). - 

3. La publicidad es en efecto la mejor 
salvaguardia de la inocencia, y un dique 
elevado contra la impunidad del culpable. 
Por su medio se mejora el testimonio, se 
fija y reconcentra la atención , producé 
otros eleméntos de prueba, sirve al juez 
de estímulo y de freno, dá firmeza á los 


. (4) Art* 10' del regí a mearlo: * 
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espíritus débiles y reprime la calumnia* 
Los tribunales secretos siempre han ins- 
pirado horror y aborrecimieiUo , y han si- 
do frecuentemente consid(»railos mas bien 
como instrumentos de arbitrariedad, que 
como depositarios de la justicia. 

4. En el plenario debemos observar 
los mismos tres períodos, que enunciamos 
en el juicio civil. 1.'’ El que comprendo 
Jas actuaciones para fijar la cuestión. 2.® 
El que comprende los trámites para pro- 
bar las acciones deducidas. 3.° El que 
tiene por obieto la preparación y decisión 
judiciales. 

§. i. 


Fijación de la cuestión. 

5. Los trámites que se siguen con es- 
te objeto son : entregar la causa al acusa- 
dor, si le hubiere, para que formalice su 
acusación, y después al promotor puraque 
se adhiera ó proponga otra cosa. Cuando 
no hay acusador, coato generalmente su- 
cede, se notifica al agraviado si quiere 
mostrarse parle, y se hace que su con- 
testación conste por dilijencia , íiniiada por 
él ó por un testigo en su defecto. Si so 
muestra parte se le entregan los autos; si 
nóy se pasan desde luego al promotor, y 
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evacuados por este, se comunican al acu- 
sado para que formalice su defensa. Tan- 
to para esta como para la acusación, de- 
be el juez señalar á cada parle un térmi- 
no que no pase de nueve dias. Si los 
acusados fuesen dos ó mas , y no hay in- 
conveniente en que hagan juntos su de- 
fensa, manda el juez que asi lo ejecuten, 
pudieudo estender a quince dias el térmi- 
no para los dos. Si los procesados son mu- 
chos é incompatible la defensa unida , y 
la g ravedad de las circunslancias exije que 
el proceso se termine con nrjencia, en- 
tonces en vez de entregarse ;i los dcfen- 
sores, se pone de manifiesto en la escri- 
banía por un plazo que no pase de quin- 
ce dias, y por catorce horas en cada uno, 
permitiéndoles leerle íntegramente y sacar 
las copias y apuntes que necesiten (1). Pla- 
zos tal vez bi'eves en demasía , y no muy 
favorables a la defensa del reo. 


(t) líenla 5, art. SI di 1 reglamento* 
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s. II. 

Prueba^ 


6. Por medio de otrosíes en los escri- 
tos de acusación y de defensa, deben el 
promotor y las partes articular la prueba 
que les convenga, ó renunciar á ella, ma- 
nifestando si se conforman ó no con todas 
las declaraciones de los testigos del suma- 
rio, y con no cuales están conformes fl). La 
causa se declara conclusa desde luego, si 
la parte y el promotor han renunciado la 
prueba. 

7. Mas antes de manifestar los trámites 
que se observan en caso de que se haya 
articulado , haremos^ una breve reseña de 
los medios de prueba en lo que sean pe- 
culiares á las causas criminales, y abste- 
niéndonos de repetir lo que sobre el mis- 
mo asunto dejamos ya espuesto en otra 
parte. Ni encareceremos tampoco la escru- 
pulosidad con que el juez ha de proceder 
en el exámen de Jas pruebas, que es 
donde tiene ocasión de hacer brillar su 
ilustración y su inteligencia. 

8. La inspección ocular de personas 


(l) Uogla 6 , art. 5. 
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peritas 5 la confesión del reo, los instru- 
mentos y escrituras, el testimonio de su- 
jetos fidedignos, y las conjeturas ó indicios 
son los medios do prueba, que los crimi- 
nalistas establecen, y cuya división tanto 
se asemeja á la que tiene lugar en los 
procedimientos civiles. 

9. Nada diremos de la inspección ocu- 
lar; porque, aunque lijeramente, ya he- 
mos tratado de ella en la sumaria; pero^ 
nos ocuparemos de los domas miembros 
de la división. 

10. Confesión. La eonfesion es mirada 
por algunos como la prueba por escelencia, 
aunque las mas veces está lejos de mere- 
cer este dictado. Sin embargo, es en efec- 
to de los medios mas completos de averi- 
guación , cuando los tribunales están bien 
organizados, cuando no se valen para con 
los acusados del fraude y del terror, y 
cuando va acompañada aquella dilijencia 
de alguna otra circunstancia atendible. 

11. Ningún castigo puede imponerse al 
que confiesa nn delito , sin previa justifi- 
cación de haber sido perpetrado. El estra- 
vio de la razón, el tédio á la vida, des- 
gracias insufribles, ó una vana jactancia, 
podrían servir de incentivos para que se 
acusara de im crimen quien, ni con la 
imaginación acaso le había cometido. Bajo 
este aspecto debe ser interpretada la ley 
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de la Partida, que dá plena fuerza á la 
confesión hecha en juicio, de cualquier 
modo que sea, y aun en caum^ criminales (1), 

12. Contra lo declarado en la confesión 
debe ad mi (irse prueba al que la hizo: ju- 
risprudencia humana, si bien parece con- 
traria al tenor de una ley de Partida, en 
este punto poco acertada, según nuestro 
concepto (2). 

13. No creemos necesario repetir, que 
para tener fuerza la confesión, ha de ser 
hecha de grado, estando el que la hace en 
su cabal juicio, siendo de edad cumplida, 
y no habiendo intervenido error ni en- 
gaño. 

14. Prueba insínmental. Se hace por 
medio de escritura pública ó privada. La 
última no forma plena prueba á no ser re:* 
conocida por el interesado, sin que el co- 
tejo de la letra, hecho por peritos, sea 
suíiciente á darla aquella cualidad. Cotejo, 
á que se ha concedido á veces un valor 
exajerado contra lo prevenido en la ley, y 
sin fundamento alguno. 

15. La escritura pública puede ser, o 
el cuerpo mismo del delito, como iin bi- 
llete falsificado, ó constituir un medio 


(1) Ley 2, tíl. 13, Part. 3* 

(2) Ley 5 del mismo tít. y Parí* 



§33 

cflcaz de prueba, eomo si en ella se con- 
tiene un contrato inmoral, reprobado por 
las leyes, y que hace á sus autores, ó á 
uno de ellos por lo menos, acreedores á 
castigo. 

16. Testigos, La prueba de testigos, 
muchas veces falible por desgracia, como 
ya tenemos dicho, se cuenta también en- 
tre los medios de averiguación en las cau- 
sas criminales. Poco tendremos que añadir 
á lo que en el libro 1 dejamos anuncia- 
do, principalmente sobre las personas que 
tienen prohibición de presentarse como tes- 
tigos; y nada acerca de aquellas á quienes 
no puede obligarse á declarar contra otras, 
p. e. los ascendientes en causas de descen- 
dientes; pero indicaremos desde luego, que 
la edad para ser testigo, de í i años en 
los negocios civiles, se estiende hasta los 20 
en los criminales, pudiendo testificar de lo 
que recordaren haber visto antes de cum- 
plirla (1). Igualmente manifestaremos que 
los eclesiásticos no pueden ser testigos en 
causas de sangre; pero que sin embargo 
declaran bajo protesta" de que por su de- 
posición no sea impuesta esta pena. 

17. Por lo demás, las leyes de partida 
establecen doctrinas acerca de esta mate- 


(<) Loy 9, til. 16|i Uart. 3, 
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ria, que esláu en contradicción con los 
buenos principios y que fomentan mas bien 
un deseo de venganza que la recta é im- 
parcial aplicación de la justicia. Asi pues, 
ilaman pruebas privilegiadas á las deposi- 
ciones de testigos, que inadmisibles por ^ 
lo común, son recibidas en causas de Es- 
tado, en las seguidas por delitos contra la 
naturaleza, y por otros muy graves ó de 
difícil probanza (1). Principio opuesto á las 
buenas ideas de lejislacion, que conce- 
den al acusado mayores garantías, cuanta 
mayor es la gravedad del crimen que se 
le imputa, y de la pena que ha de serle 
aplicada en caso de condenación. 

Nosotros deseamos que estas desigual- 
dades monstruosas desaparezcan de nues- 
tros códigos, ya que las tiene proscritas 
la práctica ilustrada de los tribunales. 

18. Indicios. Los indicios proceden de 
presunciones y conjeturas, y no constituyen 
jeneralmente hablando, una prueba plena. 

Si son independientes los unos de los 
otros, pueden llegar á formar una presun- 
ción tan vehemente, que equivalga en 
sus efectos á una prueba cabal : si por el 
contrario están unidos entre sí, pueden ser 


(1) Leyes 8 y 13 , t¡t. 16, Parí. 3 y 1 , n't. 30, 
ni). 12 íle la Nov. Rec. 
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<X)nsiderados como uno solo , y producir 
resultados mucho menos notables. 

19. Una ley de Partida (1) desecha en 
las causas criminales todas aquellas prue- 
bas, que *no sean tan claras como la luz, 
en que no venga ninguna dubda^ proscribien- 
do de consiguiente los indicios ; sin em- 
bargo, dice después, que hay cosas señala- 
das en el pleito criminal , que se pruebaa 
por sospeclias, aunque por otros medios no 
se averigüen, y pone por ejemplo el adul- 
terio. 

20. Imposible seria hacer la enumera- 
ción completa de los indicios, que son tan 
diferentes , y que tanto dependen del mo- 
do y naturaleza del delito, y de las cua- 
lidad es del criminal. 

La declaración de un testigo autoriza- 
do, ligada á otra circunstancia; el cotejo 
de letras, los actos que tienden á procu- 
rar la ocultación de un delito cometido , el 
soborno á los testigos ó la tentativa para 
verificarlo, la sustracción de documentos 
útiles para la prueba, y la confesión estra- 
judicial del reo probada por dos testigos, 
pueden servirnos de ejemplo de los distin- 
tos indicios, que suelen tener lugar, y que 
al juez pertenece apreciar debidamente. 


(2) Ley 12 , lü. í4, Parí 3. 
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Establecidos estos principios, continua- 
remos el orden de la tramitación. 

21. La causa se recibe á prueba, cuan- 
do esta ha sido articulada por un térmi- 
no común y proporcionado. Este recibi- 
miento ha de ser con la precisa calidad 
de todos cargos (t). El máximum de aquel 
término es el mismo que el señalado eu 
las causas civiles; pero están los jueces 
obligados á reducirle lo que su prudencia 
les siijiera, atendida la calidad de las can- 
sas y de las pruebas, las circiinslaiicias de 
las personas, y la distancia de las residen- 
cias de los particulares; no debiendo ac- 
ceder nunca a prórogas, maliciosas ó su- 
pérfluas (2j. 

22. Identro del término probatorio, y 
con citación de los interesados, se ejecuta 
la ralificacipii de los testigos del sumario, 
con cuyas declaraciones no están confor- 
mes las partes, el exámen de los nueva- 
mente presentados, y las demas pruebas 
que hubieren articulado. El fiscal, los pro- 
cesados, ó sus defensores, pueden hacer 
á los testigos por medio del juez las pre- 


(í) 

1820 . 

(V 


Art. 1 3 áel áeorelo fie i 1 de seiiembra 
Arl. 1 2 dd mismo. 
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guntas que juzguen oportunas, las cuales 
deberán ser contestadas á no declararlas 
este impertinentes é impropias (1)/ 

Si ha muerto el lesiigo que hubiere de 
r¿itiücarse, ó no se supiere dónde se ha- 
lla , ó estuviere á tal distancia que sea di- 
fícil su ratificación, debe practicarse la in- 
formación de abono ^ que consiste en una jus- 
tificación hecha con dos ó mas personas de 
probidad que respondan y aseguren la ve- 
racidad ó idoneidad del testigo que murió, 
ó cuyo paradero se ignoraba (2). 

23. Tachas. A veces concurre en los 
testigos alguna de aquellas circunstancias, 
que los probiben testificar, ó que presu- 
men parciales sus declaraciones : entonces 
pueden oponérseles tachas para invalidar 
su deposición. El término que se concede 
para proponerlas contra el testigo, presen- 
tado en el pl enario por la parte contra- 
ria, es el de los tres dias siguientes al en 
que prestó la declaración. Si para probar- 
las no basta do que resta del término co- 
mún, se amplia ó señala de nuevo el su- 
ficiente, con tal de que nunca escena de 
la mitad del concedido para la prueba 


(í) Regla 8.2 , arl. 51 <3ol reglnmenlo, 
(l) Real órUea de 8 de Mana de 1840* 
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principal. Esta prueba se hace también con 
citación de las partes, y siendo común á 
ellas el término respectivo (1). 

Sin embargo, considerando algunos que 
las partes al estender los escritos de acu- 
sación y defensa tienen ya noticia de los 
testigos del sumario, creen que en aque- 
llos escritos deben presentarse las tachas, 
y ser justificadas durante el tiempo de la 
prueba principal. 

2i. Acreditándose por nota del escri- 
bano que ha pasado el término probato- 
rio, se provee auto, mandando que las 
pruebas practicadas se unan á la causa, y 
esta se pasa al juez para la vista , sin 
alegatos, conclusión para definitiva, ni ci- 
taciones; trámites que admitidos por el 
reglamento, han sido proscritos por una 
ley posteriormente restablecida (2). 

§. lií. 

Preparación judicial y senténáa. 

25. Dentro de los tres dias de finaliza- 
das las pruebas, puede el juez maildár 


’ i ’ i I 


(1) Regla 9, árl. 5Í del reglamento. 

(2) jLey de 1 1 de sfetiembre de 1820* 
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practicar las dilijencias que crea necesa- 
rias para subsanar defectos ó llenar omi- 
siones: todo ello bajo su responsabilidad, 
y terminado que sea, manda llevar la cau- 
sa á la vista. Este acto es publico, y si 
el promotor, los reos ó defensores piden 
asistir para esponer de palabra lo que 
crean conveniente, se señala dia para sú 
celebración , concurriendo el escribano, 
y conduciendo con seguridad al proce- 
sad#. 

26. Sentencia. La anisma división qué 
de ella tenemos hecha en los procedimien- 
tos civiles, es aplicable á las causas cri- 
minales. Para dictar la interlocutoria tiene 
el juez el término de tres dias; para la 
definitiva el de ocho, que puede ampliar- 
se hasta doce, si el proceso pasa de 500 
hojas (1). 

27, La sentencia definitiva debe ser in- 
mediatamente notificada á las partes , y 
remitida en consulta al tribunal superior, 
con citación de las mismas, siempre que 
el delito, por el que se ha seguido el pro- 
ceso, hiciera acreedor al culpado á una 
pena corporal ; pero si la ley señala solo 
una pena leve , el juez la lleva á efecto, 


•i» 


(3) Regla 13 , art, 51 del reglamento. 
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á no ser que dentro de dos dias apelen 
las partes (í). A ellas también debe notifi- 
carse, que si en el término del emplaza- 
miento (no prescrito por la ley y que el 
juez juzga prudencialmeníe), no designan 
abogado y procurador que las defiendan 
en el tribunal superior , les serán nom- 
brados de oficio, y con ellos se entende- 
rán todas las dilijencias. El escribano que 
omitiere esta formalidad ó dejare de ano- 
tarla en la dilijencia, incurre en la g;iul- 
ta de 200 á 500 rs. Él nombramiento de 
defensores, hecho por los reos, firmado 
por ellos y estendido en los autos, es 
igual á un poder en forma (2). 

12. Pero no en todas las causas crimina- 

t _ • 

les se siguen para su fallo los trámites es- 
puestos : algunas se deciden prontamente 
por medio de lui sobreseimiento (3). 


(t) Re«la 14 mismo arlículo. 

(2) Real decrrío de 4 *1^ noviembre de !8Í8* 

(3) Lo| juicios de va^os , y los de daños de montes, 
SPt^iiidos antes con unos proced i m,ien los especiales ^ se ven** 
tilaii a llora por los comunes , segiin la práctica apoya-* 
da en el. reglamento. No necesitanios pues detenernos cU 
su esplicacioii en artículos particulares. 
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Sobreseimienfo. 


1. Se entiende por sobreseimiento la 
providencia del juez en causas leves ^ ó segui- 
das contra procesados cuya inocencia se reco- 
noce , y en virtud de la mal se cortan proce- 
dimientos ulteriores» 

2. El sobreseimiento tiene lugar: 

1. *^ Cuando no resulta la preexistencia 
del delito. 

2. '* Cuando aunque resulte , han sido 
inútiles todas las investigaciones para des- 
cubrir quién es el criminal. 

3. ® En cualquier estado de la causa 
en que se reconozca la inocencia de un 
procesado, y solo con respecto á él ha- 
biendo varios. 

4. *=’ Si terminado el sumaiáo piensa el 
juez que no hay méritos para pasar ade- 
lante. 

5. ° Si /el reo resultare acreedor solamen- 
te á una pena leve, que no pase de re- 
presión, multa ó arresto. . 

Tanto en el segundo caso, como cuan- 
do es dudosa la perpetración del delito, 
sin haberse podido aclarar esta duda, el 
sobreseimiento se verifica con la calidad de 
por ahora y sin perjuicio: cláusula que indi- 
ca que el juicio queda abierto para con- 
T. m. 16 


S42 

tiüuarlo (le nuevo si apareciesen mas 

datos. 

3. El auto de sobreseimiento siempre 
debe ser consultado con la audiencia del 
territorio , pero poniendo desde luego en 
libertad al reo (1). 

TITULO quinto. 


ftE LOS PHOCEDÍMIEMOS EN LAS CAUSAS FORMA' 
I>iS POR MAQUINACIONES 'DIRECTAS CONTRA LA 
CONSTITUCION , Ó CONTRA LA SEGURIDAD INTE- 
RIOR DEL ESTADO. 

t. No hablamos aquí de los casos en 
que conoce de estos delitos por circunstan- 
cias particulares la autoridad militar, por- 
que sobre no ser de nuestro instituto, ya 
en otra ocasión los hemos lijeramente 
apuntado. Nuestro exámen se reduce á ma- 
nifestar los procedimientos que en pri- 
mera instancia se siguen en el tribunal 
civil. 

2. Para ser objeto de la ley escepcio- 
nalj es preciso que los delincuentes hayan 


(t) 4 » Jíí'U 51 dfl reglamento. 
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conspirado de un modo directo contra la 
Constitución ó contra la seguridad interior 
del Estado (1). Creemos por consiguiente 
que en este último caso se hallan com- 
prendidos los salteadores de camino y los 
ladrones en cuadrilla. 

La ley determina que estas causas sean 
seguidas por los jueces con preferencia, y 
en caso necesario con esclusion de las 
demas. 

3. Sus trámites son los siguientes. Las 
diligencias del sumario se siguen como en 
las causas comunes; la diferencia está en 
las del plenario. Recibida la confesión, el 
promotor, á quien se entregan los autos, 
debe formalizar la acusación á lo mas en 
el término de tres dias, se dá después tras- 
lado al reo por igual plazo, y se recibe la 
causa á prueba en este mismo auto (2). 
Si los reos son varios, debe concederse 
sin duda á cada uno el plazo de tres dias 
Términos escesivamente breves en nuestro 
concepto, y poco conciliables con la mesu- 
ra y detenimiento que unas causas tan gra- 
ves exigen. 

4. El plazo para la prueba parece que 
debe ser el mismo que en las causas co- 
munes, Dentro de las 21 horas conladas 

(() LfV fli' ?(> (le I S 1 . 

: }) Al t.. 1 9 <1»‘ !:( íiii.sma It'y, 


Má 

flesde su noiiíicacion, el reo lia de nom- 
brar abogado y procurador que se hallen en 
el mismo partido ; su omisión es suplida 
por el juez que los nombra de oficio en el 
acto mismo (l). Pasadas 24 horas después 
de la devolución de los autos presentan am- 
bas partes listas de los testigos de quienes 
piensan valerse , espresando la vecindad, es- 
tado y modo de vivir de cada uno: estas 
listas se comunican recíprocamente para que 
en la celebración del juicio hagan los in- 
teresados el uso de ellas , que juzguen opor- 
tuno (2). Verifícase dicha celebración en un 
plazo breve señalado por el juez, obligando 
á concurrir personalmente á los testigos que 
se hallan á corta distancia , y á los que son 
reclamados por las partes. Los que no se 
hallan en estos casos declaran en virtud de 
exhortos ó despachos (3). 

5. El juicio ha de ser público, presidi- 
do por el juez , y asistiendo el promotor fis- 
cal, abogados, escribanos, procuradores y 
reos. Cada uno de los testigos es examina- 
do en público, pero s'cparadamente; per- 
mitiéndose que las parles ó sus defensores 
les hagan las observaciones conducentes por 


(l) Are '¿0. 
(3) An. 

(3) Art. 55. 
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medio del juez. Las declaraciones , ratifi- 
caciones , preguntas y respuestas son firma- 
das por los testigos que supieren. También 
se lee en este acto lo que hubiesen decla- 
rado los testigos ausentes, cuya compare- 
cencia no hubiese sido personal (1). En se- 
guida se admiten todas las pruebas instru- 
mentales, y sé permite que aleguen de pa- 
labra lo que crean conveniente (2). 

6. Finalizados estos trámites , sin nin- 
gunos otros y sin mas escritos el juez pro- 
nuncia la sentencia dentro de tres dias á 
lo mas después de celebrado el juicio. El 
fallo se hace saber á las partes, y notifi- 
cándolas también que en el acto nombren 
procurador y abogado que las defienda en 
la segunda instancia, las emplaza por tér- 
mino de ocho dias para la audiencia terri- 
torial á donde remite en consulta los autos 
originales (3). 


(1) Art. 23 , 

(2) Art. 24, 

(3) Art. 24 y 25 ., 


i 
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riTULO SESTO. 


J)h LOS I'KOCLDIMIEiVTOS CONTRA LOS REOS AL- 

SENTES. 

1. Cuando hay reos ausentes y no ha 
podido verificarse su prisión , se siguen los 
siguientes tramites. 

2 , Las diligencias del sumario se practi- 
can en cuanto es posible como si estuviera 
presente el reo. Después ó bien de oficio 
ó á petición del promotor se le llama 
por edictos y pregones, lo cual se verifica 

f >or el término de 27 dias, haciéndose Jos 
lamamientos de nueve en nueve (1). En es- 
tos edictos se espresa el nombre del reo, 
la acusación, el delito que la motivó, los 
términos que han corrido y la invitación 
á comparecer bajo apercibimiento de ser 
declarado contumaz , y de sufrir el perjui- 
cio á que haya lugar. 

3. Finalizados estos plazos sin presentar- 
se el reo, es declarado contumaz y rebel- 
de, y para que la causa continué se pasan 
los autos al promotor. De la acusación de 
este se dá traslado ál reo representado por 
los estrados del tribunal, y asi se anota por 


(1) Uy 1, til. 37, lib. I 2 de la N. R. 
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el escribano. Las pruebas y ratiíicaciones 
de los testigos no se omiten en procesos 
seguidos en rebeldía, como pueden supri- 
mirse en los que se siguen entre presentes; 
porque la supresión recibe su fuerza y va- 
lidez de la renuncia v conformidad de las 
partes. La ratificación de los testigos se ha- 
ce con citación de los estrados. Acabado el 
íérmino de prueba se dicta la sentencia, 
que es también notificada en estrados y se 
remite la causa en consulta al tribunal su- 
perior. En estos procedimientos son ¡guales 
los términos que en los comunes. 

4. Devuelto el proceso confirmando ó re- 
vocando el fallo, las penas no se llevan á 
efecto, siendo pecuniarias , hasta pasado un 
año sin comparecer el reo. La ejecución de 
las corporales no tiene lugar sin oírsele se- 
gún los trámites legales (1). Si se presenta- 
re ó fuere aprehendido, pendiente aun la 
causa , se repone esta al estado de suma- 
rio, ó al que tenia cuando se verificó la fu- 
ga; y si estuviere terminada puede el reo 
conformarse con la -sentencia, no siendo de 
pena capital , ó bien oponerse á olla en los 
términos indicados. 

5. Cualquiera persona puede presentarse 
á escusar la ausencia dcl reo, alegando jus- 


(,l ) Ley i, líl. .^7, lib. la N* IL 
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los motivos para ello; pero nadie puede obrar 
como su procurador defendiéndole de la 
acusación (I). 

6. No siempré se siguen estos tráipites, 
porque si resulta del sumario que el reo no 
es acreedor á pena corporal , se sobresee 
desde luego bajo la cláusula ordinaria de 
ser aquel oido si se presenta ó es apre- 
hendido , y esta providencia se consulta 
con la audiencia del territorio á quien se re- 
mite la causa original. Si se confirma el 
sobreseimiento y el reo se presenta después, 
se le recibe declaración con cargos, se le 
oyen sus defensas, y se puede variar en su 
virtud la sentencia que se dió en rebeldía, 
pero consultándose con el tribunal supe- 
rior. 

7. Debemos también advertir que si hu- 
biere reos presentes y ausentes, es oportu- 
no, y asi se practica, formar pieza separa- 
da respecto de los lil timos poniendo en ella * 
testimonio de las actuaciones, que tengan 
relación con ellos. 


( I ) Ley S, tit. 35, lib> l i de la N> Bt, y ley ( S, til. 
5 , Pan. 3. 


í 
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TITULO SETIMO, 


DE LOS PROCEDIMIENTOS POR DELITOS CONTRA LA 

HACIENDA PUDLICA. 



Procedimienlos por delilos contra la hacienda pú- 
blica en generaL 

1. Hemos dicho en otro lugar que Ja 
hacienda pública tiene un fuero especial, 
en virtud del cual se siguen los negocios, 
que inmediatamente la afectan, ante jue- 
ces privativos en primera instancia. Estos 
se llaman subdelegados, y lo son los inten- 
dentes en sus respectivas provincias. Al la- 
do de estas subdelegaciones hay fiscales en- 
cargados de promover judicialmente sus in- 
tereses, Habiendo manifestado ya en el li- 
bro anterior la legislación especial acerca 
de los delitos, que dan lugar á las actua- 
ciones de que aquí nos ocupamos, résta- 
nos solo hablar de los procedimientos para 
dejar del todo terminada la materia. 

2, Estos procedimientos pueden divi- 
dirse en los que hacen relación á la inves- 
tigación del delito de contrabando y fraude 
en jeneral , que tienen hasta cierto punto 
un carácter meramente administrativo, y 
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fíii los verdaderamente judiciales en que 
aprehendido el jénero ó denunciado el de- 
lito se trata de la investigación y castigo 
de sus autores. 

II. 

fnve>>íi(jacion de los delitos contra la hacienda 

pública en jeneral. 

l. Todos los funcionarios y dependien- 
tes de la hacienda pública establecidos al 
efecto, están obligados á Ja averiguación 
de los delitos que la afectan. En los de 
contrabando y fraude, por su naturaleza se 
hace indispensable la práctica de reoono- 
ciinienlos de que ahora pasamos á ocu- 
parnos. 

2. Odiosos por su índole particular es- 
tos reconocimientos, necesitan la mayor 
circunspección, moderación, prudencia y 
orden, para que no den lugar á quejas 
fundadas y á perjuicios indebidos. Debe 
evitarse por lo tanto, cuanto no conduzca 
á asegurar el descubrimiento y aprehensión 
de los jéneros y de los delincuentes. El 
jefe que dirija eí acto, es responsable de 
los escesos que se cometan sin perjuicio 
de la penalidad en que pueda incurrir su 
autor (1). 


(O Art. I ‘24 tle la ley de 3 de mayw 1830. 
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3. Todos los camiajes y caballerías* 
cualquiera que sea su dueño, pueden ser 
reconocidos en las entradas y salidas de 
los pueblos, y en las posadas y ventas en 
despoblado, y detenidos en los caminos en 
los casos de sospecha , verificándose enton-' 
ces el reconocimiento en la población mas 
inmediata, siguiendo la rula y con asis- 
tencia de la autoridad local (1). Los coches 
de la compañía de diligencias, deben ser 
rejistrados en la administración mas inme- 
diata, y en el caso en que se aprehendie- 
se un bulto con jéneros de contrabando ó 
fraude, no resuitando dueño lejítimo, se 
impondrá una multa al conductor, que 
es quien ha debido impedir la introduc- 
ción clandestina (2). 

4. Pueden ser también reconocidas las 
embarcaciones que se hallen en los casos, 
que al tratar de los delitos de contraban- 
do y fraude manifestamos en el libro pri- 
mero de esta segunda parte: pero deberán 
siempre ser respetados con relijiosa escru- 
pulosidad los tratados con las potencias de 
su pabellón respectivo (3). 


(1) Arl. i 22 de la misma ley. 

(2) Reales órdenes de I"? de junio de 1829, y do í9 
de marzo de 1833. 

^3) Arl. 123 de la lev do 3 de mayo de 1830, 
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5. Mas inconvenientes presenta el re- 
conocimiento de las casas. La Constitu- 
ción (1) prohibe qne sea allanada la cas5 
de un español , sino en los casos y en la 
forma que las leyes prescriban. No habién- 
dose aun formado las que regúlenla res- 
tricción de tan estimable derecho político 
y civil á la vez, se han suscitado dudas 
acerca de si debian estar vijentes las ante- 
riores que marcaban el modo de proceder 
en los reconocimientos. El poder ejecutivo 
en cumplimiento de su misión mandó lle- 
varlas á efecto para que asi dejase de estar 
enervada la acción de la administración 
pública, ínterin otra lejislacion mas bien 
entendida sustituyera á la actual (2). 

6. Conforme con estos principios hay 
una notable disposición (3) que previene 
que dentro de la circunferencia de las 
murallas, casetas de resguardo, ó cercas 
de las capitales y puertos habilitados-, no 
se rejistren ni allanen casas ni almacenes 
con el pretesto de buscar contrabando, si- 
no en los casos en que para la proseen- 
cion de una causa sea necesario el cuerpo 


(1) ArL V* de la Consl. de 1837. 

(2) Reales órdenes de 19 de julio de 1838, y de 15 
de octubre de 1839. 

(3) Real orden de 1 8 ele enero de ISS.^ 
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*del delito, y en que de hecho se persiga 
el bulto ó jénero desde el puerto por don- 
de se introdujo , ó por hallarse en la calle* 
A esta disposición se añade la de no estar 
obligados los comerciantes á la presenta- 
ción de jas notas que no han despachado 
después de su introducción. 

7. Mas si por consideraciones al inte- 
rés común ha permitido nuestra lejislacion 
el reconocimiento de las casas ha estable- 
cido al mismo tiempo ciertas formalidades 
indispensables para evitar abusos, y con- 
servar á las personas la consideración que 
Ies es debida, ya que por fatalidad de 
nuestra administración fiscal no sea el ho- 
gar doméstico un sagrado impenetrable en 
los casos en que no se cometa un delito 
público. 

8. Por estas consideraciones es indis- 
pensable que conste la existencia de efec- 
tos de contrabando ó fraude, justiflcada al 
menos por dos testigos, y la intervención 
de que hablaremos en cierta clase de esta- 
blecimientos antes de acordarse que sean 
reconocidos (l). En su virtud es necesario: 

l.° En el reconocimiento de los pala- 
cios y sitios reales, el previo aviso y asis- 
tencia del jefe respectivo (2). 


(<) Art. 116 de ]a ley de 3 de mayo dr |S30, 
(3) Art, 101 y 102 de la misma ley. 


2 .^ En el de los lugares sagrados ó re- 
lijiosos y habitaciones de eclesiásticos, el 
competente despacho auxiliatorio y el avi- 
so al vicario ó cura párroco respectivo, ó 
en defecto de aquel documento el ausilio 
del juez ó superior eclesiástico, que por sí 
ó por un comisionado podrá presenciar la 
dilijencia (1). 

3/ En el de conventos de relijiosas, el 
previo aviso á la autoridad eclesiástica, ba- 
jo cuya inmediata dependencia se ha- 
ílen (2). , 

4. ® En el de establecimientos militares, 
el previo aviso igualmente á la autoridad 
competente (3). 

5. ^ En el de casas de autoridades y de 
personas que gocen fuero, aviso también 
anticipado al gefe de quien dependa el 
dueño de la habitación (4). 

6. ° En el de las de estranjeros la con- 
currencia del cónsul de su nación, si le 
hubiere en el mismo pueblo, avisándosele 
en el acto de ir á ejecutar la dilijencia, y 
no presentándose inmediatamente, se pue- 


(1) Arl, 104, 105, <07 , tos y 109 de la espresada 
ley. 

(3) Art. 106. 

(3) Arl. lío. 

(4) ,Vrt. lil. 


de proceder á ella , haciéndolo constar an- 
te escribano y testigos. No habiendo ajen- 
te consular, puede procederse al reconoci- 
miento sin otro requisito que los que jene- 
ralniente se exijen para los españoles (t). 

9. En cuanto á las casas particulares no 
es lícito proceder á su reconocimiento, 
sino cuando por notoriedad , por hechos 
que’ induzcan presunción vehemente, por la 
mala fama de los que las habiten, ó por 
delación fundada y circunstanciada de per- 
sona fidedigna , se deduzca la existencia del 
fraude , precediendo providencia formal 
por escrito de la autoridad local , ó del ge- 
fe de rentas a quien corresponda (2). 

10. La fundada sospecha que el gefe de! 
resguardo tuviere , basta para el reconoci- 
miento de tiendas , almacenes y lonjas en 
que se vendan géneros de comercio por ma- 
yor ó menor á puerta cerrada ó abierta^ 
y de edificios rurales y posadas públicas (3). 

11. Debemos advertir aquí que en los 
reconocimientos que se hagan, ya en ca- 
sas particulares , y ya en las de tráfico, de- 
be preceder el, aviso a la autoridad local, 
que por sí ú otro subalterno debe asistir: 


(1) Art. 112. 

(2) Artículos n 4 í 1 

(3) - Al t. 1 1 
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mas si es en despoblado basta el permiso 
del alcalde respectivo (1), Cuando el res- 
guardo , la fuerza armada , ó un funciona- 
rio autorizado , persiga á contrabandistas ó 
defraudadores 5 y los lleve á la vista, pue- 
de entrar sin licencia alguna en el edifi- 
cio á que se acojan, ó en que introduzcan 
los efectos (2). 

12. La investigación de los delitos de 
contrabando no autoriza el reconocimiento 
de los libros y papeles del comerciante, ni 
á estraerlos de su casa ó escritorio: pero 
deberá presentar las partidas, cartas, ó asien- 
tos que traten de los negocios sobre que 
recaiga la sospecha de contrabando ó frau- 
de (3). 

13. Réstanos solo advertir que á los em- 
bajadores y representantes de potencias es- 
tranjeras, y á las casas de su habitación, 
deben guardarse sus inmunidades con ar- 
reglo á las leyes (4), 


(1) - Art. 118 y 119, 

(2) Art. 120.' 

(3) Art. 121. 

(4) Art. 13. 


f'órmulas judiciales en los delitos contra la Aa- 

tienda pública. 

f « 

t. Las fórmulas que arreglan los proce- 
dimientos por delitos contra la hacienda pú- 
Llica, deben ser difereníes en los casos en 
que haya aprehensión , y en los que esta 
no intervenga. 

2. Diferente también es en algunos pun- 
tos la sustanciacion de las causas que se 
signen por delitos de contrabando y de- 
fraudación de las rentas generales de adua- 
nas, y la de las rentas provinciales. Por 
esto debemos hacernos cargo de ellas con 
separación. 

3. En las aprehensiones por contraban'- 
do y defraudación de las rentas generales 
de aduanas empiezan las diligencias , esten- 
diéndose una circunstanciada , íirmada por 
el gefe ó juez a prehensor, y autorizada por 
escribano ó dos testigos en su defecto. En 

o 

ella debe hacerse espresion de la cualidad 
y mi mero de a prehensores: del nombre, 
graduación ó carácter público del gefe: del 
lugar, día y hora de Ja aprehensión: de los 
nombres y vecindad de los tenedores de 
los géneros, ó de las noticias adquiridas 
acerca de ellos si se hubieren fugado : de 
T. III. 1 7 
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la dirección que Iraian y llevaban, y si iban 
ó no con armas: de los objetos aprehen- 
didos, sus números y marcas; del número 
y clase de bagajes, carruajes , ó buque en 
que se conducían; y por újtimo, todas cuan- 
tas circunstancias sean interesantes, y espe- 
cialmente en los casos en que hubiere re- 
sistencia. En seguida deben ser examinados 
tres testigos que no pertenezcan á la cla- 
se de aprehensores ñi de auxiliadores; en 
su defecto, de los auxiliadores que no es- 
tén habitualmente bajo el mando del gefe, 
y á falta también de estos lo serán los mis- 
mos aprehensores por el orden inverso de 
su graduación (1). 

4. Recíbese después de esta información 
previa , declaración á los conductores de los 
géneros que son llevados .á la cárcel, si al 
delito corresponde pena corporal ; pero si 
la responsabilidad solo puede ser pecunia- 
ria, se les exige fianza para asegurar las re- 
sultas del juicio arrestándoles si no la dan, 
con guardas de vista á su costa, hasta que 
la otorguen (2). En este mismo caso de exis- 
tir solo responsabilidad pecuniaria, debe es- 
tenderse diligencia firmada por los reos ü 




(1) Artículos 142 y 14 ^ ^ mayo 

de 1830, 

(S) Artículos I 44 y 145. 
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otro á su nombre , en que conste si se alla- 
nan al pago de las costas y de la pena^ 
para evitar actuaciones ulteriores, y si no 
se allanan , se les ha de prevenir que se 
presenten al subdelegado para la prosecu- 
ción de las diligencias, porque de lo con- 
trario, reputándose por confesos, seguirá 
la causa en su rebeldía (1). 

5. Deben trasladarse los géneros apre* 
hendidos á la oficina de rentas correspon- 
diente , en la que se sellarán todos los far- 
dos, de que tomará razón la contaduria; de- 
positarse los carruajes ó bagajes en que se 
hubiere hecho la aprehensión, y si fuere 
buque, ponérsele guardas. Verificadas todas 
estas diligencias en las 24 horas siguientes 
á la aprehensión, son remitidas al subdela- 
gado respectivo (2). 

6. El subdelegado dispone el inventario, 
reconocimiento y calificación de los géne- 
ros, despacha exhortes para la captura de 
los prófugos y embargo de sus bienes, con- 
firma ó revoca la prisión, según los méri- 
tos del proceso (3), decreta el emba rgo fio 
bienes cuando los reos presentes no alian- 


(l) Rpsoluciorü déla STiperintcndencia gen ial il*‘ i’cit* 
las de 5 1 de marzo de í S3 l . 

(i) Art. 146 de la ley dt- 3 df mayf) dr í 830. 

(3) Arlrrnlos *47, 
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2 an las resultas del juicio; manda justipre- 
ciar los bagajes, carruajes y embarcaciones, 

en que se hubiere hecho la aprehensión, 
y vende desde luego las bestias de carga ó 
tiro en publica subasta, á no ser que se 
reclame su entrega en el término de tres 
dias , dada fianza ó depositado su valor (\); 
recibe declaraciones indagatorias, forma pie- 
zas separadas, y acelera el sumario de tal 
suerte, que en el término de unmesque- 
de concluido (2). 

7. Recibida la confesión, se entrega lá 
causa al abogado fiscal , que en el término 
de tres dias debe despacharla: formulada 
la acusación se dá traslado á los reos para 
que en igual plazo haga cada uno su defen- 
sa. En este escrito pueden proponer su prue- 
ba, y si no la proponen, ó no impugnan la 
acusación, falla el subdelegado definiliva- 
rnente la causa en los tres dias siguientes 
á la conclusión del término de los trasla- 
dos, mas si la proponen , se concede pa- 
ra verificarla el término preciso de ocho 
dias, y se dii copia del escrito á la parle 
fiscal , por si le conviniere promover algu- 
na justificación (3). 


(t) Artículos 1 50 y 151, 

(2) Art. 152 y 153ii 

(3) Arliculos 145 , 14 ^» 14 ^» ^4^# 150» Í5I» 

159, 153, 154 , 155 , 156 y IS7. 
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8. Trascurrido el término de prueba, sin 
necesidad de providencia se unen a los 
autos las que se hayan practicado , y se co- 
munican íí las parles por término de 2í 
horas, %ok> para el efecto de poder infor- 
mar en el dia de la vista, qué se señala 
para uno de los tres dias siguientes al en 
que espira el plazo, recogiendo los autos 
de antemano, Al acto de la vista asiste el 
subdelegado, los asesores, el abogado fis- 
cal precisamente, y los defensores del reo 
si quisieren , y después se pronuncia el fallo 
definitivo (1). 

9. Como el subdelegado, si no es letra- 
do, tiene un asesor, y á este se agrega pa- 
ra mejor asegurar el acierto otro asesor, 
elegido por la diputación provincial (2), 
que debe intervenir en todas las diligen- 
cias que causen estado, esto ea, en las de 
recibimiento á prueba , sobreseimiento y de- 
finitivas (3), Y puede ocurrir que estos no 
esien conformes en opinión, corresponde 
al subdelegado nombrar otro letrado para 
que dirima lá discordia (i). 


(1 ) Arl. 1 58 y t 59. 

(2) Arl. 2 de la roal órflrn de 1 7 de diciembre ti® 
18^5 , y ival orden de 15 de marzo de 1836. 

(3) Ural órdfii de 14 í'bril de 1836. 

(4) Real orden de l 7 de diciembre de 1835. 
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10. Semejante es el modo de proceder 
en las aprehensiones por defraudación de 
rentas provinciales , siempre que pueda im- 
ponerse pena corporal ó pecuniaria mayor 
de 500 reales, con inclusión del valor del 
jénero si cayere en comiso. Diferenciase 
solo de las actuaciones antes referidas, en 
que el sumario está reducido á la decla- 
ración del portador de los jéneros , á no 
ser que estuviese negativo en alguna cir- 
cunstancia esencial, en cuyo caso* deberá 
estenderse á las dilijencias necesarias pa- 
ra mayor justificación, y quedar conclui- ’ 
do en el término de ocho dias (1). 

12. Mas cuando la pena , incluso el va- 
lor de la cosa que cae en comiso, no es- 
code de 500 reales ; entonces las oficinas 
de rentas y en su defecto los alcaldes im- 
ponen las señaladas, haciendo que se ven- 
da el jénero comisado, que se distribuya 
su producto con arreglo á instrucciones, y 
que se observe cuanto las mismas previe- 
nen (2). Todo esto tiene un carácter pu- 
ramente gubernativo, y asi los subdelega- 
dos en esta forma y sin ulterior recurso 


(t) Artículos 16i , 162 t 163 , 164 I y t65 de la 
ley de 3 de mayo de 1 830. 

(2) Artículos 135 , 136 y 137 de la citada ley, y 
real orden de l6 de julio de 1833* 
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después de oir á las oficinas de recauda- 
ción, deciden acerca de las quejas que so- 
bre esta clase de negocios se Ies presen- 
tan (1). Las imposiciones de pena, hechas 
de otro modo , se consideran arbitrarias, 
debiendo devolverse la cantidad exijida, é 
incurriendo los exactores en la multa del 
duplo (2). 

13. Hemos hasta aqui hablado de las 
fcausas de contrabando y fraude cuando em- 
piezan por la aprehensión de los jéneros: 
debemos ahora ocuparnos del modo de 
proceder á la averiguación y castigo de los 
mismos delitos que dan lugar á la impo- 
sición de pena corporal , cuando solo cons- 
ta su perpetración por notoriedad, aviso ofi- 
cial ó denuncia publica. 

14. El procedimiento en estos casos 
puede ser de oficio ó por denuncia á ins- 
tancia del abogado fiscal. El subdelegado 
forma el sumario, practicando las dilijen- 
cias necesarias para la averiguación del 
delito y delincuente , y decreta la prisión 
contra las personas indiciadas gravemente. 
Dentro de veinticuatro horas toma la de- 


(1) Art. 139 de la ley de 3 de mayo de ,í830 , y 
real orden citada de 16 de julio de 1833. 

(9) Art. 138 de la ley de 3 de mayo de 1830. 
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claracioii indagatoria á los roos, y proce- 
de después á la evacuación de citas y á 
proveer lo necesario para la mas pronta 
y mejor averiguación de la verdad. Con- 
cluso el sumario, y resultando á lo menos 
senii-plena prueba , se recibe la confesión 
á los reos, hecho lo cual se pasa la cau- 
sa al fiscal que propone la acusación. De 
esta se dá traslado al reo , que en térmi- 
no de lr.es dias debe presentar su defeii-' 
sa. El recibimiento á prueba es por el 
plazo de 30 dias prorogables por otros tan- 
tos, y en ellos debe hacerse la dé lachas. 
Concluido el término de prueba , son los 
mismos los trámites que en los casos ante- 
riores (1). 

15. También por demanda fiscal co- 
mienza el procedimiento en delito de de- 
fraudación de contribuciones directas, cu- 
ya pena pase de 500 reales. La demanda 
debe ir acompañada de los documentos que 
justifiquen el fraude. Da ella se dá trasla-' 
do al acusado por término de tres días, y 
se siguen después los trámites de que hi- 
cimos mención al tratar de Ias aprehen- 


» 

(I) Artículos 167 , 168, 169, 170, 171 , 
17<, 175 , 176 , 177 , 178 y 179. 
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sjones por contrabando, ó defraudación de 
rentas jenerales ó |)rov.iiiciales (1). 

16. Mas si no llega á quinientos rea- 
les la pena que pueda imponerse por la 
defraudación de las contribuciones directas, 
el juez ordinario del pueblo en que se 
Iiace,^ la impone oyendo antes instructi- 
\amente en juicio verbal al recaudador 
del impuesto, ó al síndico del ay unta- 
miento y a la persona em^ausada. Este jui- 
cio de que se estiende dilijencia formal, 
se pone en ejecución desde luego sin per- 
juicio de que pueda reclaniar al subdele- 
gado el que se crea perjudicado indebida- 
mente. El subdelegado , en espediente ins- 
tructivo , y tomando los informes que es- 
time convenientes, confiiMna ó revoca sin 
ulterior recurso la resolución del juez or- 
dinario (2). 

17. En los casos en que la denuncia 
de los delitos de contrabando y defrauda- 
ción de las contribuciones indirectas es se- 
creta , debe prócederse del mismo modo que 
cuando hay aprehensión, supuesto que. es- 
te es el principal objeto de la denuncia, 
y que es indispensable para ulteriores pro- 


{!) Art. 16$. 
(2) Arl. 14Í. 
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cedimientos. Pero para evitar fraudes es- 
tá determinado que las autoridades, em- 
pleados y jefes de resguardos, á quienes 
se hiciere la denuncia", dispongan que se 
formalice con espresion de todas sus cir- 
cunstancias , firmándola el denunciante , ó 
no sabiendo escribir, otra persona fide- 
di gna , y que cerrada se dirija inmediata- 
mente al subdelegado de rentas, avisán- 
dole por separado que á consecuencia de 
denuncia reservada se van á. practicar di- 
lijencias. En el auto de oficio se espresa- 
rán las circunstancias de la denuncia, pe- 
ro se omitirá el nombre del que la hizo. 
El pliego cerrado permanecerá en poder 
del subdelegado sin abrirse hasta que lle- 
gue el caso de la distribución, y de du- 
darse para ella si hubo ó no denunciador, 
ó de la identidad de la persona, á no 
ser que por motivos muy fundados fuese 
conveniente la inspección de la denun- 
cia para la mejor administración de jus- 
ticia. 

18. Para dar fin á este título , réstanos 
solo advertir , que en todos los casos en 
que la pena correspondiente al delito es 
solo pecuniaria , deben sobreseerse las di- 
lijencias cuando los reos se allanan á sa- 
tisfacerla (1); que tanto las sentencias de- 

( 1 ) Al t. 20l . 
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finilivas como los autos de sobreseimien- 
to, han de ser remitidas en consulta álas 
respectivas audiencias (1), con la limita- 
ción que espresamos al hablar de las pe- 
nas que no escedian de 500 reales; y por 
ültimo, que deben publicarse en el bole- 
tín oficial de la provincia las sentencias 
ejecutoriadas por delitos contra la hacien- 
da pública (2). 

TITULO OCTAVO. 


DE LOS PROCEDIMIENTOS POR DELITOS DE 

IMPRENTA. 


1. Los abusos de la libertad de im- 
prenta , son esclusi va mente calificados por 
el jurado (3): institución de utilidad equí- 
voca en las causas criminales comunes, y 
todavía menos aplicable á ellas en nues- 
tro pais por el estado en que se halla su 
lejislacion penal , podemos considerarle, 
cuando está bien organizado, como alta- 
mente necesario en los delitos de impren- 
ta si se quiere que la libertad de escri- 


(t) Real resolución de 31 de diciembre de 1839. 

(2) Art. 3 de la Real orden de de julio de 
1 835. 

(3) Art. 2 de la Con.sl. 




bir tenga una garantía fuerte, que la es- 
cude de los tiros de la arbitrariedad y 
de la influencia perjudicial de los par- 
tidos. 

2 . En el jurado solo se atiende a la 
convicción moral; las pruebas legales que 
en los demas casos deben ser la regla cons- 
tante y segura de los jueces, solo aqui soit 
conducentes como medios que cada indivi- 
duo puede adoptar para formar sus convic^ 
ciones. 


3. Pero la ley teniendo en cuenta el 
delicado encargo que el jurado desempeña, 
debe exijir de los individuos que sean lla- 
mados á componerle, cualidades que hagan 
presumir su imparcialidad y su ilustración. 

4. Según nuestras leyes, se compone 
en Madrid de todos sus residentes, mavores 
de 25 años, que pagan 500 reales por con- 
tri4)uc¡on directa; de los que pagan 400 en 
otras seis ciudades de las mas populosas 
de la monarquía, y de los que pagan 200 
en las demas capitales de provincia (1). 

5. Este encargo es forzoso para todos 
los que tienen las referidas cualidades , á 
no ser por causa de im|>edim.ento físico ó 
m oral a juicio del avuntamiento. Sin em- 
bargo están escluidos de, ejercerle, ya por 


(1) ArU 4 ie la ley de 17 de octubre de 18J7. 



presmicion de parcialidad, ya por incom- 
pálibilidad de cargos: I."" Los que lieneu 
jurisdicción civil ó eclesiáslica. 2." Los je- 
fes políticos, inteiidenles y coinandanles 
jenerales. 3." Los minisiros, oíiciales y de- 
más empleados de sus sccielarías. Los 
consejeros de Estado* 5,"" Los empleados en 
palacio ( 1 )* 

6. En estos juicios debemos considerar 
los períodos siguientes: la denuncia, el Ju- 
rado de acusación , el de calificación y el 
fallo del juez de derecho. 

7. Denuncia. La denuncia de un parti- 
cular en los escritos subversivos y sedicio- 
sos, la del agraviado en los injuriosos, y 
la del promotor fiscal, que debe hacerla ó 
bien |>cr sí ó escilado por las autoridades 
políticas, en todos ellos, escoplo en los de 
injurias, es el modo de proceder á la 
formación de las dilijencias. Las denuncias 
deben proponerse en tiempo oportuno, y 
no lo será ya si hubieren ¡>asado 60 dias 
desde la publicación del impreso en los 
subversivos y sediciosos ; y un año entre 
presentes y dos entre ausentes en los in- 
juriosos. Y presentadas y remitidas á uno 
de los alcaldes constitucionales de la capi- 


(I) ArC 40 ¿í* misiroa hy. 
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tal de provincia, convoca este inmediata- 
mente el jurado de acusación f1). 

8. Jurado de acusación. Uno de los al- 
caldes acompañado de dos rejidores y del 
secretario de ayuntamiento, con previa 
asistencia del promotor fiscal , y dando avi- 
so al jefe político, saca por suerte nueve 
cédulas de la urna en que están las que 
contienen los nombres de los jueces de 
hecho. Estos son citados por el alcalde, y 
si no acuden al segundo llamamiento, de- 
be imponérseles una multa que no baje 
de 200, ni esceda de 400 rs. (2) Reunidos 
á la hora señalada , y prestado el juramen- 
to en manos del alcalde, de desempeñar 
bien su cargo, se retira aquel, y después 
del examen y discusión del impreso y la 
denuncia, declaran si ha lugar ó no á la for- 
mación de causa j necesitándose para la afir- 
mativa las dos terceras partes de votos. La 
votación es secreta, el presidente publica 
su resultado (3). 

4, Hecha esta declaración, se estiende 
al pie de la denuncia en un libro que pa- 
ra el efecto se tiene, y se entrega firmada 


(1) Art* 36 de la ley de 22 de octubre de 18*20. 

(2) Art, 4^ ta ley de 12 de noviembre de 1890. 

(3) Art. 4’> ícy de 19 de noviembre, y 8 de la 

de 1 7 de octubre de 18 3 7. 


por tódos al alcalde que convocó el jurado: 
el cual la pasa al denunciador si ha sido 
de no haber lugar á la formación de cau- 
sa, cesando todos sus efectos; y al juez de 
1/ instancia con el impreso y la denun- 
cia, si se ha declarado haber lugar á la 
formación (1). 

5. En este caso el juez providencia des- 
de luego la suspensión de la venta de los 
ejemplares que existen en poder del im- 
presor y vendedores, y decreta la prisión 
de la persona responsable del impreso, sí 
habiendo sido denunciado por subversivo, 
sedicioso ó incitador á la desobediencia en 
primer grado, declaró el jurado haber lu- 
gar á la formación de causa. Si la denun- 
cia ha sido por otro cualquier abuso, se 
exije al denunciado un fiador ó la cau- 
ción suficiex^te de estar á las resultas del 
juicio (2). 

Si hubiese sido por injurias, el juez man- 
da citar á la parte responsable para que 
celebre, ante el alcalde juicio de concilia- 
ción con el denunciador, concediéndose pa- 
ra ello el término de tres dias estando en 
el pueblo, y el de veinte ^)alláiKlose fue- 
ra. Pasados sin verificarlo, se siguen los 
trámites ordinarios á estos juicios 

(1) Art. /^'j , } 74 lí'v ílr 1 í? tlr jiov it mbn*. 

(?) Art. 5(. ' 

(3) Art. 5?. 



6. Son por sú órden l^espotisables del 
impreso las siguientes personas: 

1. '" La que ha firmado el original, si 
reconoce su firma y está en el goce de los 
derechos de ciudadano. 

2. ° El editor del periódico fl). 

3. *" En los folletos y hojas sueltas el 
dueño de la imprenta, si no es conocido 
el autor i» si se ha fugado ó tiene incapaci- 
dad civil que impida aplicarle la pena. 

4..^ Los espendedores de estos folletos y 
'papeles, si salen sin el nombre de la im- 
prenta ( 2 ). ' 

7. Si el responsable de un folleto ü ho- 
ja suelta, citado tres veces ^ no compare- 
ce, se considera fugado y la acción se diri- 
ja contra el impresor. Sin embargo, la res- 
ponsabilidad de este cesa , si le presenta 
antes dcl juicio público, para lo cual de- 
ben facilitársele medios judiciales (3). Pero 
estas averiguaciones, asi como la obliga- 
ción del impresor ó editor á manifeslar 
el nombre de los autores, nacen después 
de haber declarado que ha lugar á la for- 
mación de causa (4). 


(I) Art. 5 do la loy de 52 de marzo de 1836* 

(5) Art. 6 de la luísiua loy. 

(3) Art. 7. 

(4) Derroto de 24 de marzo de I8í3, y art. 50 de 
la ley de í 2 de iioviemLre. 
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8* Jurado de calificación. El sorteo de 
los jueces de hecho para el jurado de ca- 
lificación se hace en la misma forma que 
el anterior , pei "0 sacando hasta el numero 
72 de los inscritos que deben irse anotan- 
do y numerando en una lista por el orden 
con que salieron (1). El alcalde pasa al juez 
de 1/ instancia certificación espresiva de 
los nombres de los 72 elejidos por la suer- 
te ; y este, uniéndola al espediente, manda 
enviar una copia de la denuncia certifica- 
da también, y otra de la lista de los jue- 
ces de hecho al denunciado, quien puede 
recusar sin espresion de causa en el tér- 
mino de 24 horas, á 30 de los designados. 
El jurado se compone de los doce restan- 
tes que tengan el iiümero mas bajo de los 
otros que quedan. 

9. Reunidos por citación del juez, que 
debe ser obedecida bajo las penas que se 
' aplican á los que no concurren al jurado 
de acusación, se abre el juicio publico, pre- 
ii cediendo el juramento de desempeñar bien 
su cargo. El juez preside el acto, asisten el 
1 denunciador y el denunciado, como tam- 
‘ bien si lo estiman conveniente los letrados 
respectivos ó cualquiera otro defensor. El 
/ denunciador habla el primero para sostener 

i' 

, 7 

™ — — — — — ^ 

(1) Arl. 6 tle la ley de 17 de octulire de 1 837. 
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la acusación; el acusado ó su defensor pue- 
den contestarle de palabra ó por escrito fl). 
Concluidas las justiíicaciones , la acusación 
y la defensa , recapitula el juez lo que re- 
sulta del juicio para ilustrar al jurado. Reu- 
nido este en habitación separada, y exami- 
nado el proceso, hace del escrito una de 
las calificaciones siguientes: Subversivo ó sedi* 
cioso en primero ^ segundo ó 3*"" grado: incilador 
á la desobediencia en 1 P ó en 2.^ ; obsceno ó 
conlrario á las buenas costumbres , y libelo iw/a- 
matorio. Si no le es aplicable ninguna de es- 
tas calificaciones, se emplea la fórmula 
abstiello. Para condenar un impreso han de 
concurrir las dos terceras partes del jurado 
(2). Y si se convinieren en la especie, pe- 
ro no en el grado, la calificación se con- 
sidera hecha en el inferior (3). La votación 
es secreta, la calificación se escribe y fir- 
ma por todos, y el presidente del jurado, 
que es el mas antiguo en número , la pu- 
blica y entrega al juez (4). 

10. Si ha sido absuelto el denunciado^ 


(í) An. 57 y 58 de la ley de 1820- 

(2) Arl- 18 y 59 de la iDÍsma» 

(3) Art. 60 de la misma Íey« 

(4) Art» 8 de la ley de 17 de octubre de 1837 » 7 
da la de 13 de noviembre* 
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debe ponérsele en libertad inmediatamente 
ó alzarle las fianzas (1). 

11. Si la calificación de subversivo 6 
sedicioso en cualquiera de los tres grados, 
ó de incitador á la desobediencia en el pri- 
mero, pareciese errónea al juez, tiene fa- 
cultades para suspender la aplicación de la 
pena. Sin embargo , ba de pasar oficio al 
alcalde para que saque por suerte otros 
doce jueces distintos de los que han inter- 
venido en los juicios anteriores, los cuales 
han de proceder en los mismos términos 
que ya dejamos espuestos (2). 

12. Los fallos en que se declara la pe- 
na á que se ha hecho acreedor el denun- 
ciado, se pronuncian por el juez. A él toca 
también su ejecución: y debe pasar^ una 
copia testimoniada al denunciador y otra al 
reo si la pidiere. La calificación del jurado 
y la sentencia del juez, deben remitirse 
por este para su publicación á la Gaceta 
del gobierno (3). 


(I) Art. 63 de la de 1890* 
(9) Art. 64 y 66. 

(3) ArU 72. 
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TITULO NOVENO* 

DE LOS PROCEDIMIENTOS CONTIU LOS JUECES IN- 
FERIORES. 

1. En otro título bemos enumerado y¿ 
las causas contra Jueces, de que las audien- 
cias conocen en 1.^ instancia. Examine- 
mos ahora los procedimientos que en ellas 
se siguen. 

2. Estas causas empiezan a instancia de 
parte , por interpelación fiscal , y de ofi- 
cio si hubiere algún justo motivo para ello. 
Los trámites que sé observan son los mis- 
mos que hay trazados a los jueces de pri- 
mera instancia en los delitos comunes (1). 
Las áctuaciones de instrucción del suma- 
rio, y las que el plenario requiere deben 
encargarse al ministro de la sala, que si- 
ga en antigüedad al presidente; cometién- 
dose las que hubiere que evacuar fuera 
del punto de la residencia del tribunal á 
la primera autoridad del pueblo en que 
hayan do practicarse (2). Si la causa empie- 
za por querella de parte ó por acusación, 
se ha de exijir la correspondiente fianza 




(1) Art. 37 dcl reglamcntOi 

(2) Uegla 4-* fiel art. 73, 


S77; 

calumnia en la cantidad estimada por 
el tribunal, de que la acción no será de- 
samparada hasta que recaiga sentencia eje- 
cutoria (1). En estas causas es siempre 
parte el fiscal de la audiencia de cual- 
quiera manera que empiecen (2). 

3. El juez procesado no puede ser sus- 
pendido por la audiencia, no precediéndo- 
se por delito por el que la ley señale pe- 
ña de privación de oficio, ü otra mayor. 
Puede sí hacerle comparecer personalmen- 
te, y aun arrestarle cuando lo exija la gra- 
vedad del delito (3)> Durante los procedi- 
mientos no puede residir el procesado en 
el pueblo en que se practican las actua- 
ciones de su causa, ni seis leguas en con- 
torno (4), 

4. Cinco ministros son necesarios para 
fallar estas causas de las que se admite re- 
vista , en cuyo caso han de concurrir siete 
donde los haya, y si nó todo el tribunal 
pleno con tal de que asistan cinco majistia- 
dOs á lo menos (5), 


(1) Regla 1.* 

(2) Regla 2.^ 

(3) Regla 3.® 

(4) Regla 4 .^ 

(5) Art, 75 del Reglarncnlo. 



TITULO DECIMO. 

liE LOS PROCEDIMIENTOS CRIMINALES EN SECCN-^ 

DA INSTANCIA 

1. La gravedad de los negocios crimU 
nales hace que aunque las partes no ape- 
len, sean revisados por los tribunales su- 
periores para ver si los fallos se han dicta- 
do con arreglo á justicia. Diversa es la 
tramitación en las consultas de sobresei- 
miento, y en las de sentencia definitiva. 

2. ComuUas de sobreseimiento. Remiti- 
dos los autos orijinales á la audiencia , se 
oye al ministro fiscal de palabra ó por es- 
crito, y se dicta la sentencia. Si este fun- 
cionario pide algunas dilijencias para el 
mejor esclarecimiento de la verdad , deben 
practicarse. Mas en la sencillez de estos 
trámites, ni se cita alas partes, ni se ad- 
aiite suplica. 

Sin embargo si en el auto de confirma- 
ción ó revocación del sobreseimiento hu- 
biese alguna condena contra el juez, escri- 
bano, testigo, ó cualquiera otra persona que 
no sea el procesado, tiene el agraviado el re- 
medio de suplicar á la misma sala , pues á 
nadie puede imponerse una pena por muy 
lijera que sea sin haberla oido sus des- 
cargos. 
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3. Consultas de sentencias definitivas. Ya 
tenemos dicho que debe necesariamente 
consultarse la sentencia definitiva dada en 
causas que versan sobre delitos, á los cua- 
les la ley señala pena corporal , aunque el 
juez la haya impuesto de otra clase. Asi 
pues llegados los autos á la audiencia^ se 
comunicat^al fiscal si no hay parte acusa- 
dora, y devueltos por este, se dá traslado 
+á los procesados, y se entregan á sus pro- 
curadores. Los términos son en este caso 
exactamente iguales á los señalados en pri- 
mera instancia fl). Para tener la causa 
por conclusa, es suficiente un escrito por 
cada parte. Puede solicitarse jusúficacion 
de nuevos hechos, ya por el fiscal, ya por 
el encausado, y si son de aquellos, que 
se dejaron de proponer sin malicia en el 
tribunal inferior, ó propuestos no fueron 
admitidos, se recibe la causa a prueba con 
calidad de todos cargos, y por el mismo 
término que en la primera instancia , aun- 
que reduciendo el legal lo que se crea ne- 
cesario, y sin admitir prórogas maliciosas 
é inútiles (2). Sin mas alegatos ni escritos, 
aunque para instruirse se hayan entregado 
las pruebas á las partes , se procede á la 


(t) Decreto de 4 noviembre de 1 838. 

(2) Articulo l2 dtl decreto de las Córleidc 11 de 
¿iembre de 1820. 
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AÍsta, á la que jeneralínente concurren los 
letrados defensores, y se dicta la provi- 
dencia, que es notificada á los reos (1). 

4, Ejecución de la sentencia. Esta se 
ejecuta desde luego, devolviéndose los au- 
tos al inferior, siempre que sea entera- 
mente conforme con la dictada en prime- 
ra instancia, ó en causas seguidas por de- 
litos de conspiración contra 11 Constitu- 
ción, o la seguridad interior del Estado. 
Si no fuese de esta clase, solo se ejecuta, 
si transcurridos los diez dias en que las 
partes pueden suplicar-, se declarase por 
pasada en autoridad de cosa juzgada (2). 

6. Apelaciones en delitos de imprenta. Si 
el juez letrado no ha impuesto la pena se- 
ñalada por la ley, ó se ha separado de los 
trámites que esta designa, se admite la 
apelación para ante las audiencias , por el 
término ordinario. Estos tribunales debea 
admitirla libremente, y en ambos efectos, 
siendo el del primer caso el exijir al juez la 
responsabilidad, y el^del segundo la reposi- 
ción del proceso al estado, que tenia cuan- 
do se cometió la nulidad (3), 



(1) Decreto de 4 noviembre citado arriba. 

(5) Art. 72 del reglamento. 

(3) Art. 7 5 y 7 6 de la ley de 12 de noviembre de 
1820 , ' 
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TITULO UNDECIMO. 

DE LOS PROCEDIMÍENTOS CRIMINALES EN TERCE- 
RA INSTANCIA. 


Tanto el fiscal como el reo, tienen el de- 
recho de suplicar en los diez dias que con 
este objeto se conceden , siendo la senten- 
cia definitiva , y en los tres, siendo inter- 
locutoria. La misma sala de cuya providen- 
cia se suplica , debe admitirla ó denegarla, 
pasando en el primer caso los autos á otra, 
en la cual no deben intervenir los magis- 
trados que dictaron el fallo en la segunda 
instancia (1). 

Los mismos trámites que en esta han de 
observarse en la tercera (2); la cual solo 
tiene lugar en los dos casos siguientes : 

1. Cuando la sentencia de vista no es 
conforme de toda conformidad á la de 
primera instancia (3). Y se entiende que no 
es conforme, no tan solo cuando la revo- 
ca totalmente ó en algún punto esencial ó 
accidental , sino también cuando habiendo 


(1) Real orden de 25 de agosto de I 84 I y art. 264 

de la Constitacion de 1812. 

(2) Regla 2.* del decreto de 4 de octubre de 1838. 

(3) Párrafo 3.0 art. 72 del reg. 
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varios reos la confirma respecto á unos, y 
la altera respecto á otros. 

2. En las causas seguidas contra jueces 
inferiores por abuso en el ejercicio de su 
jurisdicción; causando siempre ejecutoria 
Ja sentencia de revista, sea ó no conforme 
á la de vista (1). Este caso, sin embargo, 
pertenece propiamente á la segunda instan- 
cia, por empezar en primera en las mis- 
mas audiencias, 

TITULO DUODECIMO, 

N 

DE LOS PROCEDIMIENTOS EN LAS CAÜSAS CRlMIr 
NALES, SEGUIDAS EN EL TRIBUNAL SUPREMO DE 

JUSTICIA, 

1. Estas causas se forman contra los 
funcionarios de que en otra parte hemos 
hecho mención por escesos'en el ejercicio 
de su cargo, ó por delitos comunes. 

2. En el primer caso instruye el suma- 
rio el majistrado mas antiguo de la sala,^ 
no siendo el presidente, y se observa 
cuanto tenemos dicho, hablando de las cau- 
sas seguidas ante jueces de las audien- 
cias (2), 


(i) Regla 5*» arl. 73. 

(í) Art* 93 del reglamento» 
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3. En el segundo caso se instruye tam- 
bién el sumario por el majistrado mas an- 
tiguo, y si el procesado residiese fuera de 
la córte, por el rejente de la audiencia, ó 
por el jefe político de la provincia. Si nin- 
guno de estos estuviere próximo, puede en 
caso de gravedad formar las primeras ac- 
tuaciones el juez ordinario del pueblo, y 
aun arrestar al culpable, dando inmedia- 
tamente cuenta con remisión de lo actuado 
al tribunal. 

4. En estas causas se suplica de las 
sentencias de vista , pero no de las de re- 
vista (t). 


(O ArU 93 del Reglamenta* 


FIN DE LA OBRA, 
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